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PRESENTACIÓN 

Por segunda vez, luego de nuestro número 11 dedicado a este tema, Crítica 
Jurídica presenta un número monográfico destinado al derecho indígena y 
a los derechOs de los pueblos indios: materiales presentados en las III 
Jornadas Lascasianas y en el Seminario sobre ideologías políticas, estruc­
turas jurídicas y relaciones interétnicas México-Centroamérica. Y, como la 
vez anterior, se debe al trabajo, incansable y tenaz, de nuestro colega y 
compañero de consejo de redacción, José Emilio Rolando Ordóñez Cifuen­
tes. La selección de los trabajos ha estado a su cargo, desde luego, con la 
aprobación de todos ellos por parte del consejo. 

Luego del quinto centenario, pasado sin pena ni gloria, y del Premio 
Nobel concedido a una luchadora indígena, los indios de esta parte del 
continente han vuelto a dar qué hablar. La insurrección en Chiapas puso en 
la orden del día, de nueva cuenta, pero ahora con la aparición de una guerrilla 
que se llama ejército, las ancestrales injusticias con que el mundo moderno, 
el capitalismo, ha tratado a los dueños de la tierra. Y, por su parte, la airada 
resistencia, a punto de convertirse también en insurrección, de los indios 
que les tocó habitar la demarcación llamada Ecuador muestra también al 
mundo que. el capitalismo tiene poco de qué ufanarse. Crítica Jurídica, una 
revista producida por, y dirigida a, juristas interesados en el cambio social 
en América Latina, se ha hecho eco de los problemas de esos dueños de la 
tierra, con ésta, ya en dos oportunidades. Y pretende continuar. Por eso 
invitamos a todos los estudiosos de los derechos indígenas, a colaborar en 
nuestras páginas. 

Crítica Jurídica espera, con este número, contribuir a la conciencia de 10 
que este mundo le debe a los más pobres entre los pobres latinoamericanos. 
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LA TEORÍA GENERAL DEL DERECHO 
FRENTE AL DERECHO INDÍGENA 

Óscar CORREAS! 

SUMARIO, l. Introducción. 11. Un concepto sociológico del derecho. 
III. Las nonnas jurídicas y el discurso del derecho. IV. Validez, 
efectividad)' eficacia del derecho. V. La norma fuadante. VI. El 
plurali.,mo jurídico. VII. Pluralismo jurídico y pluralismo estatal. 
VIII. El saber jurídico y el derecho indígena. IX. Pluralismo jurídico 

)' dominación. X. Teoría, ciencia y política. 

1. INTRODUCCIÓN 

Desde hace algún tiempo algunos juristas del IIJ-UNAM hemos comenzado 
a tomar contacto con antropólogos, habiéndose revelado intereses científi­
cos comunes, encarados, no ohstante, desde disciplinas que, más temprano 
que tarde, deben encontrar vfas de colaboración si es que han de progresar 
de manera significativa en la compresión de los fenómenos normativos. Este 
trahajo tiene la intención de mostrar a los colegas antropólogos, algunos 
desarrollos contemporáneos de la Teorfa General del Derecho (TGD) que, 
a mi juicio, mejorarían el aparato conceptual con que se acercan a esos 
fenómenos normativos. Pretendo aportar elementos, desde la TGD, y de 
utilidad para los antropólogos, para definir los conceptos de derecho, 
normas, sistema nonnativo, conductas, costumbre, pluralidad jurídica, y 
derecho altemativo, todo lo cual podría redundar en beneficio de esta 
esperada cuanto siempre postergada relación intelectual entre juristas, 
soci6logos y antropólogos. Se trata aquí de las respuestas que la TGD puede 

1 Instituto de Investigaciones Jurídicas. llNAM. 
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16 ÓSCAR CORREAS 

aportar a esos colegas, en temas como el pluralismo normativo y elUamado 
"derecho indfgena". 

Buena parte de los antrop(>logos se dedica a 10 que solemos denominar 
"derecho indfgena", que es una expresión que puede entenderse en varios 
sentidos. Por 10 que respecta a este trabajo, servirá para referir el conjunto 
de las normas eficaces en comunidades que contienen, en grado variable, 
elementos culturales indfgenas, dejando para los colegas antropólogos la 
definición de este último concepto. Para el rawnamiento que se intenta aquf 
esta idea es suficiente. 

Lo primero que es necesario decir, es que los científicos sociales deben 
comprender que el desprecio que sienten hacia el saber de los juristas, si 
bien puede ser justificado, de todos modos no debe alcanzar a la teorfa 
contemporánea del derecho, la cual, por otra parte, ni ha sido creada por 
esos juristas, ni es utilizada por eUos. El diálogo, por tanto, no será con 
abogados sino con juristas que, además, están interesados en la filosoffa y 
las ciencias sociales. 

Convendrá primero poner a punto una concepción del derecho que, 
partiendo de las adquisiciones de la TGD contemporánea, pueda sentar las 
bases de ese diálogo. Parte de los malos entendidos se asientan en que los 
cientfficos sociales toman como interlocutores a los juristas que actúan, más 
que como cientfficos del derecho, como objeto de la ciencia jurfdica. En 
efecto, toman por ciencia jurfdica 10 que escriben los juristas dogmáticos, 
sin saber que la TGD, actualmente, es más una crítica de 10 que los juristas 
hacen, que un cuerpo teórico que orienta su trabajo. La razón de esto, que 
debe parecerles un desatino, es que en la Facultad de Derecho no se hace ni 
enseña ninguna ciencia, sino una técnica al servicio del poder. Seguramente 
se sentirfan extrañados al saber que, con contadas excepciones, quienes se 
dedican a la teorfa del derecho, la sociologfa jurfdica, la filosoffa del 
derecho, a veces incluso la historia del derecho son acreedores de una 
enorme cuanto explicable antipatfa por parte de las autoridades y el grueso 
de los profesores de las facultades de derecho. Este es un fenómeno 
universal. No es patrimonio de ningún "ser nacional". Esta antipatfa radica 
precisamente en uno de los hechos de que pretende dar cuenta este trabajo: 
la mal llamada ciencia jurídica es parte constitutiva y sine qua non, del 
ejercicio del poder. 
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TEORIA GENERAL DEL DERECHO Y DERECHO INDIGENA 11 

II. UN CONCEPTO SOCIOLÓGICO DEL DERECHO 

El derecho es un fenómeno del lenguaje, tanto como "fenómeno" pueda 
ser el lenguaje. Conviene definirlo como "discurso prescriptivo autorizado, 
que organiza y por ello legitima la violencia, y que es reconocido como tal".' 

l. El dereclw es discurso prescriptivo 

Por "discurso" debe entenderse ideología formalizada en algún lengua­
je, a sabiendas de que la semiología puede profundizar más en esta cuestión. 
Este discurso es producto de un uso prescriptivo del lenguaje; es decir, del 
que se realiza con la expresa intención de dirigirse a la conducta de otros 
para determinarla. Pero se diferencia de otros, como la moral, en que el 
derecho amenaza con la violencia que desencadenará contra el desobedien­
te, alguien a quien, precisamente por ser señalado por este discurso, se 
convierte enfimcionario púhlico. 

2. La amenaza de la violencia 

Por "violencia" debe entenderse no sólo el ejercicio de la fuerza sobre 
el cuerpo de alguien, sino todas las formas de compulsión que son social­
mente temidas. "Socialmente temidas" porque la compulsión se remite a 
mecanismos psicológicos construidos socialmente. En cada sociedad la 
violencia tiene distintas apariencias. Antropólogos han hecho notar que en 
el derecho indígena la violencia no siempre está presente. Lo que sucede es 
que esas normas no amenazan con los mismos males con que lo hacen 
nuestras normas. No es que no haya violencia, sino que tiene distinta 
apariencia. Precisamente que el derecho indígena tenga más efectividad que 
el nuestro, se explica porque la compulsión, no siendo la misma violencia 
física, es aún más poderosa que ésta. 

3. La au/oriz.ació" del discurso. Las funcionarios 

Todo derecho estahlece sus funcionarios. Son tales esos actores sociales 
que, siendo al mismo tiempo individuos como los demás, son señalados por 

2 Una explicación más detallada en Correas. Óscar. CrÍlica de la ideologíajurfdjca. México, UNAM, 
1993. y Correas. Ó~ar. {JlfrocluccilÍlI a la sociología jurídica. México, 1994. 
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18 ÓSCAR CORREAS 

el discurso del derecho como aquéllos cuyas acciones no serán reputadas 
como propias, individuales, sino como siendo "de la comunidad". Lo único 
que diferencia la acción del verdugo de la del criminal es que una norma 
dice que la del primero es un acto del Estado y la otra un delito. La actuación 
del funcionario indígena que, en obediencia de órdenes de sus superiores, 
aplica una sanción corporal a un individuo de su comunidad, es vista como 
delito por parte del derecho dominante. Pero la acción, en sí misma, no tiene 
ninguna diferencia con la que produce el carcelero del sistema jurídico 
hegemónico. Para éste, aquél funcionario es un delincuente. Pero para el 
sistema indígena es una autoridad. 

En el mundo comunitario, en el que describen los antropólogos como 
"indígena", se encuentran claramente delimitadas las conductas que son 
vistas como pertenecientes a la comunidad. Sin embargo, los individuos que 
cumplen conductas de funcionarios indígenas no siempre, más bien casi 
nunca, están separados del resto de la comunidad. Frecuentemente trabajan 
como cualquier otro, y casi nunca perciben alguna retribución.' 

El discurso del derecho, al crear a los funcionarios, autoriza su discurso 
como jurídico. Es decir, lo que el derecho cumple es la tarea de hacer que 
el discurso del funcionario sea legitimado como "debido", legitimando la 
sanción que corresponderá al desobediente. De alH que los juristas mani­
fiesten la tendencia a sostener que es derecho, y que por tanto debe 
cumplirse todo discurso prescriptivo producido por funcionarios autoriza­
dos debidamente por una norma anterior. Veremos que en esto último hay 
una trampa. 

Se comprende mejor ahora porqué el principal teórico de este siglo, Hans 
Kelsen, ha sostenido que derecho y Estado son la misma cosa. En efecto, el 
Estado no es alguna cosa mágica, existente por encima y más allá de los 
seres de carne y hueso. Eso es, ni más ni menos, una hipostatización. El 
Estado no es otra cosa que el conjunto de las acciones de ciertos individuos, 
que el discurso dice que no son acciones de ellos sino de la comunidad o 
"Estado". Puede decirse, en el mismo venero, que el Estado es un efecto 
del uso del lenguaje. Esto abre el camino para entender la posibilidad del 
pluralismo jurídico o multiplicidad de estados, algunos de los cuales hege­
monizan a otros. Volveremos sobre esto. 

3 Recuérdese que Engels trató esta cuestión en El origen de la familia, el estado y la propiedad 
privada. 
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TEORfA GENERAL DEL DERF.cHO y DERECHO INDfGENA 19 

Tenemos entonces un discurso prescriptivo, autorizado, que amenaza 
con la violencia, que establece sus propios funcionarios. Ciertamente que 
así dicho, pareciera que se sostiene que el derecho es un discurso sin 
productor. Aunque en cierto sentido así es, de todos modos no deja de ser 
claro que hay alguien que lo produce y que pretende ser obedecido, que 
pretende la hegemonía en la sociedad de que se trate. Ese "alguien", su 
rostro, tiene que ser descubierto por las ciencias sociales. La TGD no puede 
ir más allá. Sólo en concreto, la sociología, la antropología, la sociología 
jurídica pueden aportar novedades. La TGD, para ser tal "teoría", no puede 
ir más allá de señalar, claramente desde luego, cosa que algunos teóricos 
"olvidan" decir y sobre todo enseñar, la presencia de un productor del 
discurso. 

Es tarea de las otras ciencias sociales establecer el peso específico de los 
distintos grupos y clases sociales en la determinación del contenido de las 
nOrmas. Cuando la TGD dice que existe un productor del discurso, de 
ninguna manera quiere decir que ese "productor" sea una persona, un solo 
grupo social, o que los dominados no tengan participación en la creación 
del derecho. 

4. El reconocimiento del discurso del derecho 

Finalmente, este discurso prescriptivo especial, para ser derecho, debe 
ser reconocido como tal. No tendría ningún interés científico estudiar 
discursos prescriptivos que no cumplen el cometido de hacer que alguien 
haga algo. Es decir, el discurso de que hablamos tiene una efectividad y una 
eficacia propias. Como veremos enseguida, las normas lo son siempre que 
tengan un grado importante de efectividad y pertenezcan a un sistema eficaz. 

La TGD contemporánea ha destacado suficientemente que no es derecho 
el discurso de alguien que se pretende funcionario, sino solamente si ese 
discurso tiene alguna efectividad. Así, algunos teóricos han sostenido que 
derecho es lo que dicen los jueces y no el legislador. Otros han sostenido 
que derecho es el conjunto de normas que son vividas, psicológicamente 
vividas, como ohligatorias por la población y. desde luego, también por los 
jueces y dcmás funcionarios públicos. Como se ve, a diferencia de lo que 
se enseña en las facultades de derecho, la teoría no considera interesante 
definir este concepto sobre la base de lo producido por el poder, sino más 
bien sobre la base de lo que realmente, "sociológicamente" digamos, 
sucede. 
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20 ÓSCAR CORREAS 

III. LAS NORMAS JURIDICAS y EL DISCURSO DEL DERECHO 

1. Las normas 

Para la TGD, las normas son construcciones lingüísticas, que consisten 
en la modalización deóntica de (la descripción de) una conducta. Por 
ejemplo "obligatorio prestar trabajo comunitario" es una norma en la que 
se distingue el modalizador deóntico "obligatorio" y la descripción de una 
conducta: "prestar trabajo". Una norma, entonces, se simboliza como Op, 
Pp, Ap o Vp (obligatorio, permitido, autorizado, o prohibido); p es la 
descripción de la conducta. 

2. Semido deóntico y semillo ideológico 

Es interesante notar que el derecho existe en textos, escritos u orales, en 
el interior de los cuales deben ubicarse, encontrarse, las normas. Casi nunca 
se encuentra un texto en el que las normas aparecen en la forma canónica 
de Op o "si sucede A, entonces un funcionario de la comunidad debe aplicar 
cierta sanción B". Por el contrario, y mucho más cuando se trata del tipo de 
textos que estudian los antropólogos, las normas están como escondidas en 
discursos que contienen otras ideologías, a veces sumamente complejas y 
difíciles de analizar. El antropólogo puede ser el mejor testigo de que, para 
saber cuáles son las normas de una comunidad, es necesario hacer compli­
cados análisis para desentrañarlas del abigarrado texto lleno de símbolos y 
mitos. En realidad el abogado moderno también procede así: se enfrenta a 
complicados textos que dicen tener cierta intención pero luego la desmien­
ten en las normas que crean. Y en ese maremagnum de palabras, aquí sí, 
escritas, debe navegar hasta encontrar las normas que le permiten solucionar 
un caso. No es cierto que las normas están claramente establecidas en la 
legislación escrita. Si eso fuese verdad, entonces nunca se daría el conflicto 
por interpretaciones distintas de los textos. Y si algo prueba la experiencia 
jurídica, es que todos los días hay esas múlliples intepretaciones de los 
textos. 

Llamaremos semido deómico del discurso del derecho a esas normas 
que, luego de un trabajo intelectual a veces importante, pueden encontrarse 
en los textos que se presentan, a primera vista, como "del derecho". Y 
llamaremos semido ideológico del discurso del derecho a cualquier otro 
mensaje que pueda leerse en tales textos. I.os antropólogos saben mucho de 
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TEORÍA GENERAL DEL DERECHO Y DERECHO INDíGENA 21 

esto: es su oficio estudiar la ideología en que vienen envueltas las que llama 
·'costumbres". 

3. Nonnas escritas y no escritas. La costumbre 

Los antropólogos, siguiendo a los juristas precisamente en lo que no 
debieran seguirlos, usan la palabra "costumhre" para referirse a las normas 
no escritas. Lo primero que habría que hacer es dejar de lado ese téroúno 
confuso, y hablar, simplemente, de derecho escrito y no escrito. Con ello se 
terminaria la lamentable cuanto inútil discusión acerca de si las normas de 
las comunidades son o no derecho, y acerca de la diferencia entre derecho 
y costumbre. Lo único que hahría que hacer es preguntarse, frente a los 
textos normativos, escritos o no escritos, es si responden o no a las carac­
terísticas de la definición de derecho. Y conforme con nuestra definición, 
lo que los antropólogos ohservan en las comunidades, ¿son discursos 
prescriptivos, que amenazan con la violencia, que crean funcionarios, y que 
son reconocidos como obligatorios por la comunidad? Si lo observado 
responde al concepto, entonces es derecho, esté o no escrito, digan lo que 
digan los funcionarios del Estado dominante, digan lo que digan los textos 
de los juristas. 

4. Nonnas y conductas 

Los antropólogos, pero tamhién otros científicos sociales, cometen el 
lamentable error de confundir las normas con las conductas. Sobre todo 
cuando las normas son no escritas. Cuando se ensaya preguntarles a qué se 
refieren con la palabra "costumbre", dicen, invariablemente, que se refieren 
a lo que la gente hace. Si ven que los miemhros de la comunidad propor­
cionan trabajo gratuito, entonces dicen que existe la costumbre de dar el 
tequio o servicio. Pero hay aquí un error grave: las normas no pueden 
observarse. Lo que puede ohservarse es la conducta de la gente; no las ideas 
que tienen sohre estas conductas. Y las normas, no escritas, consisten en las 
ideas deónticas acerca de éstas. 

No dehiera haber problemas para comprender, para estudiosos tan pró­
ximos a la lingüística, la diferencia entre hechos y semido. Pero, sobre todo, 
debería ser claro que, si no se hace esa diferencia, entonces se pierde la 
oportunidad de ohservar, ahora sí, observar, la inefectividad de las normas 
y comprender su significado social. Si llamamos costumbre a la acción de 
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22 ÓSCAR CORREAS 

prestar servicio gratuito, ¿cómo llamaremos a la acción que consiste en 
negarse a prestar tal servicio? ¿Acaso los antropólogos observan que la 
gente siempre hace lo DÚsmo? ¿No hay acaso procesos judiciales precisa­
mente por incumplimiento de la "costumhre"? ¿Y cómo llaman a esa 
violación a la costumbre? ¿La descostumhre? Obsérvese que cuando el 
antropólogo decide ver una conducta como debida, le llama costumbre a 
esa conducta; y cuando decide ver una conducta como violatoria de la 
costumbre, entonces "costumbre" readquiere el significado de norma. Es 
decir, en un caso usa la palahra para referir hechos, yen el otro, para referir 
una norma o sentido.' 

La diferencia entre normas y conducta, para la antropología, pero tam­
bién para la ciencia polftica y la sociología es de la mayor importancia si 
queremos averiguar el grado en que el sistema normativo es eficaz, el grado 
en que un grupo mantiene hegemonía sohre otro. 

Todo queda más claro si suprimimos el uso de "costumbre" reempla­
zándolo por derecho no escrito, y si no perdemos de vista jamás la diferencia 
entre normas escritas o no escritas y conducta. 

Finalmente cabe decir que, conforme con ohservaciones de la sociología 
jurídica mexicana, resulta que no siempre las comunidades estudiadas 
desconocen totalmente la escritura. En muchos casos se toman resoluciones 
que son asentadas en actas, así como se asientan por escrito resoluciones y 
convenios producidos con motivo de procesos judiciales. Posiblemente la 
influencia del derecho escrito sea hoy mucho mayor, en esas comunidades, 
que lo que nos dicen las informaciones antropológicas. Yeso provendría, 
creo, del no uso de categorías jurídicas más elahoradas. 

IV. VALIDEZ. EI'ECTIVIDAD y ERC AGA DEL DERECHO 

I ,os juristas teóricos discuten acaloradamente acerca de la validez de las 
normas. 1,0 que se preguntan es: ¿cuándo una norma es válida? y al parecer 
están tratando de averiguar cuándo un enunciado que se presente como 
n, lrma dehe ser tomado por tal y, en consecuencia, producirá cierta conducta 
ror rarte de un funcionario. Como se comprende fácilmente, estamos ante 
el rrohlema del recO/wcilllielllo del derec{¡o. 

~ Yak J:l pena nlJtarque Kt'l:-.en dij(l innumerahles Vl'Ct'S qm' una norma es siempre el sentido de un 
ado llf' \'oJumad. usando "sentirlo" como Wl'Iwr. que ~ill duda es más cercano a los científicos sociales. 
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Según Kc1sen, que una norma es válida quiere decir que existe y que debe 
ser aplicada. Pero este "debe" no es moral. No es que el juez esté moral­
mente obligado a obedecer; podría ser que la norma le parezca injusta y, 
conforme con sus creencias morales, esté obligado a desobedecer. Este 
"debe" de Kelsen, en este caso, no tiene un significado claro. Nosotros 
podríamos decir que el debe es simplemente la amenaza de la violencia que 
se cierne sobre el juez si no aplica la norma. Lo cierto es que los juristas 
discuten sobre este concepto. 

Pero también es cierto que algunos teóricos han sostenido que el concepto 
de validez es inocuo; que la ciencia no requiere tal categoría. Esto es porque 
consideran que el derecho no debe ser huscado en lo que dice la autoridad, 
sino en lo que dicen o hacen quienes receptan ese mensaje y ohran, o no, en 
consecuencia. 

A mi juicio, la mejor respuesta sigue siendo la sugerida por Kelsen: para 
que una norma sea válida, esto es, para que pueda decirse que si no es 
cumplida el ohligado corre el riesgo de ser sancionado, es necesario que 

El discur'\o en el que se encuentra la norma haya sido producido por un 
funcionario autorizado a producir ese discur,m y no otro. 

La nonna tenga algún grado imponante de efectividad. Es decir, que los 
interpelados por ella produzcan la conducta ohligatoria o se abstengan de la 
prohihida. Es claro que este criterio tiene dificultades respecto de las normas 
recientes; no se puede exigir efectividad a normas que no han tenido tiempo de 
ser aplicadas. En tal caso hahría que hahlar de derecho "vigente", en el sentido 
de que existe la posihilidad de que algún funcionario lo cumpla o haga cumplir. 

La norma forme parte de un sistema normativo eficaz. Y un sistema es tal 
cuando cumple la función de todo sistema normativo: reproducir el p<x1cr de 
quien prmluce el derecho. Y ¿.cómo sahremos que el sistema cumple esa 
función? Dchcmos contestar: porque oh servamos que son efectivas la mayor 
parte de las nonnas de ese si'\lema. 

Para algunos muy interesantes tc(,ricos, el primer requisito sohra. Sin 
emhargo, para una TC,f) que entienda a su ohjeto como parte principal del 
fenómeno del poder, resulta ineludihle considerar el momento de la produc­
ci6n del discurso. precisamente para poder medir luego la hegemonía del 
grupo que en el poder produce el (!crecho. Si sólo nos que(lamos con el 
cumplimiento de las normas, ten(lremos una teoría plausihle; pero penlere­
mos de vista la comparación entre lo que el poder quiere y lo que consigue. 
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V. LA NORMA FUNDANfE 

Que un sistema nonnativo sea eficaz o no es una cuestión de hecho; de 
observación sociológica. Sin embargo, esa simple observación no contesta 
a una pregunta que los juristas no pueden dejar de hacerse. Si una norma es 
válida cuando es, en primer lugar, producida confonne con otra anterior y 
superior, y si de ésta puede decirse lo mismo, llegará un momento en que 
ya no pueda responderse con otra nonna; por ejemplo, cuando, subiendo, 
llegamos a la constitución. Sabemos que las nonnas mexicanas son válidas 
porque, suponemos, han sido producidas confonne con la carta magna de 
1917. Pero ¡.porqué vale esa constitución? ¿Quién dice, y con qué autoridad, 
que debemos ajustamos a ella? Obsérvese que no es una pregunta socioló­
gica, que no parece contestarse con los hechos que explican que Carranza 
y el ejército vencedor hayan conseguido imponer esa nonna. 

Esta pregunta puede ser formulada también así: ¿cómo sabemos cuáles 
son las normas que integran el sistema jurídico mexicano? O bien ¿cómo 
saben los antropólogos cuáles son las nonnas que integran el sistema 
jurídico indígena? Claro, puede decirse, ellos preguntan a la gente. Pero 
¿cómo lo sabe la gente? Los juristas han contestado diciendo que todo 
sistema contiene una norma o tal vez varias, que son usadas por la gente 
para reconocer las otras normas. Y llaman a esta norma "de reconocimien­
to". El planteamiento difiere algo del anterior, pero en el fondo pregunta 
por lo mismo: cuál es el fundamento del sistema jurídico. 

La respuesta sugerida por la teoría kelseniana me parece la mejor: en 
realidad no hay ningún fundamento. Lo que pasa es que, luego de producida 
la constitución, las fuerzas sociales hegemónicas, consiguen crear una 
conciencia generalizada de que esa norma debe ser obedecida, ya sea por 
temor, ya sea por convencimiento, pero principalmente por esto último. 
Kelsen dice que la norma fundante de un sistema jurídico, que no es la 
constitución, sino otra que la funda, es, en realidad una ficción. Se trata de 
que actuamos como si la constitución tuviera un fundamento. No podemos 
detenemos en esto. Pero obsérvese que la pregunta sobre la validez del 
sistema en su conjunto, que no aparecía como sociológica, al final se 
convierte en tal. Un sistema normativo es válido cuando es eficaz. Y lo es 
cuando "la gente" actúa como si fuera válido. Es decir, la pregunta por la 
justil1caci6n de un sistema normativo no tiene respuesta externa al propio 
sistema. Pero puede observarse, desde el punto de vista externo, que el 
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sistema es obedecido y que se ha desarrollado una ideología de aceptación 
del mismo. 

VI. El. PLURAI.ISMO JURfmco 

Tenemos ya un conjunto de categorías brindadas por la TGD contempo­
ránea. Con ellas podemos preguntarnos por el fenómeno que se ha denomi­
nado pluralismo jurídico. 

El nombre sugiere la idea de que el sistema jurídico no es uno sino varios. 
¿Es esto sostenible a la luz de la TGD? Sin duda que sí. Pero tropezamos 
aquí con una ideología fortísima que opaca la posibilidad de concebir la 
coexistencia de varios sistemas normativos en un mismo territorio. Esta 
ideología es la de soberanía. 

El concepto de "soberanía" tal vez se entiende mejor en francés. La 
souveranilé aparece por oposición a la souzeranilé. Esta última palabra, 
curiosamente, no tiene traducción al español, ni es utilizada con frecuencia 
en los textos de teoría política. Souzeranilé designa, en el mundo feudal que 
habla francés, el estado de sujeción en que se encuentra un individuo 
respecto de otro; por ejemplo, la relación entre un señor y otro que, por ser 
souzerain, es "superior" al primero. También la relación entre señores y 
siervos. Y es posible que un señor sea souzerain respecto de algunos pero 
a la vez tenga un souzerain al que se encuentra sujeto. La red de "souzera­
nías" era todo lo complicada que es fácil de imaginar. 

El concepto de "soberanía", en ese contexto, se utiliza para referir la 
pretensión de un señor de suhsumir bajo su "souzeranía" a todas las demás. 
Frente a la soberanía del señor principal, el rey, debían caducar todas las 
otras. Es decir, el rey no reconoce otro poder por encima del suyo y eso lo 
hace "soberano". 

Pues bien; el estado moderno es el heredero del rey y se ha constituido 
alrededor de la idea de soheranía: no hay ningún poder por encima de él. 
Poder ¿para qué? Para prmlucir normas. "Soberanía" es un término emi­
nentemente jurídico; quiere decir que las normas son producidas sólo por 
el poder que, por eso, es "soberano". Esta ideología es tan fuerte, que les 
impide a los juristas pensar en que, no aliado, sino dentro mismo, haya otros 
sistemas jurídicos. Sólo consiguen concebirlos si el sistema estatal -para 
ellos hay un solo Estado-los autoriza; pero en tal caso ya no hay pluralismo 
de sistemas, sino uno solo. 
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Sin emhargo, un sistema normativo indígena cabe dentro de las defini­
ciones que dan los propios juristas: conjunto de normas dotadas de poder 
coercitivo y producidas por funcionarios autorizados. ¿Cabe esto a los 
sistemas indígenas? Sin duda que sí. Esas comunidades usan un conjunto 
de normas que amenazan con la violencia, física o simhólica, y que son 
aplicadas por miemhros perfectamente identificables como foncionarios de 
esos sistemas. Y si se trata de la pregunta acerca de si es derecho el producido 
por el poder o el que se consigue hacer cumplir, también el derecho indígena 
puede ser considerado de esa manera: podemos aceptar que las normas de 
la comunidad son las que dicen los ancianos o podemos aceptar que son las 
que efectivamente se cumplen. De cualquier manera, un sistema normativo 
indígena cumple con los requisitos de la definición. ¿Por qué no aceptarlo 
entonces? Exclusivamente por razones políticas: no conviene aceptarlo; no 
puede aceptarse sin mengua del poder dominante. Pero no hay ninguna 
razón "científica", digamos. 

Nosotros podemos aventurarnos a aplicar la definición a las comunidades 
indígenas. ¿Usan normas que amenazan con la violencia y que son cumpli­
das y hechas cumplir por funcionarios autorizados? ¿Sí? Entonces tienen 
un derecho que, en su mayor parte, no es escrito, como en el caso de Estados 
Unidos y Gran Bretaña. 

y ¿cómo dehe verse el hecho de la coexistencia de dos poderes en el 
mismo territorio? Esta pregunta tiene dos clases de respuestas: las socioló­
gicas y las jurídicas. Desde el primer punto de vista, no hay ningún 
inconveniente en aceptar que las comunidades indígenas son unas de las 
distintas fuerzas sociales que conviven en un territorio. Pero desde el otro 
punto de vista la pregunta es: las normas que crean ¿son "derecho"? La 
pregunta, en realidad, esconde la ideología de la soberanía. ¿Por qué no ha 
de ser derecho? 

La soluci<Ín es más hien simple: se trata de sistemas jurídicos con distinto 
nivel de prestigio o, si se quiere, con distinto grado de hegemonía. La 
realidad muestra, a la luz de la TGD, que hay pluralismo jurídico y que unos 
sistemas hegemonizan a otros, descollando uno en particular, que, por eso, 
calificamos de dominante frente a los otros, que son suhordinados. ¿Y el 
concepto de soheranía? En realillad es obsoleto para la ciencia social de 
finales del siglo XX. 

Definiremos el fen<Ímeno del pluralismo jurídico COITlO la coexistellcia 
de dos () más sistemas nnrmalivns q/le pretenden vlIlidrz en el mismo 
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territorio. Que "pretenden" porque es una cuestión de hecho, que debe 
dejarse a la sociología o la antropología, si consiguen o no eficacia. 

Diremos que estamos frente a un derecho alternativo respecto del domi­
nante, cuando pueda decirse que algunas normas de uno de los sistemas 
modalizan deónticamente de manera diferente las mismas conductas. Es 
decir, hay derecho alternativo cuando las normas de un sistema declaran 
obligatorias conductas que el otro declara prohibidas o facultativas. 

¿Es el derecho indígena un derecho alternativo? En la mayor parte de los 
casos, sí. Sin embargo, no suele ser un sistema subversivo en el sentido de 
que la plena eficacia del mismo no pone en peligro la eficacia general del 
sistema dominante. Si sucediera lo contrario, si la plena eficacia del sistema 
alternativo implicara la desaparición o ineficacia del sistema dominante, 
estaríamos en el caso de un sistema jurídico subversivo como lo fueron los 
producidos por los insurgentes de la independencia, por los revolucionarios 
mexicanos de la segunda década de este siglo, o por el ejército rebelde 
comandado por Fidel Castro a fines de los cincuenta en Cuba. 

VII. PLURAl .lSMO .IlJRímco y PLURALISMO ESTATAl. 

El positivismo jurídico, cuando menos el ~ncabezado por Kelsen, ha 
destacado desde sus primeras apariciones, que el Estado no es otra cosa que 
el orden jurídico. El Estado no es ni el grupo de individuos que ocupan los 
cargos públicos, ni los canones, ni los edificios, sino las normas. Yentién­
dase que para esta concepción las "instituciones" a las que suelen referirse 
los sociólogos cuando eventualmente quieren definir el término "Estado", 
no son otra cosa que conjuntos de normas. Tampoco son las instituciones 
ni los funcionarios, ni los edificios, sino las normas que regulan las activi­
dades de esos sujetos y el uso que se hace de esos edificios. 

Siendo así, que el Estado es el derecho, bien puede decirse que donde 
hay dos sistemas jurídicos hay dos Estados, sólo que uno es donúnante 
respecto del otro. Para ser congruentes, los positivistas deberían aceptar este 
terrible atentado contra la unidad y la soberanía del Estado moderno. Dudo 
que lo hagan. Pero nosotros podemos avanzar en estas ideas y romper con 
el mito de la unidad del Estado y con el obsoleto concepto ,le soberanía. 
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VJJI. El. SAHER JURlmco y EL DERECHO INDIGENA 

Podemos hacer una diferencia útil entre lo que los juristas saben y hacen, 
y lo que serfa una ciencia del derecho si ésta se practicara conforme con los 
cánones normalmente aceptados por los cient(ficos sociales, y con la TGD. 
Puede ser sorprendente para los colegas de otras disciplinas esta diferencia 
que seguramente ellos no necesitan respecto de su práctica cient(fica. 

Conforme con la TGD, como hemos visto, no hay inconvenientes para 
pensar el fenómeno del pluralismo jurídico y el derecho alternativo. Sin 
embargo, los juristas no piensan lo mismo: para ellos sólo hay un derecho 
y un Estado. Pero, con ser anticientífico su saber, no deja de tener enorme 
eficacia. 

Este saber fluctúa, como la teorCa, que no hace sino intentar explicar al 
primero, entre considerar como derecho lo establecido por el poder, o 
lo cumplido por los obligados. Los abogados, en la universidad, aprenden lo 
primero; pero tan pronto salen a la calle comprenden que la verdad es que 
el derecho es lo que dicen los funcionarios, principalmente los jueces. 
Ambas consideraciones conviven en el saber jurfdico. Ahora bien; ¿qué 
tiene esto que ver con el pluralismo jurídico? Veamos. 

¿Por qué pierden efectividad las normas del sistema indígena? ¿Por qué 
no son aplicadas las normas válidas de los sistemas indfgenas por parte de 
los juristas, especialmente los jueces? ¿Acaso no saben los abogados que el 
derecho es, finalmente, lo que se consigue hacer cumplir? Si las efectivas 
son las normas del sistema indígena, ¿por qué no las aplican? 

La respuesta está, claro, en su educación. Los abogados son la capa social 
especialmente entrenada para reconocer como derecho lo que el poder 
quiere que sea reconocido como tal. Todas las sociedades tienen actores que 
cumplen esa función. Tamhién las comunidades indígenas los tienen. Una 
de las razones que explican la hegemonía de un sistema normativo sobre 
otro, es el saher quiénes están encargados de constituir la eficacia del 
sistema. Por una parte, es necesario que los funcionarios del sistema que se 
quiere dominante, tengan más fuerza, en el sentido de violencia, que los del 
sistema cuya eficacia se quiere destruir. Pero por otra parte, se requiere que, 
cuando el funcionario se encuentre frente a un conflicto que involucra a un 
ciudadano del otro sistema, esté dispuesto a "saber" que las normas 
aplicables son las de Sil sistema, aun cuando sepa que, conforme con su 
propio saber, las que deberían aplicarse son las efectivas, que son las del 
sistema indígena. Pero con ello ataca esa efectividad mientras que olorga 
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efectividad a las del sistema que le paga. Es decir, se trata de un conflicto 
entre sistemas normativos, que pasa por la ideología de los funcionarios del 
hegemónico. 

Por eso es necesario comhatir la idea de que el saber de los ahogados es 
una ciencia "ohjetiva" como se exige a todas las demás. No es tal, porque 
ese saber es, en verad, parte de la realidad que dice descrihir. En efecto, 
cuando se dice que esa "ciencia" describe normas válidas, resulta ser que, 
precisamente por considerarlas válidas, les otorga efectividad. Es decir, el 
resultado de ese saher constituye al objeto del saber. 

IX. PUTRAI .ISMO JURíDICO y DOMINACIÓN 

Cabe la pregunta: ¡,por qué unos sistemas hegemonizan a otros? Los 
antropólogos, en alguna de las contadas ocasiones en que hemos dialogado, 
dieron cuenta de casos en los que no resultaba del todo racional que el Estado 
mexicano huhiese gastado recursos en el castigo de actividades que no son 
delito conforme con el derecho de la comunidad sobreviviente. Se trata de 
actos que, al parecer, no estorhan el amplio dominio del Estado hegemónico. 
Todo podría seguir igual si no se reprimiera esas manifestaciones culturales 
que no producen daño "social", entendiendo por daño "social" el que afecte 
a los ciudadanos del Estado hegemónico. Por ejemplo, el caso del matrimo­
nio ¿Qué le importa a nadie si en alguna comunidad existen formas de 
matrimonio por grupos, o de matriarcado, o de poligamia? ¿Qué le pone o 
qué le quita a los ciudadanos del Estado mexicano que en alguna comunidad 
un hombre tenga varias esposas, y que se reconozcan a todas ellas los 
derechos que les adjudica el sistema jurídico que obedecen? Incluso se trata 
de sitios apartados, sin ninguna puhlicidad, donde lo que sucede ni siquiera 
es conocido de manera que pueda producir daño "moral" por el "mal" 
ejemplo. Es comprensihle el celo de los funcionarios del Estado hegemónico 
cuando se trata de violación de normas que ticnen por ohjeto lograr la 
explotación de esas comunidalles. Pero no parece serlo cuando la vida 
comunitaria no afecta el fondo del sistema capitalista. La respuesta es, 
parece, que la dominación tiende a ser completa; que no debe dejarse nada 
del patrimonio cullural del puehlo dominado, tampoco su derecho. 

X. TEORfA. CIENCIA y POJ.ÍnCA 

Una pregunta distinta es ¡.cómo deherían comportarse los funcionarios 
del sistema hegeml)nico? n. mejor. ¿es posihle pensar que se comportaran 
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de otro modo, es decir, permitiendo la pervivencia del sistema jurídico 
hegemonizado y por lo tanto el pluralismo jurídico? Esto ya no es ciencia 
o filosofía. Es política. La sociología jurídica sólo puede aspirar a explicar 
porqué se comportan así, y, sobre todo, a constatar que la actuación del 
funcionario constituye la eficacia del sistema que lo inviste y al que obedece. 

Pero, por su parte, la Tan ¿tiene alguna responsabilidad en el compor­
tamiento de esos funcionarios? ¿Puede decirse que actúan así, siguiendo 
alguna teoría jurídica? Porque el funcionario actúa así porque piensa que 
debe hacerlo de esa manera y no de otra. Es difícil decir que detrás de la 
acción de los funcionarios hay una "teoría" del derecho. En todo caso no 
es la positivista y mucho menos la de Kelsen. Tampoco algunas de las 
diversas teorías que utilizan los sociólogos. 

Más bien habría que decir que los funcionarios expresan, en su acción, 
una visi6n del mundo que excluye la posibilidad de la coexistencia de 
normas pertenecientes a distintos sistemas jurídicos en el mismo territorio. 
El Estado, heredero de la idea de soberanía, no puede resistir la competencia 
de otros sistemas normativos. 

Sin embargo, puede observarse que esta concepción, si bien es muy 
conveniente para quienes detentan el poder, no responde a las evidencias 
empíricas de una sociedad moderna. Que esta última sea confundida con 
una que requiere ese Estado único es producto de una ideología cuidadosa­
mente cultivada desde hace al menos dos siglos. En realidad, en toda 
sociedad moderna coexisten numerosos sistemas jurídicos, con diverso 
grado de hegemonía de cada uno sobre los otros. Lo que sí puede detectarse 
es la hegemonía de uno de ellos sobre todos los demás. Pero precisamente 
su hegemonía se basa, en parte, en la acción de sus funcionarios, cuidado­
samente educados para reconocer como válido sólo ese sistema. Son esos 
funcionarios los que se erigen, a veces sin que nadie tenga verdadero interés 
en ello, en guardianes de la eficacia de las normas del sistema hegemónico. 

Ahora bien; ¿podrían comportarse de otro modo, aceptando la posibili­
dad de que en el mismo territorio existan más de un sistema jurídico? En el 
caso del derecho indígena, ¿podría el funcionario del sistema estatal hege­
mónico considerar que las normas del sistema indígena son válidas y por 
tanto aplicarlas o aceptar su aplicación? 

Pareciera, a primera vista, que la respuesta podría ser positiva: el funcio­
nario del sistema hegemónico podría considerar la validez de las normas 
del sistema jurídico indígena. Sin embargo, el funcionario destacado preci­
samente en ese territorio es uno de muy baja jerarquía y sabe perfectamente 
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que pende sobre él la amenaza de destitución en caso de que un funcionario 
superior piense distinto. Pareciera que esto puede solucionarse con una 
reforma constitucional que obligue a los funcionarios del Estado hegemó­
nico a considerar válidas las normas del Estado indígena. Sin embargo, a 
su vez, la eficacia de tal reforma requeriría del convencimiento de los 
miembros de la Suprema Corte de Justicia encargados de declarar la 
inconstitucionalidad de los actos de los funcionarios públicos. 

Como se ve, la cuestión es que la existencia del sistema jurídico hege­
mónico incluye su propia eficacia. Esto es, no existe sistema jurídico si no 
es eficaz, y su eficacia consiste en que se cumplan las normas que lo componen. 
La eficacia del sistema jurídico que reconoce otros sistemas, consistiría en 
que se reconozcan normas que no pertenecen al sistema de cuya eficacia 
hablamos. Esta aparente contradicción es la que está en el corazón del 
problema del pluralismo jurídico. 

Sin embargo, dcsdcel punto de vista de la TGD, no habría inconvenientes 
en pensar en la coexistencia de varios sistemas jurídicos con la condición 
de que los funcionarios del sistema hegemónico cambien su visión del 
mundo jurídico lo cual, pareciera, es una cuestión de educación. 

En camhio la sociología jurídica muestra que el sistema jurídico hege­
mónico, el Estado moderno, que es soberano, resiste malla competencia de 
otros sistemas aún cuando éstos sean mucho más débiles. Con mayor razón, 
esto sucede cuando los sistemas alternativos son subversivos. 

Esto dehería ser suficiente para mostrar que la moderna TGD no tiene 
dificultades para pensar y explicar la existencia de fenómenos de pluralismo 
jurídico, y que, al contrario, consigue explicar por qué es el Estado moderno 
el que tiene dificultades para aceptar la competencia de otros sistemas. 
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Jorge DANDLER 

SUMARIO: 1. El agoramiento del "integracionismo ". II. Camhios de 
concepci6n en el derecho internacional. III. Cambios en la normativi­
dad )' re/ación con los pueblos indígenas a nivel de los estados. IV. 
Cuáles son las principales demandas indígenas. V. El Convenio nú-

mero /69 de la OlT. 

En el escenario de fin de este siglo y milenio, las sociedades nacionales han 
entrado en una etapa de profundas e importantes transformaciones vincula­
das con las nuevas condiciones del orden internacional. Existen tendencias 
globales emergentes que afectan cada vez más y de manera directa la vida 
polftica, económica, cultural y social de los pueblos indígenas. El destino 
de los pueblos indígenas de América Latina no escapa a las circunstancias 
que enfrentan las sociedades nacionales ni a las respuestas que éstas den a 
sus necesidades de desarrollo, justicia y democracia. 

Cada vez más en América Latina existe el convencimiento que el 
afianzamiento de una democracia plena necesariamente transita por un 
camino conducente a reconocer plenamente los derechos de los pueblos 
indígenas y su diversidad cuHural. 

1. EL AC,oT AMIENTO DEL "INTEGRACIONISMO" 

Hay un conjunto de prohlemas en la normatividad y en la práctica 
jurídico-política, tanto a nivel internacional como a nivel de los Estados 
latinoamericanos, que histórica y contemporáneamente obstaculizan el 
reconocimiento de los derechos más fundamentales de los pueblos indígenas: 
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l. Las disposiciones constitucionales en toda América Latina garantizan 
formalmente la no discriminación por motivo de raza, nacionalidad, religión 
O sexo. Asimismo, se adscrihcn a garantizar el respeto absoluto de los derechos 
humanos individuales. Sin emhargo, los derechos humanos de los indígenas 
y sus comunidades, de hecho, son violados al no estar plenamente incorpo­
rados los principios básicos lle reconocimiento de la existencia y perdura­
bilidad de los puehlos indfgenas. 

2. La vulnerahilidad jurídica de los indfgenas como individuos y como 
puehlos está estrechamente relacionada a deficiencias en la gran mayoría 
de las legislaciones nacionales existentes. Diversos autores han sefialado 
que no es suficiente proclamar y proteger los derechos individuales de tipo 
universal. [.a negación de los derechos colectivos de 1(,..; pueblos indígenas 
ha generado, en muchas ocasiones y diversos contextos,la violación masiva 
de los derechos individuales fundamentales de los miembros de estos 
puehlos. 

3. La premisa que ha guiado históricamente la construcción del Estado­
Nación en América I.atina ha sido la "integración" de los pueblos indíge­
nas, tomada como una necesidad de que estos pueblos, en la medida que se 
hcneficiahan del desarrollo y de la modernidad, dejaban de ser indígenas. 
La visión dominante ha sido crear a largo plazo una sociedad nacional 
"integrada" y homogénea cultural mente, sin indígenas. 

4. Los programas de desarrollo, incluyendo los proyectos indigenistas, a 
pesar de los grandes esfuerzos por tener en cuenta las particularidades 
étnicas que se manifiestan en calla país, no han podido vencer los obstáculos 
jurfdicos y procedimientos estatales de "integración" que en la práctica 
tiemlen a dcscon!1Cer el carácter fundamental de los derechos de los pueblos 
indfgenas. 

5. La ideología henevolente y patcrnalista consagrada en muchas cons­
tituciones y legislaciones nacionales, en la práctica, se manifestó en un 
complicado sistema de tutelaje que negaba a los indfgenas un verdadero 
protagonismo como ciudadanos con derechos plenos. 

I.a inoperancia de esta orientación glohal ha sido cada vez más fuerte­
mente cuestionada durante las últimas dos décadas y, en los últimos años, 
se pucl1cn ohscrvar algunas importantes tendencias hacia un cambio en la 
nonnatividall y en la relación entre los Estados y los pueblos indígenas. 
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n. CAMIlIOS DE CONCEPCIÓN EN EL DERECHO INTERNACIONAL 

En la medida que han tomado cuerpo la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales en este campo, se 
ha resaltado cada vez más la importancia de los derechos humanos colecti­
vos, y dentro de este contexto, hay una evolución en la discusión y adopción 
de nuevos principios respecto a los derechos fundamentales de los puehlos 
indígenas. Se pueden citar tres ejemplos: 

l. A partir de 1982, por decisión del Consejo Económico y Social de las 
Naciones Unidas y de la Comisión de Derechos Humanos, comenzó a 
reunirse anualmente el Grupo de Trahajo sohre Poblaciones Indígenas de 
la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y de Protección a las 
Minorías. Este Grupo de Trahajo se ha constituido en un importante foro 
internacional donde asisten representantes de las organizaciones indígenas, 
de los gohicrnos, de los organismos especializados de las Naciones Unidas, de 
las organizaciones interguhernamentales y organizaciones no guhernamen­
tajes reconocidas como entidades consultivas, para examinar 10s aconteci­
mientos relativos a la promoción y protección de los derechos humanos y 
las Iihertalles fUOllamentales de las pohlaciones indígenas. Una de las tareas 
principales que actualmente clahora el Grupo de Trabajo es un horrador de 
Declaración Universal de los Dereehos de los Puehlos Indígenas, a ser 
considerado por la Asamhlea General de las Naciones Unidas. 

2. Dehido a un creciente consenso a nivel internacional sohre las limita­
ciones dcl Convenio número 107 (1957) Y la necesidad de elaborar un nuevo 
instrumento internacional que respondiera más adecuadamente a las nece­
sidades y llcmandas actuales de los pueblos indígenas y tri hales del mundo, 
la Organización Internacional del Trahajo procedió en 19S8 y 1989 a 
efettuar las consultas y discusiones, con miras a adoptar un nuevo Conve­
nio. El Convenio número I ó9 sohre Puehlos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes fue atloptado cn junio de 19S9. Hasta la fecha, este Conve­
nio fue rati!ica(lo por Noruega (1990), México (199(), Colomhia (\ 991), 
Bolivia (1991) Y Costa Rica (1992). El Congreso de la Repúhliea Argentina 
se adhiriú en 1992, promulgámlolo como ley nacional, pero aún no se ha 
realizado su registro de ratilkaci<'m ante la OIT. Además. se encuentra en 
los Congresos 1 ,cgislativos de Brasil, Chile, Ecuador y (rUUlcrnala, y otros 
Esta(los miemhros han expresado su interés en rati!icarlo. El Conveniocntró 
en vigor en septiemhre de 1991. A partir de esta fecha, el Convenio 107 
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seguirá vigente sólo para los Estados miembros que, habiéndolo ratificado, 
no ratifiquen el nuevo Convenio. 

3. En noviembre 1989, la Asamblea General de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA) encomendó a la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) y al Instituto Indigenista Interamericano (I1I) 
preparar un instrumento jurfdico interamericano relativo a los derechos de 
las poblaciones indígenas, para ser adoptado en 1992. Si bien aún no se 
cuenta con una definición clara respecto al tipo de instrumento interameri­
cano que se aprobaría (declaración, carta u resolución), es un hecho signi­
ficativo que los Estados miembros resolvieron, en principio, sobre la 
necesidad de desarrollar un instrumento especffico que reconozca más clara­
mente los derechos de los pueblos indígenas del Hemisferio Americano. 

III. CAMIlIOS EN LA NORMATIVlDAD y RELACIÓN CON LOS PUEBLOS 

INDfGENAS A NIVEL DE LOS ESTADOS 

En diversos países, durante los últimos años se evidencian iniciativas 
desde el F.~tado tendentes a replantear la relación entre éste y los pueblos 
indígenas. 

En cuanto a cambios constitucionales, resaltan, por ejemplo, las disposi­
ciones adoptadas en la Constitución de Nicaragua en 1986 y en el Estatuto 
de Autonomía de las Regiones de la Costa Atlántica. En el Brasil, se adoptó 
un capítulo especial en la nueva Constitución (1988), en el cual se lograron 
significativos avances. En este contexto, también resaltan las disposiciones 
en materia de derechos indígenas que contienen las nuevas Constituciones 
de Colombia (1991) y de Paraguay (1992). En las deliberaciones de la 
Asamblea Constituyente de Colombia, participaron tres delegados indíge­
nas (incluyendo la representación de la agrupación indígena Quintín Laime, 
que depuso sus armas). En el caso de la Asamblea Constituyente del 
Paraguay, es significativo que participaron cuatro representantes indígenas 
(con voz, sin voto), lo cual permitió que las organizaciones indígenas pudieran 
presentar directamente sus propuestas. Finalmente, vale la pena también 
destacar que el Congreso de México adoptó una enmienda al artículo 40. 
de la Constitución Federal, que reconoce el carácter pluriétnico de la 
sociedad mexicana y otros derechos de los pueblos indígenas. Habiéndose 
ratificado el Convenio número 169 en Colombia y México, el contenido de 
este Convenio fue un importante precedente que contribuyó a la adopción 
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de las disposiciones constitucionales en ambos países. Asimismo, el Con­
venio sirvió como un marco de referencia fundamental durante las delibe­
raciones de la Asamblea Constituyente del Paraguay. En el caso del Perú, 
el Congreso constituyente recientemente adoptó un artículo, que si bien es 
tenue, tiende a reconocer más explfcitamente los derechos culturales de las 
comunidades nativas y comunidades campesinas de ese pafs. Como está aún 
por terminarse el proceso de reformas constitucionales, es de esperar que 
se adopten con mayor precisión otras disposiciones complementarias. 

Asimismo, en varios países se están considerando un conjunto de leyes 
orgánicas nacionales en materia de derechos indígenas, como por ejemplo, 
en Bolivia, Chile, Honduras y Venezuela. Vale la pena destacar especial­
mente, en este contexto, las importantes iniciativas que ha tomado el 
gobierno de Chile, con el objetivo de reconocer la existencia y el carácter 
perdurable de los pueblos indígenas, como parte del amplio proceso de 
afirmación de la sociedad civil. Por otra parte, en Guatemala, en el contexto 
de las negociaciones de paz. entre el gobierno y la oposición armada, el tema 
indígena es parte de la agenda; sin duda, al recibir Rigoberta Menchú el 
Premio Nobel de la Paz (1992), ha cobrado aún mayor importancia la 
vigencia de los ·planteamientos indígenas para afianzar sus derechos, pese 
a que la Constitución de Guatemala (1985) contiene diversas disposiciones 
que no han sido efectivamente aplicadas. 

Hay algunos avances significativos que se pueden citar. Por ejemplo, a 
nivel de los Estados miembros del Tratado de Cooperación Amazónica, los 
Cancilleres, durante su IIJ Reunión (Quito, marzo 1989), constituyeron una 
Comisión Especial de Asuntos Indígenas de la Amazonía, reconociendo el 
derecho de las organizaciones indígenas amazónicas a participar conjunta­
mente con los gobiernos en la formulación y ejecución de programas de 
desarrollo. En su II Reunión, donde también asistieron delegados de orga­
nizaciones indígenas amazónicas (la Coordinadora de Organizaciones In­
dígenas de la Cuenca Amazónica y organizaciones nacionales), la Comisión 
aprobó un conjunto de proyectos, dando prioridad a programas de apoyo a 
los indígenas en el manejo, protección y consolidación de los procesos de 
reconocimiento de áreas a las comunidades indígenas. 

Es significativo también que, en materia de tierras y áreas, el gobierno 
de Colombia ha concedido durante los últimos cuatro años alrededor de 18 
millones de hectáreas a los pueblos indígenas en la región amazónica de ese 
país. Asimismo, el gobierno de }lolivia, como resultado de un proceso de 
negociaciones iniciadas en 1987 y de una importante movilización de indíge-
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nas del Reni, procedió a conferir en 1990 una dotación de alrededor de 2 
mi1\ones de hectáreas en varias áreas de bosques y llanos tropicales, como 
parte de un programa más amplio que ha iniciado en favor de los pueblos 
indígenas del Oriente. En el caso del Ecuador, también hay importantes 
avances en la demarcación de áreas de bosque tropical y subtropical, dentro 
de un proceso que se inició en la década de los ochenta, y que ha implicado 
negociaciones con las organizaciones indígenas regionales más que refor­
mas legislativas. La concesión de una área yanomami en Venezuela así 
como en Brasil tamhién son avances significativos. De acuerdo con la 
Constitución del Brasil, las áreas indígenas deberán ser demarcadas defini­
tivamente hasta fines de 1993; pese a las dificultades, es un compromiso 
constitucional que se espera que logre plasmarse para contribuir a resolver 
la gran vulnerahilidad que enfrentan los diversos pueblos indígenas de ese 
país. 

También vale la pena destacar la reciente creación del Fondo de Desa­
rrollo para los Pueblos Indígenas de América Latina y el Caribe (fondo 
Regional Indígena) durante la rr Cumbre Iberoamericana de presidentes y 
jefes de Estado (Madrid, julio, 1922). Los países miembros, con base en 
una propuesta presentada por el presidente de Bolivia, licenciado Jaime Paz 
Zamora, inicialmente en la 1 Cumbre Iberoamericana (Guadalajara, julio, 
1991), posteriormente aproharon el Convenio Constitutivo del Fondo, por 
medio del cual: (a) se crea un mecanismo regional autónomo y específico 
para el apoyo financiero y técnico a los pueblos indígenas de los Estados 
miembros y (b) se dispone la participación paritaria de delegados guberna­
mentales y de representantes de los pueblos indígenas de cada uno de los 
Estados miembros, en los máximos órganos decisorios del Fondo (asamblea 
y Comité Ejecutivo). En este contexto, el Convenio número 169, que figura 
en el Preámbulo del Convenio Constitutivo del Fondo, sirvió como un 
importante marco jurídico, especialmente en cuanto se adoptó el término 
"pueblos indígenas" y se logró plasmar el concepto de participación en la 
formulación, ejecución y seguimiento de proyectos y programas de desa­
rrollo que los afectan directamente. Con una Secretaría Técnica que funcio­
nará en La Paz, se espera que el Fondo Regional Indígena pueda contar con 
los recursos financieros necesarios para impulsar el apoyo financiero a las 
iniciativas de los pueblos indígenas. Asimismo, se espera que los países de 
América Latina ratifiquen el mencionado Convenio Constitutivo, habién­
dolo hecho hasta la fecha Bolivia, Perú y México. 
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Estos diversos procesos, tanto a nivel internacional como a nivel de los 
mismos Estados, se encuentran estrechamente relacionados al crecimiento 
y consolidación de organizaciones indígenas que han formulado diversas 
demandas y programas concretos con miras a construir un futuro diferente 
para sus propios puehlos y las sociedades nacionales en los cuales están 
insertos. La organización y movilización indígena ha ocurrido en un con­
texto general de afIanzamiento de la democracia y de la sociedad civil, 
donde quizá en la forma más clara y contundente, las organizaciones 
indígenas y sus líderes han formulado sus propias demandas de cambio 
cualitativo en la relación de éstos con el Estado. 

En los procesos ohservados, tanto a nivel nacional como internacional, 
se destaca la interacción de tres factores: (1) lo normativo, (2) la voluntad 
política y (3) el grado de organización de los pueblos indígenas. Estos 
factores se combinan de diversas maneras, en cada caso, dependiendo del 
peso relativo de cada uno de éstos y la dinámica concreta. Por ejemplo, 
puede ser que en una cierta situación exista un relativo avance en la 
legislación; sin embargo, que esto no manifIeste una voluntad política de 
negociación y respuesta a las demandas que exigen las organizaciones 
indígenas. En otro contexto, puede existir una carencia de disposiciones 
normativas, pero notarse una fIrme voluntad política de negociación frente 
a los reclamos de la organización o movilización indígena. En este caso, un 
gohierno toma la decisión de conceder tierras y áreas a diversos puehlos 
indígenas por la vía administrativa. 

En el conjunto de los países del continente, quizás el défIcit mayor en el 
actual momento está en desarrollar una adecuada normatividad que facilite 
la creación de espacios de negociación y avance efectivo para satisfacer 
los reclamos de los pueblos indígenas para compartir un desarrollo en 
democracia. 

IV. CUÁLES SON LAS PRINCIPALES DEMANDAS INDIGENAS 

A continuación, resaltamos algunas de las principales demandas que los 
indígenas y sus organizaciones plantean en los diversos foros internaciona­
les y nacionales de los últimos años: 

l. El derecho a ser reconocidos como pueblos permanentes y perdurables, 
con identi,lad propia y con derechos que se deri~an de su presencia histórica 
y contemporánea; 
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2. El derecho a determinar las prioridades de su propio desarrollo, 
incluyendo su plena participación en la formulación, administración y 
seguimiento de programas y proyectos de desarrollo. Asimismo, el derecho 
a contribuir con sus propios planteamientos en las polfticas de desarrollo a 
nivel nacional. 

3. El reconocimiento a la relación especial que tienen los pueblos 
indígenas con sus tierras y territorios para su existencia social, espiritual, 
cultural, económica y polftica, especialmente tomando en cuenta los aspec­
tos colectivos de esta relación. El derecho de propiedad y posesión de las 
tierras tradicionalmente ocupadas, así como el derecho al acceso, uso y 
administración de los recursos naturales en sus territorios. 

4. El derecho a desarrollar sus propios programas de consolidación 
cultural y aportar al enriquecimiento de la cultura nacional. 

5. El derecho a ejercer y consolidar sistemas de autogobierno y adminis­
tración local, así como el acceso efectivo a las diversas formas de repre­
sentación política a las cuales tienen acceso los otros ciudadanos del país. 

6. El reconocimiento de la existencia del derecho consuetudinario y, por 
consiguiente, de la incorporación de medidas efectivas de administración 
de la justicia que aseguren un pluralismo legal necesario PW"a garantizar los 
derechos humanos de los indígenas como individuos y colectividades. 

V. El. CONVENIO NÚMERO 169 DE LA Off 

Al adoptarse el Convenio número 169 en 1989, se concluyeron tres años 
de intensas discusiones y consultas a nivel nacional e internacional. Un 
considerable número de representantes de organizaciones de pueblos indí­
genas y tribales del mundo y de otras organizaciones no gubernamentales 
participaron en estas discusiones, además de los usuales participantes de la 
Organización Internacional del Trabajo que representan a los gobiernos y 
organizaciones nacionales de empleadores y de trabajadores. El nuevo 
Convenio fue adoptado por la plenaria de la Conferencia Internacional del 
Trabajo en 1989 por 328 votos en favor, 49 abstenciones y 1 en contra, lo 
cual refleja un alto grado de consenso alcanzado a nivel internacional. 

Los conceptos básicos del Convenio son respeto y participaci6n. Respe­
to a la cultura, la religión, la organización social y económica y la identidad 
propia. La premisa de la existencia perdurable de los pueblos indígenas y 
tribales (el Convenio número 107 asumía implfcitamente su "transitorie-

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994, Instituro de Investigaciones Jurídicas de la UNAM



HACIA UN ORDEN J1lRÍDlCO DE LA DIVERSIDAD 41 

dad"), y disposiciones que garanticen su existencia y mejoramiento en sus 
condiciones de vida. 

El Convenio dispone que la conciencia de su identidad indígena deberá 
ser considerada como criterio fundamental para determinar los grupos a! 
cual es aplicable este instrumento. Es decir, ningún Estado o grupo social 
tiene el derecho de negar la identidad que pueda afIrmar un pueblo indígena. 
La utilización del término "pueblos" en el nuevo Convenio responde a la 
idea de que no son "poblaciones" estadísticas sino pueblos con identidad 
y organización social propia. 

En cuanto a la participación se establece que los gobiernos deberán 
asumir, con la participación de los pueblos indígenas, la responsabilidad de 
desarrollar acciones para proteger los derechos de estos pueblos y garantizar 
el respeto a su integridad. Al aplicar el Convenio, los gobiernos deberán 
consultar a los pueblos interesados cada vez que prevean medidas suscep­
tibles de afectarles directamente y establecer los medios a través de los 
cuales puedan participar libremente en la adopción de decisiones. Asimis­
mo, se reitera que los pueblos indígenas deberán tener el derecho a decidir 
sus propias prioridades en lo que ataíle al proceso de desarrollo, en la medida 
en que éste afecta sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y 
a las tierras o territorios que ocupan o utilizan de alguna manera, y de 
controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social 
y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar efectivamente en la 
formulaci<ín, ejecución y evaluación de los planes y programas de desarrollo 
nacional y regional susceptihles de afectarles directamente. 

El Convenio refuerza las disposiciones que contenía el Convenio número 
107 en relación con la necesidad de que la legislación naciona! y los 
tribunales tomen debidamente en consideración las costumbres o el derecho 
consuetudinario de los pueblos indígenas. 

Sin duda, un aspecto especialmente importante del nuevo Convenio es 
el capítulo sobre tierras. Reconoce la relación especial que tienen los 
indígenas con las tierras y territorios que ocupan o utilizan de alguna otra 
manera y, en particular, los aspectos colectivos de esa relación. El concepto 
de territorio, que ya incluido en el Convenio número 107, se desarrolla con 
mayor precisión en el nuevo Convenio; es entendido como el habitat o el 
entorno y los recursos naturales, considerando que los indígenas tienen un 
especial interés en la conservación de los recursos naturales y del medio 
ambiente como condición básica para su sobrevivencia. 
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El Convenio incluye aspectos como la contratación y condiciones de 
empleo, formación profesional, promoción de artesanías e industrias rura­
les, seguridad social, salud y educación. Especialmente en el caso de 
programas de salud y de educación (en su lengua materna), se dispone que 
l0J pueblos indígenas deberán poder administrarlos, dotándose de facilida­
des especialmente para la formación técnica de los mismos miembros de 
estos pueblos, para asumir la administración de dichos programas. 

Hay un artículo (artículo 32) que es novedoso y crucial para los pueblos 
indígenas que se encuentran en áreas fronterizas, considerando que frecuen­
temente han enfrentado situaciones de conflictos fronterizos entre países 
que han contribuido a su vulnerabilidad y dispersión. Se dispone que los 
gobiernos deberán tomar medidas apropiadas, incluso por medio de acuer­
dos internacionales, para facilitar los contactos y la cooperación entre 
pueblos indígenas a través de las fronteras, incluidas las actividades en las 
esferas económica, social, cultural, espiritual y del medio ambiente. 

También prevé la necesidad de que los Estados, al ratificar el Convenio, 
se comprometen a asegurarse de que existan instituciones u otros mecanis­
mos apropiados para administrar los programas que afecten a los pueblos 
indígenas, y de que tales instituciones o mecanismos dispongan de los 
medios necesarios para el cabal desempefio de sus funciones. Esto también 
implica que se refuercen los mecanismos de participación, consulta, ejecu­
cióo y seguimiento por parte de los propios pueblos indígenas y sus 
organizaciones representativas. Asimismo, el Convenio dispone que los 
gobiernos deberán consultar a los pueblos indígenas, mediante procedi­
mientos apropiados y en particular a través de sus instituciones repre­
sentativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamente. 

El Convenio representa hoy el instrumento internacional más actualizado 
sobre los derechos de los pueblos indígenas y tribales. Como tal, se consti­
tuye en un horizonte común de una nueva normatividad mínima, universal­
mente reconocida, que incorpora muchas de las demandas de estos pueblos 
y convierte a éstas en derechos. Su amplia ratificación como tratado 
internacional implicaría un compromiso de los Estados de adecuar sus 
legislaciones internas y desarrollar otras acciones pertinentes de acuerdo a 
las disposiciones contenidas en este nuevo instrumento. 
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LOS PUEBLOS INDÍGENAS EN LA LÍNEA DE FUEGO 
DEL DESARROLLO 

Frans LIMPENS 

SUMARIO: l. ¿ Qué son los üulígefUlS? II. El aiIo de los pueblos indígefUlS. 
ITI. UfUI cosa de fUlJ¡¡. IV. Algunos ejemplos de África. v. y del Nuevo 
Mundo. VI. Cultura)' de.mrmllo. VII. La mndre tierra. VIII. Condiciones. 

El mundo se vuelve más y más aburrido. Según un estudio 
del Massachusetts lnstitute 01 Technology (MIT) en la 
próxima generación desaparecerá la mitad de Los 6,000 
idiomas que actualmente se hablan en el planeta. 3,000 
lenguas están marcadas para morir, porque ya ningún 
niño las habla. Nada más en Papúa Nueva Guinea. se 
hablan 800 diferentes idiomas, en Indonesia aproximada­
mente 240, en toda África más de 800. Según el MIl: 
solamente 300 lengUllS de este tesoro lingüístico tendrán 
un cierto futuro. Eso es un desastre para la humanidad. 
Porque con cada idioma que desaparece, se diluye una 
cultura local)' perdemos un mundo. Nociones filosóficas 
v religiosas irremplazables y generaciones de conoci­
~ien'o sobre la vida en la tierra se pierden. 1 

I. ¿QUÉ SON LOS INDÍGENAS? 

Un pueblo imlígena ¡,qué es" Muy en general se puede decir que los indígenas 
son descendientes de los habitantes originarios de un país: "los pueblos 
indios somos descendientes de los primeros pobladores de este continente 

1 Fahig. lIeike y Verheyen. Luc .• "'nheemsen. In de vuurlijn van de ontwikkeling", De Wereld 
Morgen. Maalldhlad voor Inlemati(l/lale Ver.Hondhouding en Olltwikkelillgssamenwerking. Bruselas, 
1993 (29). núm. 5. p. 4. 
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"(Consejo Indio de Sudamérica).' Pero sobre el término, que viene de los 
indígenas mismos, hay mucha discusión. Sobre todo los gobiernos de países 
con grupos indígenas lienen problemas con ése. En el caso de los "Indios 
americanos" y los ahorígenes australianos es muy claro quiénes son los 
habitantes originarios. Pero en África, adonde la historia precolonial estaba 
marcada por migraciones masivas, y donde las fronteras étnicas y naciona­
les en nada coinciden, muchas veces es más difícil definir cuál es la 
población originaria. Tamhién en el caso de los pueblos nómadas es 
complicado. 

Amnistía Internacional toma en cuenta la definición adoptada por la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) en su Convenio Relativo a 
las Poblaciones Indígenas y Tribales de 1989. Muchos especialistas en el 
campo parecen acudir cada vez más a esa definición, mientras que otros, 
como el Grupo de Trahajo sohre Poblaciones Indígenas de la ONU, desa­
rrollan sus propias definiciones. 

El Convenio de la OIT se aplica a dos categorías de pueblos: 

a los puehlos tribales ( ... ), cuyas condiciones sociales, culturales y económicas 
les distingan de otros sectores de la colectividad nacional, y que estén regidos 
total o parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones o por una legisla­
ción especial, y a los puehlos ( ... ) indígenas por el hecho de descender de 
poblaciones que hahitaban en el país o en una región geográfica a la que 
penenece el pars en la época de la conquista O la colonización o del estableci­
miento de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera que sea su situación 
jurídica, conservan todas sus propias instituciones sociales, económicas, cultu­
rales y polfticas, o pane de ellas.' 

La definición de trahajo que manejan las Naciones Unidas además dice: 

Comunidades, pueblos y naciones indígenas son aquéllos que (. .. ), se consideran 
a sr mismos diferentes de otros sectores de la población (. .. ). Por el momento 
ellos no son pane de los sectores dominantes de la sociedad y están decididos 
firmemente a mantener sus territorios ancestrales y su identidad étnica (. .. ). 

2 Ruiz Ca~lnñcdo. Maria Luisa. Formación de defensores populares en comunidades ind(genas. 
Algunas nperiellda.f si8/1ificarivas mpx;cana.f, México, AMNU-CEE, 1990, p. l. 

3 Amnistía Internacional, Lo.{ put'blo.t indlgenas de Amlrica siguen sufriendo. Londres. 1992. p. 4. 
(Indice Al: AMR OIlOI/921s). 
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Cada vez más se reconoce que el elemento más importante en esa 
descripción es la autoidentificación: un pueblo es indígena cuando sus 
miemhros se consideran "diferentes de los demás". No en balde, muchos 
pueblos indígenas se autodenominan en su idioma como "la gente" (los 
banfúes, p. e.), "primeros habitantes" (los adivasi) o algo parecido. 

Para los europeos, los indígenas son los "indios de América". Los más 
de mil puchlos "indios" de norte y sudamérica representan nada más una 
cuarta parte de la población indígena del mundo. Los pueblos indígenas se 
encuentran en los cinco continentes y en más de 70 países. Así, los adivasi 
en la india, los papúas, los dayak, los penan y los aetas en Asia suroriental, 
las centenas de puehlos nómadas y de montañas en China, los pigmeos 
batawa y twa en Ruanda y los habitantes de las Islas del Pacífico. 

Aunque la prohlemática de los pueblos indígenas tiene una relación 
estrecha con la expansión colonial, es un fenómeno que no se lintita a los 
países en vías de desarrollo. En Canadá, Alaska y Groenlandia viven 
100,000 inuit, en Australia 250,000 aborígenes. También los santi escandi­
navos (los lapones), los nivkhs de la península Sakhalin en Siberia, los Ainu 
de las islas Curiles y los nents de Nueva Zembla (ex URSS) se consideran 
puehlos indígenas, Los aborígenes de Australia son un ejemplo típico de la 
situación miserahle de los pueblos indígenas también en países ricos. El 
50% de los aborígenes no tiene trabajo, el 90% vive en la pobreza. La 
esperanza de vida promedio de los aborígenes es de 50 años y de los demás 
australianos 70.' El porcentaje de aborígenes que muere bajo custodia es 
elevado. Amnistía Internacional ha pedido al gobierno que investigue a 
fondo estas muertes y que procese a los funcionarios implicados en ellas.' 

n. EL AÑO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

El 90% de la diversidad cultural en el mundo se debe a los pueblos 
indígenas. Más o menos 250 millones de personas, el 4% de la población 
mundial, pertenecen a uno de los grupos indígenas sobrevivientes. 

La cuestión indígena es tan vieja como la historia de los estados-naciones 
modernos, pero apenas en los años sesenta apareció el prohlema por primera 
vez en la agenda de la Comisión de Derechos Humanos de la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU). En 1972, al académico mexicano José 

4 Fahig. IIcike y Verhcyen. Luc .. op. cir .. supra nota l. p. 5. 

5 Arnniqía Internacional. op. cil .. nota 3, p. 10. 
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Martfnez Coho se le encarga un estudio sobre las poblaciones indfgenas, 
publicado finalmente en 19R3, en veinticuatro volúmenes. En 1977 se 
organiza una junta de puehlos indfgenas en la sede de la ONU en Ginebra, 
ofreciéndoles asf una primera oportunidad de presentar quejas en un foro 
internacional. Ese foro es dominado por los pueblos indfgenas de Nortea­
mérica, exponiendo violaciones a tratados y contaminación de reservas. En 
1981 se propone la creación del Grupo de Trabajo sohre Poblaciones 
Indfgenas, órgano dependiente de la Comisión de Derechos Humanos de la 
ONU, que empezara a funcionar en 19R2. Bajo la presidencia del reconocido 
especialista de derechos humanos, Ashjorn Eide (1982-1984), el Grupo de 
Trahajo cumple con una tarea única en la representación de los problemas 
indfgenas. En 1985 se presentan los primeros borradores de una futura 
Declaración de los Derechos de los Indfgenas.' 

El resultado más concreto del cahildeo indfgena es el Año Internacional 
de los Puehlos Indfgenas que empezó el 11 de diciemhre de 1992. La 
intención era proclamar el año 1992 como año de los indfgenas. El Grupo 
de Trabajo para las Pohlaciones Indfg~nas hahía insistido mucho en este 
punto. Lo menos que la comunidad mundial podrfa hacer en el 500" 
aniversario de la llegada de los europeos a América, según el Grupo de 
Trahajo, era dirigir un mea culpa simbólico a los pueblos indfgenas. Los 
vencedores de la historia, con España a la cabeza, se opusieron y la 
propuesta ni lleg6 hasta la Asamhlea General. La segunda propuesta diplo­
mática del (¡rupo de Trahajo, 1993, encontró menos oposición. Sólo unos 
pafses pequeños del Carihe se ahstuvieron en la votación, asf que el Año de 
los Indfgenas es el primer año internacional de la ONU que no ha sido 
aprohado con unanimidad.' 

Cuando la ONU dedica un año a alguien, normalmente quiere decir que 
ese alguien está en prohlemas. Asf es en este caso. No ohstante su enorme 
diversidad, los puehlos i",lfgenas luchan en todo el mundo con problemas 
muy similares. Siempre son el escal6n socioeconómico más hajo de la 
pohlación. Mientras el ingreso promedio en Tailandia son 550 dólares al 
año -que ya es hastante hajo-los 500,000 karen, akha y otros pueblos de 
las montañas tienen que sohrevivir con una cantidad de entre 130 y 450 
d61ares al año. Ese retraso económico les hace más vulnerahles. Como 

6 Human Right" Inl"me!. For !1It' f(nml. II1lJigenou.\ l'eopff'.\ tll1d Slavery ill r/lP lJ"iu'd NuTiolls. A 
Special Rt'porl o(Twf) WorkilfR (;rollp~ offh/' lIuma/1 Ri¡;hfS Suh-Commi.uioll. Otawa. August 1991, 
1991. p. 7. 

7 Fahig. Ikikl' y Verheyen. I.uc .. (lp. cir ... \Upra nota 1. p. 4. 
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consecuencia de la colonización y la dominación de culturas más expansi­
vas, su herencia cultural se desmorona. Pierden su religión, sus valores, sus 
tradiciones económicas, sus estructuras de parentesco, su idioma y sus tierras, 
pero sohre todo tamhién su sentido de identidad y su orgullo. 

Muchos puehlos indígenas viven aislados en desiertos, selvas tropicales 
o territorios polares. No necesariamente porque así lo quieren, sino porque 
han sido expulsados a esos territorios inaccesihles. Afuera de sus comuni­
dades chocan con un muro de prejuicios y discriminación. En Ranchi, en el 
estado Rihar en el centro de la India, se hizo un museo para los adivasi. El 
encargado del musco cuenta a los visitantes que los adivasi eran unos 
salvajes que antes pohlahan los hosques de la región, pero ahora se han 
extinguido. Mientras, los "verdaderos" adivasi en toda la India se enfrentan 
a vejaciones arhi trarias. Aún cuando los indígenas son mayoría en la 
(Xlhlación -lo que es el caso en Grocnlandia, Guatemala, Bolivia y la mayoría 
de los países del Pacífico, políticamente apenas se les toma en cuenta. 
Cuando tienen una representación nacional, normalmente se hace a la 
manera occidental negando los mecanismos políticos tradicionales.' 

En 1991, el gohiemo hrasileno acunó el lema Indio é Terra. Era una 
forma de reconocer la importancia que poseen los derechos sobre la tierra 
para la supervivencia social, económica, cultural y política de los pueblos 
indígenas de Brasil. La Constitución de 1988 garantiza los derechos de 
los indígenas a los territorios que han ocupado tradicionalmente. Pero, en 
la práctica, estos derechos no han sido respetados por quienes reclaman unas 
tierras codiciadas por su riqueza en recursos y secuestran y matan a los 
indígenas que las habitan con el fin de obligarlos a abandonarlas. Los indígenas 
que tratan de hacer valer sus derechos constitucionales corren el grave 
peligro de convertirse en víctimas de ahusos. El panorama siempre es el 
mismo, con intlepentlcncia de que el ohjetivo sea conseguir la tierra para 
intereses privados, proyectos de desarrollo económico nacional e interna­
cional o intereses militares en aras de la seguridad nacional: los indígenas 
que ocupan tierras ohjeto de disputa han sido víctimas de matanzas, homi­
cidi<lS sclcctiv{}s, palilus, amenazas y hostigamientos, crímenes cometidos 
muchas veccs con la connivencia () el beneplácito oficial.' 

~ ¡dem. p. s. 
e¡ AJllni~tí<l Inlcm¡¡ci'l!1a1. N",\orr(l~ 111//1(/,\ fa tinTll. '"" lucha dI.' 10.\ put'h/o,\ illdígf'llll,\ de Brwif. 

I.(ll1drc~. !()()~. p. 7 (Índice Al: AMR 19/12/92/Q. 
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111. UNA COSA DE NADA 

Los gobiernos, en sus estrategias de desarrollo, muchas veces no toman 
en cuenta a las minorías indígenas. Algunos gobiernos niegan francamente 
la existencia de indígenas en su territorio. En Bangladesh no viven minorías 
indígenas, declaró el embajador en las Naciones Unidas de este país 
asiático, durante la décima sesión del Grupo de Trabajo para los Pueblos 
Indígenas de la ONU en Ginebra el año pasado. "Divisiones raciales con 
base en geografia o diferencias en dialecto o religión no son válidas desde 
el punto de vista biológico. Además todos los habitantes de Bangladesh son 
pobres. Entonces económicamente tampoco hay diferencias. " Esta inter­
vención del embajador siguió poco después de una denuncia dolorosa sobre 
la actuación de las tropas bengalíes contra los pueblos jurnma en el oriente 
de Bangladesh. Desde 1980 hubo más de 100,000 víctimas y decenas de miles 
se refugiaron del ejército gubernamental. 

Para los que elaboran los planes en la mayoría de los países del tercer 
mundo, las culturas indígenas muchas veces no son más que un freno al 
desarrollo. A los indígenas no se les toma en cuenta. Expulsados por los 
grandes complejos industriales y las compañías mineras, los indígenas tienen 
que buscar refugio siempre más lejos. Según la mayoría de las autoridades, 
los grupos indígenas utilizan su tie:Ta y sus recursos naturales de una maneta 
muy poco eficiente. La ganadería, la caza y la recolección de productos del 
bosque desaprovechan muchas riquezas del país. Desde su punto de vista, 
estos sistemas económicos tienen que cambiarse lo más rápido posible. Así, 
niegan que es exactamente esta explotación limitada de la tierra la única 
manera para aprovechar de modo duradero los territorios más vulnerables. 

En la India viven alrededor de 70 millones de adivasi. En sánscrito, 
adivasi quiere decir "los primeros habitantes". La llanura rural de Chota­
nagfur en el estado hindú de Bihar está habitada tradicionalmente por 
adivasi. El subsuelo es rico en fierro, carbón, cobre y bauxita, minerales que 
son de importancia vital para la India en rápido proceso de industrialización. 
En las décadas pasadas se instalaron proyectos industriales de gran escala 
en la región. Ranchi, antes un pueb:ito adivasi tranquilo, creció hasta 
convertirse en un polo industrial de los colonizadores hindúes. Los habitan­
tes originarios fueron expulsados de sus tierras y emigraron a las montañas 
alrededor de la ciudad o se dejaron absorber por las ciudades hindúes con 
millones de habitantes. Los que se quedaron en la región casi no se ven 
beneficiados por el desarrollo industrial acelerado. Las ganancias salen de 
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la región, a las familias de los migrantes, a las autoridades centrales y a los 
holsillos de los empresarios extranjeros. Casi nada se invierte en el desarro­
llo del campo para la región. 

No es cierto que el gohierno hindú no haga nada por los adivasi. Leyes 
especiales garantizan la propiedad de las tierras comunales. Pero, por la 
corrupción y la ignorancia, esta ley muchas veces es letra muerta. Un cierto 
número de puestos en el gohierno y lugares en la educación son reservados 
para indígenas, y por vía de programas especiales, se trata de elevar su nivel 
escolar, pero el analfahetismo entre los adivasi es mucho más alto que en 
el resto de la pohlación. "Hasta que no tengamos participación en estos 
programas del gohierno no van a camhiar mucho. ¿Qué hacemos con 
esos programas de desarrollo que no hemos pedido?" se pregunta Ram 
Dayal Munda, presidente del Consejo Hindú de Puehlos Indígena~ y Trihales. 

Es ahí donde está el prohlema. Igual que en la India, en muchos otros 
paises las minorías indígenas son una cosa de nada. Si aparecen en las 
estrategias nacionales de desarrollo, seguro que no lo hacen como diseña­
dores de éstas. En muchos casos los pueblos indígenas, junto con los 
ecosistemas frágiles donde viven, son los primeros sacrificados en nombre 
del progreso económico, Desde la expansión colonial de Europa, los pue­
hlos indígenas en todo el mundo viven en la línea de fuego del desarrollo. 
Los territorios inaccesihles donde viven se ven como una reserva territorial 
de donde se puede sustraer ilimitadamente. 

Un ejemplo famoso es el megaproyecto del Valle de Narmada en los 
estados hindúes de Guiarat, Maharastra y Madhya Pradesh. Se prevé la 
construcción de 30 diques grandes y más de 3,000 pequeños en el río 
Narmada y sus anuentes. I ,os 2,700 megavatios que generarán anualmente 
serán destinados a las ciudades y los complejos industriales de Madhya 
Pradesh y Bihar. Tamhién los diques deherían servir para regar entre 4 y 5 
millones de hectáreas de tierras para la agricultura. Una de las presas, la del 
dique Sardar Sarovar, va a hacer desaparecer hajo el agua a 237 pueblos 
con unos 100,000 hahitantes en total, hásicamente tribales. Sólo quien tiene 
escrituras legales tiene derecho a una indemnización. La mayoría de los 
adivasi no tiene identificación y menos escrituras. Además, la mayoría de 
las comunidades adivasi no conocen la propiedad privada. Las tierras son 
comunitarias. Para ellos es simplemente impensahle salir de las tierras 
donde han vivido durante centenas de años. Además esas deportaciones 
provocan un gran descontrol social y cultural. Para los adivasi va a s~r 
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sumamente difícil reencontrarse con su forma de vida tradicional en los 
pueblos de reinstalación. 10 

IV. ALGUNOS EJEMPLOS DE ÁFRICA 

Los proyectos de desarrollo no siempre deben ser a gran escala para 
causar un desastre en el ambiente natural de las culturas indígenas. Los 
masai, uno de los pocos pueblos indígenas que llegó hasta las salas de cine, 
tienen experiencia en esto: este pueblo nómada hasta hace muy poco tiempo 
eran amos y señores en el territorio fronterizo entre Kenia y Tanzania. 
Vagaron con su ganado construyendo por aquí y por allá bomas (pueblos 
empalizados con unas 50 chozas). En 1959, cuatro años antes de la inde­
pendencia de Kenia, las autoridades coloniales entendieron que los guerre­
ros de los masai con su atuendo exótico eran un gran éxito turístico, sobre 
todo si se podía ver en el fondo de una postal el volcán Kilimanjaro echando 
humo. El cráter Ngorongoro se convirtió en un lugar turístico famoso. Los 
masai que vivían desde hace mucho tiempo en este cráter tuvieron que 
dejarlo. El territorio se convirtió en un parque zoologico natural y debería 
de verse lo más "virgen" posible. En los últimos 20 años hay un ir y venir 
de autobuses de safari y cambiaron los bomas por casas para acampar. Sólo 
cuando la población de rinocerontes empezó a decrecer drásticamente, se 
entendió que los masai jugaban un rol insustituible como protectores de la 
naturaleza. "Cuando nosotros todavía vivíamos en el parque ningún caza­
dor clatuJestino se atrevía a entrar al cráter Ngorongoro", se acuerda un 
anciano masai. Mientras los masai sobreviven gracias al turismo. Para los 
turistas, los masai son una atracción fotográfica y los masai ven a los turistas 
como monederos con pies. l1 

V. y DEL NUEVO MUNDO 

"Mientras fluya el agua, a la hierba crezca sobre la tierra, o el sol se 
levante para mostramos el camino, ( .. .) os protegerá este gobierno y nunca 
se os volverá a expulsarde vuestros actuales asentamientos". Así describió 
en 1854 el senador Sam Houston de Texas lo que sería la naturaleza 

10 Fahig. Jlcike y Vcrheyen. Luc .. np. cil., supra nota 1. p. 5-6. 

11 !d"n!. p. f.-7. 
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pennanente de las reservas creadas para los indígenas de los Estados 
Unidos. Pero la realidad en el nuevo continente ha sido muy diferente. 
Frecuentemente, las disputas sobre la propiedad de la tierra y los recursos 
han traído consigo graves violaciones de los derechos humanos de los 
indígenas. Las disputas pueden producirse cuando intereses estatales o 
comerciales pretenden explotar los territorios tradicionalmente indígenas 
para proyectos mineros, madereros, hidroeléctricos o turísticos. I

' 

El listado de ejemplos es sin fin, algunos más trágicos que otros. El 
exgobernador del estado brasileño Roraima interpretó de manera impactan­
te la filosofía que está detrás de este tipo de proyectos oficiales en todo el 
mundo. Miles de "indios" waimiri y atroari tuvieron que ceder durante su 
gobierno para la construcción de una presa, unas minas y caminos de acceso 
necesarios. ''Yo opino que un territorio con una riqueza como la de Roraima 
no se puede permitir el lujo de conservar media docena de tribus indias que 
impiden el desarrollo. ", así dijo el hombre en el poder. Con eso resumió el 
núcleo del pensamiento tradicional sobre desarrollo. En el pasado, uno 
pensaba que el desarrollo económico de los territorios retrasados del trópico 
era cuestión de exportar conocimientos y tecnología occidentales. Ese 
esquema estaba muy relacionado con la" fe en el crecimiento ilimitado de 
los mismos países desarrollados. Tiempo, dinero y conocimientos era lo 
único que necesitaban las excolonias para compartir a la larga la riqueza del 
primer mundo. En un esquema así las culturas locales estorban. Sus compli­
cados patrones socieconómicos y la diversidad étnica y lingüística que 
provocan, bloquean un desarrollo nacional homogéneo." 

VI. O n.TURA y DESARROLLO 

También las organizaciones no gubernamentales (ONOs) pecan a veces 
en el mismo sentido en sus proyectos. Las intervenciones de las ONOs 
pueden causar catástrofes igual que los megaproyectos de los gobiernos tan 
criticados. Ejemplo de esto encontramos en el susodicho "capitalismo 
verde", con la idea de que la selva tropical y sus habitantes se puedan salvar 
vfa la comercialización de los productos de la selva. Vía la producción para 
el mercado. l.as comunidades indígenas pueden adquirir ingresos estables 
y tienen un argumento "capitalista" para justificar la protección de su medio 

12 Amnistía Internacional. op. cit .. supra nota 9, p. 29 (lndice Al: AMR 01l08l92/s). 

13 Fabig, lleike y Verheyen.f.lle. np. cit., supra nota 1, p. 7. 
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amhiente. Con los indios ashaninca y aguaruna del Amazonas peruano un 
proyecto parecido trajo un éxito financiero, pero la monetarización de la 
economía tradicional de sohrevivencia llevó terribles tensiones sociales y 
conflictos entre las comunidades. 

En otras palahras, las huenas intenciones no son ninguna garantía para 
el éxito. Ideas nuevas y en sí huenas pueden ser contradictorias a principios 
indígenas igual de noNes pero mucho más vulnerables. I.a consecuencia es 
que las comunidades indígenas se dividen entre aquéllas personas que 
abrazan las nuevas ideas y las que están casadas con lo tradicional. Muchas 
veces tamhién se socavan la autoridad de los ancianos y las relaciones 
tradicionales homhre-mujer. Cuando hahfan perdido el poco ganado que 
tenfan por culpa de cazadores ilegales, los karamoja de Uganda empezaron 
una nueva vida de campesinos independientes con apoyo de una ONG. En 
la economía tradicional de los karamoja había una separación estricta entre 
las tareas de los homhres y las de las mujeres. Mientras los hombres 
cuidahan el ganado, las mujeres se encargaban de los pocos cultivos que 
tenfan. Cuando los karamo.ja se dedicaro.n totalmente a la agricultura, los 
homhres perdieron su funci6n social. Vagaro.n un poco en los pastizales 
donde antes tenían su ganUllo mientras las mujeres y las hijas estaban 
sohrecargadas con trahajo que según su visi6n no podían hacer los hombres. 

El descuido de las costumhres locales, dogmas y tabúes hace fallar más 
de un proyecto hien intencionado.. Hay decenas de ejemplos de estos citados 
en el lihro PI/eh/os il/dí¡!,fl/as, I/Ila ¡!,uía de campo para el desarrollo 
(OXFAM, Reino Unido, 19XX). Los efectos secundarios muchas veces son 
peores que el mismo prohlema, las cosas salen al revés o el proyecto 
simplemente nunca despega. Muchas ONGs tienen miedo al desafío de 
colahorar con organizaciones indígenas. Lo.s pueblos indígenas muchas 
veces tienen prohlcmas con las condiciones y cuestiones de tipo adminis­
trativo que marca el mundo occidental. Por eso, no pocas veces las organi­
zaciones de desarrollo prefieren colaborar con "intermediarios" más 
occidentalizados u oficinas técnicas. La organización hindú A W ARE, por 
ejemplo, casi no tiene indígenas en su estructura de toma de decisiones y 
de esta manera peca de paternalismo bien intencionado. 

Además, para los indígenas, "desarrollo" no equivale totalmente a 
camhio o progreso econ6mico. I.as organizaciones indígenas muchas veces 
recurren a las ONOs occidentales para el financiamiento de proyectos 
culturales y jurídicos o. hien para apo.yo. en el fo.rtalecimiento de sus 
organizaciones. Proyectos de ese estilo no encajan en la filosofía -nnrmal-
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mente económica- de la mayoría de las ONGs. No obstante, los pueblos 
indígenas necesitan fortalecer el respeto a su cultura, sus propias organiza­
ciones y las campañas que hacen." 

VII. LA MADRE TIERRA 

El fracaso de proyectos de desarrollo muchas veces se debe a que no se 
toma bastante en cuenta la visión indígena del mundo y del desarrollo. 
"Para un ahorigetl de Australia es impensable que el mundo creado sea 
impeifecto desde cualquier pUIIIO de vista. Su vida religiosa tiene un sólo 
ohjetivo: malllener la tierra como era y como debe de ser. " Así describe 
Bruce Chatwin en The SOIlglil/es la relación especial que tienen los aborí­
genes australianos con la tierra. I.os expertos en proyectos y los indígenas 
no entienden mutuamente su visión y su idioma. Esto tiene que ver con la 
manera, muy extraña para los occidentales, de cómo ven el mundo muchas 
culturas indígenas. O viceversa: con la muy extraña manera con que ven el 
mundo los occidentales a los indígenas. Los occidentales aprendieron que 
la naturaleza es un enemigo al que hay que dominar. Para la mayoría de los 
pueblos indígenas, que para sohrevivir dependen del medio ambiente que 
los rodea, no se puede vcr al hombre separado de la naturaleza. Para los 
rapanui, los habitantes originarios de la Isla de Pascua, el hombre sin la 
tierra, las plantas, el viento y el aire no existe. "Cual/do la gellle de las 
culturas occidentales dicell que lino puede vender la tierra, nosotros no lo 
entelldemos", explica un rapanui. El homhre pertenece a la tierra, no al 
revés. En muchas comunidades indígenas agricultoras, la tierra es herencia 
de los antepasados. El homhre, cuando mucho, puede exigir el usufructo 
temporal, nunca la propiedad. I.a tierra indígena muchas veces es propiedad 
comunitaria. 

Carlos Marx dijo que los indios eran comunistas primitivos. El trueque 
y mecanismos internos de distrihución en muchas culturas indígenas toman 
efectivamente el lugar del comercio monetario y acumulación privada. 
Muchas veces se maneja un sistema de pobreza compartida. Según esta 
filosofía el grupo sólo puede progresar como totalidad, el enriquecimiento 
individual es inaceptable. En unos pueblos mayas, el campesino que obtuvo 
una buena cosecha se elegirá el año después como mayordomo, lo que 

14 /dem, p. 7-H. 
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desarrollo y tener un efecto positivo en su relación con el mundo que los 
rodea. "La resistencia de los pueblos indígenas contra el susodicho desa­
rrollo, muchas veces se ve como un sentimentalismo y melancolía de los 
buenos días de antes", dice Pablo Santos, secretario de la Federación 
Nacional de los Pueblos Indígenas de las Filipinas. "Pero nosotros ni somos 
sentimentales ni en contra del desarrollo. Si una parte de la población quiere 
desarrollo, esos somos nosotros. Pero lo que no queremos es que nos 
impongan todos sus proyectos. ,,16 

Diseñar un desarrollo óptimo para los pueblos indígenas del mundo 
escapa completamente a las competencias de Anmislfa Internacional. En 
última instancia, se trata de que sólo los indígenas saben qué tipo de 
desarrollo es bueno para ellos. 

16 Idl'm, p. 9. 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM



CONFLICTO, ETNICIDAD y DERECHOS HUMANOS 
DE LOS PUEBLOS INDIOS 

José Emilio Rolando ORDÓÑEZ CIFIJENTES 

SUMARIO, 1. Los pueblos indios. II. Etnicidad y derechos humanos. 
111. Etnocentrismo )' derechos humanos. 

El mundo colonizado es un mundo cortado en dos 
Frantz Fanon (Los conae1UUlos de la tierra) 

l. Los PUEBLOS INDIOS 

1. Úl población india continental 

La población indígena en América puede ser estimada en más de 400 grupos 
o comunidades y cerca de 42 millones de personas.' 

Roberto Jordán Pando elaboró dos importantes cuadros poblacionales 
que por su interés transcribimos' 

De conformidad con dichos cuadros, Diego Iturralde, desde el punto de 
vista de la importancia relativa de la población indígena, señala que pueden 
reconocerse tres tipos de escenarios básicos: 

al Donde la población iguala o supera en número a la no indígena, tales 
son los casos del callejón interandino (territorios nacionales de Bolivia, 

1 Stavenhagen. Rodolfo, Derecho ind(gena y derechos humanos en América Latina. InstituiD 
Interamericano de Derechos Humanos y Colegio de México, 1988, p. 341. 

2 Jordán Pando, Roberto, Poblaciolles illd{genas de Amüica lAtina y el Carihe. Mé"ico, FAO e 
Instituto Indigenista Interamericano. 1991. 
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Cuadro l. Pohlación indígena en América 
(en millones de habitantes) 

Población Población 
Países nacional indígena % 

l. Bolivia 6.9 4.9 7 LOO 

Más del 40% 2. GuatemaJa 8.0 5.3 66.00 

3. Perú 20.0 9.3 47.00 

4. Ecuador 9.5 4.1 43.00 

44.4 23.6 53.00 

5. Belice 0.15 0.029 19.00 

6. Honduras 4.8 0.7 15.00 

7. México 85.0 12.0 14.00 

Del 5% 8. Chile 12.0 1.0 8.00 

al 20% 9. El Salvador 5.5 0.4 7.00 

10. Guayana 0.8 0.045 6.00 

11. Panamá 2.2 0.140 6.00 

12. Surinam 0.5 0.030 6.00 
13. Nicaragua 3.5 0.160 5.00 

114.45 14.504 13.00 

14. Guayana 
Francesa 0.1 0.004 4.00 

15. Paraguay 3.5 0.100 3.00 

16. Colombia 30.0 0.6 2.00 

17. Venezuela 18.0 0.4 2.00 

18. Jamaica 2.4 0.048 2.00 

19. Puerto Rico 3.6 0.072 2.00 

del 1% 20. Trinidad y 
al 4% Tobago 0.010 0.0002 2.00 

21. Dominica 0.082 0.002 2.00 

22. Costa Rica 2.7 0.035 LOO 

23. Guadalupe 0.36 0.004 LOO 

24. Barbados 0.28 0.003 1.00 

25. Dahamas 0.25 0.003 1.00 

26. Martinica 0 .• 0 0.001 1.00 

27. Antigua y 0.075 0.001 1.00 
Barhados 

28. Argentina 30.0 0.350 1.00 

91.457 1.6232 2.00 
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Del 0.01% 

al 0.9% 

TOTAL 
GENERAL 

Países 

29. Brasil 

30. Uruguay 

31. Canadá 

32. Estados 
Unidos 

Población 
nacional 

140.0 

2.5 

142.5 

25.0 

245.0 

270.0 

662.807.000 

Población 
indígena 

0.3 

0.0004 

0.3004 

0.350 

1.6 

1.950 

41.977.600 

Cuadro 2. Población indígena por regiones 
en América Latina y El Caribe 

Regiones 

1. Mesoamérica (México, 
Ccnlroamérica y Panamá) 

2. Andina (incluye norte de 
Chile y excluye ]a Amazonia 
de Bolivia, Colomhia, 
Ecuador. Pero y Venezuela) 

3. Amazonia (Brasil y sectores 
de Bolivia. Colombia, 
Ecuador, Guyana, Perú 
Surimun y Venezuela) 

4. Cono Sur (Argentina. Para­
guay. Uruguay y el sur de 
Chile 

5. Caribe (Bélice, Guyana, 
Guyana Francesa y Carihe 
Insular) 

TOTAL 

(en millones de habitantes) 

Población indígena 

18.73 

17.32 

2.15 

1.35 

0.167 

39.71 

% 

47.15 

43.60 

5.42 

3.41 

0.42 

100.00 

59 

% 

0.20 

0.016-

0.221 

'-'40 

0.65 

2.00 

6.33 

• La población indígena en Uruguay corresponde a una migración reciente del grupo aya-guaraní 
dl'sde Paraguay. 

Las cifras corresponden a una lasa de crecimiento acumulada de 38.9% para el periodo 1978-1988; 
tomando en cuenta tanto el crecimiento vegetativo y correcciones censales, como fenómenos de reasunción 
de identidades y reconstitución de etnias. e incorporando población indígena asentada en las ciudades, sin 
hacer distinciones por grados de acul!uración. 

Elaboración: In .. tituto Indigenista Interamericano y Dr. Roberto Jordán Pando (consultor). Varias 
fuentes. a partir de la .. estimaciones para 1978 publicadas en Amlrica Indígena. vol. XXXIX. núm. 2. 
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Ecuador, Perú y partes de Colombia y Chile) y Mesoamérica (porción sur 
de México y toda Guatemala), 

b) Donde constituyen minorías nacionales, esto es, presentan un conjunto 
claramente diferenciado e identificable concentrados en algunos espacios 
significativos de las regiones y/o países: Centroamérica, Canadá, Amazonia 
y Caribe Continental, y 

c) Donde existen como comunidades y pueblos marginales con poca 
significación en el panorama regional y nacional: EVA, cono sur y Caribe 
insular.' 

Las Concentraciones más altas de población indígena se dan en Mesoa­
mérica' y los Andes. Quizás uno de los países más representativos es 
Guatemala, donde los indios son una mayoría que, social y políticamente 
son minoría.' 

Sobre Guatemala, una interesante caracterización etnográfica nos la 
proporciona el Consejo de Organizaciones Mayas de Guatemala (COMG), 
que detallamos a continuación.' 

2. Las estructuras étnicas y las formaciones econ6mico-sociales 
"nacionales" 

Marvin Harris llega a decir: "las estructuras étnicas no siguen las 
fronteras nacionales",' y agregaríamos las internas (municipales, departa­
mentales y regionales). Precisamente una de las demandas para el caso 
guatemalteco es la recomposición político-administrativa del país. 

Bonfil Batalla es de la opinión que eso imposibilita la restitución de 
unidades sociopolíticas de muchos grupos étnicos, en el plano internacional, 

3 Iturralcle, Diego, "Lo~ puehlos indígenas y sus derechos en América Latina", Crfrica lur(dica, 
México. UNAM. núm. 11. 1991. 

4 El término Mesoamérica fue creado por Paul Kirchhoff que intentó delimitar un área geográfica y 
cultural que tenían en común los put"hlos que habitaban esta zona, así como señalar lo que los separaba 
de otros. En el momento de la invasión c.c;pañola. los límites de Mesoamérica estahan más o menos 
marcados por los nos Sinaloa al oeste y Pánuco al este, unidos por una línea que pasaría un poco al norte 
de los ríos Lerma. Tula y Moctezuma. todo esto de México. Al sur, Mesoamérica abarcaba Guatemala, 
la parte norte de Honduras, así como el extremo occidental de Nicaragua y Costa Rica. Kirchhof, Paul, 
"Mesoamérica, sus límites geográficos. composición étnica y caracteres culturales", Tlafnani, México, 
núm. 3, 1960. 

5 Stoltz, Norma. "La minoría que es una mayoría: los indios de Guatemala", Guaf('mala una historia 
inmediata, México, Siglo XXI. 1976. 

6 Rajpopi Ri Mayab Amaq. Consejo de Organizaciones Mayas de Guatemala. 
7 Citado por Saenders, Oouglas. "El marco legal de las relaciones raciales en f'enlroamérica y 

Sudamérica", Seminario dI' ONU sohrl' dúcr;m;lIación racial, Managua, 19RI, Mimeo. 
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ejemplifica: los pápagos, México-Estados Unidos; los mames, México­
Guatemala; los guajiros, Venezuela-Colombia; los shuar, Perú-Ecuador, los 
quechuas entre cinco o seis países de la región andina; los mapuches 
Argentina-Chile. " 

Agustín Cueva en su interpretación del desarrollo del capitalismo en 
América Latina, y en el análisis sobre acumulación originaria se refiere al 
mismo fenómeno.' 

Para los mayas y afrocaribeños de Centroamérica la fragmentación 
territorial es evidente. Basta una lectura de los materiales etnográficos 
adjuntos. 

Por otro lado, los conOictos por límites y propiedad y/o posesión de la 
tierra entre los pueblos in,lios es una realidad en nuestros países, que 
provocan cruentos enfrentamientos que desembocan en acciones judicialcs 
de carácter civil, administrativo y hasta penal. En esos reclamos se aducen 
derechos históricos de carácter precolombino y colonial y son motivados 
tamhién por la densidad poblacional de los pueblos indios en circunstancias 
de miseria extrema, reduci,los a(1cmás a espacios geográficos limitados, casi 
siempre constituidos por pobrcs recursos agrarios. 10 Esto sólo puede ser 
comprendido tomando en consideración las políticas coloniales, criollas y 
mestizas, en contra del indio. Este fenómeno también llevó a formular la 
tesis de las "regiones de refugio"U 

De esa suerte, la caracterización etnográfica y el espacio geográfico de 
las formaciones nacionales y sus fronteras (por ejemplo México-Guatema­
la), constituidas a lo largo del siglo XIX, cercenaron los territorios indígenas 
y quedaron sujetos a controles políticos, administrativos y culturales diver­
sos, depemlientes de los nuevos Estados. Estados Unidos le arrebató más 
de la mitad del territorio nacional a México, provocando una situación 
semejante. 

A propósito de estas situaciones, el historiador guatemalteco Julio Ca m­
branes señala que, después de los "arreglos" de Chiapas, entre Porfirio Díaz 
y Justo Rullno Barrios, el primero decidió llevar adelante sus planes 

8 BOllfil Batalla. (iuilknno. Lrnodf'.HIrrollo: su.~ pre/lli.ms jurídicas. pulí/icas .v de orfiani:;(Jóóll, 
Costa Rica. FI.A<"'SO-lINES('(). I !)Xl. p. 13X. 

9 Cueva. Agustín. fJ dp.wrrollo (Id capi/(I/is/IIn pn Amirica lAtina. México, Siglo XXI. 1977, pp. 
65-7H. 

10 Ver: CEPAL. FAO y OIT. Tl'lIf'11cia dI' fa til'/Ta.v desarrollo comullal en Centroamérica. Costa 
Rica. Educa. 1975: Con"ejo I )niversit¡¡rio Centroamericanu. Eslrucfura agraria. dinámica de l'0blaci611 
-" de.mrrol/o capi/(/lis/a 1'/1 (ellf/"()(/mhir'a. Costa Rica. Educa. 1977. 

11 A~uilTc lk1t~án. Ciom:alcl. Nt'giflllf'J!lr rrfuRio. Méx.ico. Instituln Nacionallndigelllsla. I()H. 
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anexionistas, provocando un conflicto fronterizo con Guatemala en sep­
tiembre de 1887 y agrega que, dado sus intereses, el imperialismo alemán 
medió en el conflicto, advirtiendo al gobierno mexicano que el imperio 
alemán vería con muy malos ojos cualquier intervención militar de México 
en Guatemala. Esta mediación influyó en la firma del Tratado de Comercio 
de 1887 entre Alemania y Guatemala respectivamente." 

Contemporáneamente la intervención norteamericana en Nicaragua en 
su intento separatista puede ser otro ejemplo." 

3. Caracterizaciones socioalllropológicas y jurídicas acerca 
de los pueblos indios 

Darcy Riveiro señala que los pueblos extraeuropeos del mundo moderno 
pueden ser clasificados en cuatro grandes configuraciones histórico cultu­
rales. Cada una de eHas engloba poblaciones muy diferenciadas, pero 
también suficientemente homogéneas en cuanto a sus características étnicas 
básicas y sus específicos problemas de desarrollo como para ser legítima­
mente tratadas como categoría~ distintas. Tales son la de los pueblos testimo­
nio, los pueblos nuevos, los pueblos transplantados y los pueblos emergentes. 

La primera de estas configuraciones, que designamos como pueblos 
testimonio, está integrada por los sobrevivientes de las altas civilizaciones 
autónomas que sufrieron el impacto de la expansión europea. Son el 
producto de la acción traumatizante de aqueHa expansión, y de los esfuerzos 
que han hecho en pro de su reconstrucción étnica como sociedades nacio­
nales modernas. En América están representados por México y Guatemala, 
así como los pueblos del altiplano andino, sobrevivientes de las civilizacio­
nes azteca y maya los primeros, y de la civilización incaica los últimos. 

Los pueblos testimonio de América, por ser producto de este proceso 
peculiar de formación étnica, se caracterizan por la división de sus socieda­
des en tres estratos superpuestos, diferenciados de acuerdo con su identifi­
cación étnica ~omo indígenas o como neoamericanos- y diferenciados 

12 Cambranes. Julio c.. El impPriali.HI1O alemán en Guatemala, Guatemala. Universidad de San 
Carlos, 1977. 

13 Ver: Centro de Investigaciones y Documentación de la Costa Atlántica, CIDCA. Antecedentes 
históricos y situación actual en la Costa Atlántica de Nicaragua, Managua, marzo de 1984; Díaz 
Polanco, Héctor, "Sandinistas. miskilOs y nueva derecha", en lA cuestión ¿mico nacional, España. 
Fonlamara. 1988: "Manifiesto de antropólogos y científicos sociales latinoamericanos sobre la cuestión 
étnica en Nicaragua",/bid .. México. 22 de octubre de 1982. 
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también por el hecho de participar de manera desigual en la riqueza nacional 
y en el control del poder político. 

La segunda configuración histórico cultural está constituida por los 
pueblos nuevos, surgidos de la conjunción, deculturación y fusión de 
matrices étnicas africanas, europeas e indígenas. Los denominados pueblos 
nuevos en atención a su característica fundamental de especia novae, puesto 
que componen entidades étnicas distintas de sus matrices constitutivas, y 
representan en alguna medida anticipaciones de lo que probablemente 
habrán de ser los grupos humanos en un futuro remoto, cada vez más 
mestizados y aculturados, y de este modo uniformados desde el punto de 
vista racial y cultural. 

Constituyen pueblos nuevos los brasileños, los venezolanos, los colom­
bianos, los antillanos y una parte de la población de América Central y del 
sur de los Estados Unidos. 

La tercera configuración histórico cultural es la de los pueblos trasplan­
tados. Corresponden a ella las naciones modernas creadas por la migración 
de poblaciones europeas hacia los nuevos espacios mundiales, donde pro­
curaron reconstruir formas de vida en lo esencial idénticas a las de origen. 
Cada una de ellas se estructuró de acuerdo con los modelos económicos y 
sociales proporcionados por la nación de donde provenían, llevando ade­
lante en las tierras adoptivas procesos de renovación ya actuantes en el 
ámbito europeo. 

En América, están representados por Estados Unidos y Canadá y también 
por Uruguay y Argentina. 

El cuarto bloque de pueNos extraeuropeos del mundo moderno está 
constituido por los pueblos emergentes. Lo integran las poblaciones africa­
nas que ascienden en nuestros días, de la condición tribal a la nacional. Esta 
categoría no se dio en América, a pesar del abultado número de poblaciones 
tribales que, al tiempo de la conquista, contaban con centenares de miles y 
hasta con más de un millón de habitantes." 

Saenders Douglas habla de "poblaciones fronterizas", "marginales" e 
"incorporadas" . 

14 Ver: Riveiro, Dar<:y. LLJS Américas y la civilización. Proceso de formación y problemas de 
dnarrollo dniguaJ de los pueblos americanos, Buenos Aires. Centro Editor de América Latina. 1969; 
El proceso civi/izatorio. Caraca~. Elll Ir. Universidad Central de Venezuela, 1970; Fronteras indfgellos 
dI' /a civilización, M¿xico, Siglo XXI. 1971 Y "Elnicidad, campesinos e integración nacional" en 
Campe.{inos p illlegració/I nociol/lI/. México. El Colegio de México. 1982. 
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Las principales tribus "fronterizas" son la~ del interior amazónico y selvá­
tico de Sudamérica. Las más constantes acusaciones de genocidio y etnocidio 
se refieren más a esta zona. 

Ejemplo de población india "marginada" es la guayami de Panamá, que 
lI~va mucho tiempo de contacto con el mundo exterior, pero sigue estando 
económica y cultural mente al margen de la vida nacional. 

I.os campesinos indios del altiplano andino y guatemalteco son pobla­
ciones que, al decir de Douglas, se han incorporado a una sociedad nacional, 
aunque lingüísticamente y cultural mente distintas, forman parte de la eco­
nomía nacional, pero su vulnerabilidad es análoga a la de otros agricultores 

. " y campesInos. 
Tratándose de la región mesoamericana, en especial de México y en 

razón de los conmctos sociales que vive Guatemala, tenemos la cuestión de 
los refugiados indígenas, motivado por los procesos de represión ejercitada 
contra ellos, de esa manera estamos ante un nuevo fenómeno." 

El caso de los refugiados se ha considerado como un conmcto interno no 
internacional, reconocido por la Organización de Naciones Unidas, median­
te la resolución 19RJII2 del) de septiembre de 1983." 

El Instituto Indigenista Interamericano agrupó a los pueblos indios en 
tres grandes conjuntos, en relación con el grado de desarrollo que lograron 
antes del siglo XVI y por el proceso histórico de las nuevas naciones 
americanas donde han tenido que convivir. 

El primer conjunto, el más importante de los tres, se ubica en las áreas 
donde existieron altos desarrollos antes de la conquista europea. Lo consti­
tuyen pueblos y etnias que mantienen los rasgos básicos de esas altas 
culturas: idioma, conocimientos, técnicas, valores, cosmovisión, estilos de 

15 Saedcrs. n'lUglas, 01'. cil" supra nota 7. pp. 1-3. 

lti Para una vlloilín glohal snhrt' los rdugiados guatemaltecos en México: Aguayo. Sergio, El bodo 
ep1lfroamn;C(/1I0. México. Scp-culluras. !9R5: Freyermuth Enciso, Graciela. et al .. !,ns refugiados 
gUa{emalt(',os ,\' IflS dl'l"l'chos hllmallo.~. México. Acadl'mia Mexicana de Derechos Humanos, 1992; 
Grupo de apoyo a los refugiados guatemaltecos. /1/ ('(mlrain.~urgencia y los refugiados gualema/recos. 
México. ElI. Mexicana. 19R~: Manz. Beatriz. Gutlli'mala, cambio en la comunidad, dnp/azados y 
rl'palriaci611. México. r:d. Praxi~, 19RI); Nola .... co. Margarita, el al., Aspt'clos socia/i's de la migraci6n 
en México, México. SEP-INAII, 19RO: Nolasco, José Carlos, "Los indios refugiados en la frontera sur 
de México" en México l!ulíRnUl. núm. 14. año 111. ('nero a fehrero de 1987. p, 52 a 56; Dogherty, O" 
CelllroameriCll1los nI/a riudad di' Mlxico, México. Academia Mexicana de Derechos Humanos. 1990; 
Universidad de la Paz (tlPAZ). GU(/f(>nlafl(>(·o.~ y .wlwulori'ños en México. Costa Rica. 1984. 

17 COMAR (('omi~i(ín Ml'xicana para Ayuda de Refugiados) infornu) al corresponsal de La Jornada 
en Tuxtla (,utiérrez, estadn de (,hiar¡t~ ((,anudann Rodríguez Sosa) "Desde el éxooo de refugiados 
guatemaltecos en territorio nacion:tl l'n 19S1 han nacido 12.500 niños" refiriéndose a Chiapas, 
Campeche y Quintana RIlO, l.il Jllm(/da. 1 de marzo de 1989. p. 5. 
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vida, con importante volumen demográfico y que son indispensables para 
comprender la situación actual y definir el futuro de países como México, 
Guatemala, Ecuador, Perú y Bolivia. 

En cambio, en aquellas áreas donde no alcanzó este alto desarrollo, los 
actuales pueblos indios poseen bajos volúmenes demográficos y su situa­
ción y sus problemas no son tan significativos para las sociedades donde 
subsisten. Este segundo conjunto, constituido por varios cientos de grupos 
étnicos, está distribuido en todo el continente y es el más heterogéneo. 

Como consecuencia del notable incremento de la población, de la expan­
sión urbana y la descomposición del mundo rural existe ahora un tercer 
conjunto, cada vez más numeroso, que crece a expensas de los dos anterio­
res. Es el de la población indígena en proceso de creciente participación en 
la vida moderna de sus respectivas sociedades. Este conjunto es el más 
complejo debido a su condición étnica ambigua, a su situación de tránsito 
de grupo étnico a clase y a su carácter urbano. 

Las poblaciones indias son ahora, en su mayoría, campesinos libres, 
comuneros, ejidatarios, cooperativistas agropecuarios, peones agrarios, tra­
hajadores eventuales con escasos ingresos. Todos están articulados, en 
mayor o menor grado, a sus economías de mercado nacionales. 

La Mesoamérica indígena corresponde a México, Guatemala y Delice, 
tres países fuertemente contrastados. México, núcleo de la antigua área, es 
uno de los más desarrollados y dinámicos de América Latina. 

En la composición étnica tamhién la diferencia es marcada. En México, 
Guatemala y Delice hoy existen más de 80 grupos étnicos con numerosas 
variaciones idiomáticas y con una población de más de 14 millones. 

l.os puehlos indígenas que habitan el territorio que hoy ocupa Guatemala 
pertenecía al tronco común maya, uno de los pueblos precolombinos más 
desarrollados de Mesoamérica. Con el desprendimiento colonial, al con­
vertirse en república, Guatemala pasó a integrarse a Centroamérica. En la 
actualidad existen en el país 23 etnias que hahlan 22 idiomas mayenses y 
uno de origen caribe-arauaco. 

En términos de su estructura organizativa, el Instituto Indigenista Intera­
mericano sostiene la opinión de que en general son parecidos a las etnias 
mexicanas, pero se distingue por la mayor complejidad de sus gobiernos. 
El poder local en cada comunidad es compartido por cuatro sectores: el 
gobierno nacional, representado por los gobernadores departamentales y las 
autoridades de las municipalidades; la fuerza castrense, a través de los 
comisionados militares; el poder eclesiástico, con sus varias instancias 
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organizativas, tales como parroquias, cofradías, comités y asociaciones, y 
el sistema local tradicional, representado por las autoridades indígenas, 
chamanes y principales. A ellos hay que añadir, en tiempos recientes, la 
insurgencia que, indudablemente, tiene también presencia en la compleja 
estructura del poder local comunitario, sobre todo en las áreas de mayor 
actividad política. l

' 

En cuanto al control territorial, un centro rector ladino controla y domina 
a cada región indígena, determinando en todos los órdenes de la vida la 
asimétrica relación ladino-indígena. l

' 

En Guatemala, como puntualiza Azzo Chidinelli: 

La "Sociedad Nacional" se presenta distinta de otras sociedades que pueblan el 
territorio sobre el que el Estado ejerce su soberanía, que no configuran una 
nación en sentido estricto. sino a 10 sumo etnias, minorías. u otro. extranjeros 
en su propia ticrra que para ser nacionalizados. deben renunciar antes a su 
"otredad". a su ser específico. asimilándose. sumándose a la conciencia de clase 
y otras abstracciones que se ponen de acuerdo para exigir su muerte, cayendo 
en el etnocidio que supone la falta de alternativas, el desconocimiento del 
derecho fundamental de todo individuo de practicar su cultura y de preservar la 
sociedad en que ha nacido.20 

18 Instituto Indigenista Interamericano, "Los pueblos indios de América", en América lndlgena, 
México, vol. L, 1990, El informe fue preparado por un equipo interdisciplinario de alto nivel. 

19 "La región que en la época de la colonización española correspondía a la audiencia de Guatemala 
tardó unos cuarenta años en lograr su conformación geográfica definitiva tal como estaba constituida 
entonces, con su capital en Santiago de Guatemala donde se estableció finalmente, se extendía desde el 
istmo de Tehuantepec a la selva del Petén y Belice hasta el límite mal definido entre Costa Rica y la 
provincia Panameña de Veragua". MacLeod, Murdo, J., "La situación legal de los Indios de América 
Central durante la colonia: Teoría y práctica" en América IlIdfgena, México, núm. 3, vol. XLV, 1985. 
Es importante saber que la colonia española era llamada reino de Guatemala, también Audiencia o 
Capitanía General. "Era Capitanía General con sede en la Ciudad de Guatemala. Era asimismo el 
territorio sobre el cual tenía jurisdicci{m la audiencia de Guatemala, cuya presidencia se aunaba a 
la persona del Capitán General (nonnalmenle los capitanes generales eran a la vez presidentes de la 
Audiencia). La denominación de Reino de Guatemala -que fue la más usada de todas-, parece haber 
obedecido a las siguientes circunstancia.~: en el derecho administrativo español de los siglos XVI Y XVII 
se daba categoría de reino a aquellos dominios que estaban gobernados por una autoridad local que podía 
levantar ejércitos y hacer guerra sin antes obtener la autorización del Rey. Tal era el caso del reino 
de Nápoles, continuamente amenal.ado por árabes y turcos en el Mediterráneo, y también el Reino de 
Guatemala, que siempre fue amenaz.ado por piratas y corsarios de diversas nacionalidades, principal­
mente por ingleses." (Explicación dada por el profesor J. Joaquín Pardo en su cátedra de Historia de 
Centro América. por los años 50). Martínez Peláez, Severo, Centroamérica en los años de la inde­
pl'ndencia: el paú y sus habitalltl'S. Guatemala, Universidad de San Carlos, Cuadernos para la docencia, 
1977. p. 3. 

20 C1hidinelli. Ano. "1 ,os tres niveles de la identidad étnica del maya", en Estudios Internacionales 
Revista dcllRIPAZ. Guatemala. año 2. núm. 3. enero-junio 1991, pp. 86 Y 87. 
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4. Las fronteras de los pueblos indios 

Lamentahlemente las fronteras de las tierras indígenas se ven constante­
mente rcducidas por las invasiones de ganaderos, terratenientes y empresas 
transnacionales.2I 

En Guatemala se han dado casos graves de represión por las protestas. 
Por ejemplo, "la masacre de Panzós" el 29 de mayo de 1978, cuando un 
grupo pacífico de indios kekchíes acudían a las autoridades reclamando 
justicia agraria. Quién no recuerda los hechos sucedidos en la embajada de 
Espaila." 

En el IV Trihunal Russcl, celebrado en Rotterdam, Holanda, dedicado a 
los derechos de los indios, dcl 24 al 30 de noviembre de 1980, se plantearon 
despojos tcrritoriales de los pueblos indios de México, Guatemala, Perú, 
Colombia, ctcétera (que aun continúan); el dailo ecológico de las tierras 
indias en Estados Unidos fue otro caso." 

Jean de Vos, conocido experto del área maya, sobre el particular, pone 
como ejemplo la expansión sobre las tierras de los indígenas en la zona 
lacandona (México-Guatemala), y metafóricamente denomina "las milpas 
que caminan" "las vacas que caminan" frente al avance de los ricos 
• 24 ,"vasares. 

21 Para un estudio etimológico del término caciquismo y sus aspectos sociales es interesante el trabajo 
de Paré. Lui~a. "El caciquismo" en M!xico IlIdígena, núm. ID, mayo-julio. 1986. pp. 49-50. Sobre el 
fenómeno en México. Rartra. Roger. 1'1 al .. Caciquismo y poder polflico en México, México, Siglo XXI, 
1971. En el curso sohre "lI!'.o alternativo del derecho" auspiciado por la Academia Mexicana de 
Derechos Humanos. el Instituto Latinoamericano de Servicios legales (ILSA) y el Centro de asesoóa 
legal para comunidades indígenas. organismo cristiano (CENAMI) los asistentes dirigentes de comu­
nidadt"s indígenas. agrupaciones campesinas. ahogados y científicos sociales ligados con la defensa de 
los derechos humanos plantearon tamhién como problema grave el caciquismo indígena. 

22 " •.• de una tierra que decían vacía y virgen. pero que estaba habitada y cultivada. los europeos 
hicieron una tierra vacía y de~0rtica. 11na tierra viuda." Este fenómeno ~s muy acusado en la región 
Mesoamericana dehido a la explotación maderera y chiclera. Mariestras, Elise. La resistencia india en 
los E.~ttldos Unidos, México. Siglo XXI. 19H2, p. 49. 

B Vos. Jean de, "I.os mayas como frontera ", en México Indígena, núm. 22, julio 1991, pp. 24-29. 

24 A propó"ito del ecocidjo recordemos la sentencia del jefe Seatie en 1854. al presidente de los 
Estados Unidos. que le ofreció comprar amplísima extemión de tierras indias: "sabemos que el hombre 
hlanco no comprende nuestro modo de vida. Él no sabe distinguir entre un pedazo de tierra y airo, ya 
que es un extra no que llega de noche y toma de la tierra lo que necesita. La tierra no es su hennana sino 
su enemiga y una vez conquistada .;;igue su camino. dejando atrás la tumha de sus padres sin 
importarle ... " "tennina la vida y empicla la .;;upervivencia" (La dramática sentencia dd gran jefe indio) 
en Va,,!:uardio. Saltillo. Cnah .. domingo 30 de octubre de 1988. 
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de Quito y Xelajú, al reconocer esta tesis plantean 500 años de resistencia 
india, negra y popular, por cuanto también los sectores mestizos pobres son 
igualmente explotados, marginados y discriminados en nuestras sociedades 
capitalistas dependientes.26 

2. La cuestión étnico-nncionnl y el desarrollo democrático de América 
Latinn 

La cuestión nacional y la cuestión étnica requieren la formación demo­
crática de~ Estado Nacional. La lucha por el derecho a las diferencias como 
expresión de una nueva democracia es trascendental para el desarrollo social 
de los países pluriétnicos y pluriculturales de América Latina. Pero la 
recuperación de la vida democrática en los países de población indígena no 
puede darse sin la participación de todas las etnias que la integran, sin 
escuchar sus voces negadas y silenciadas a lo largo de 500 años de barbarie, 
desde el invasor español hasta las vicisitudes del colonialismo interno. De 
esa suerte encontramos: 

a) Que en nuestros países indoamericanos, la discriminación contra los 
"pueblos indios" no se expresa constitucionalmente, a diferencia de Sudá­
frica o hace unas décadas en los Estados Unidos. Se da en la práctica 
cotidiana: (el mercado, la escuela, el aparato administrativo del Estado, la 
administración de justicia, el transporte, etcétera). 

b) Los países que conforman Mesoamérica, área Andina y Amazónica, 
en sus legislaciones, limitan e incluso contradicen los principios culturales 
fundamentales de los grupos étnicos que habitan sus territorios. Donde se 
han logrado avances constitucionales como Colombia, Brasil, Guatemala y 
México, frecuentemente la constitución no se cumple y la aplicación de las 
normas de carácter penal agrario y laboral siguen intactas sin acato a los 
principios constitucionales. Se ordena el desarrollo de leyes y reglamentos 
especfficos de beneficio para los pueblos indígenas y no se realizan; 
tampoco se ratifican convenios internacionales que, como el número 169 
de la OIT, rompe con el esquema integracionista del indigenismo de los 
años 40. 

26 PNUD. Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo y Consejería Presidencial para la 
Defensa. Protección y Promoción de los Derechos Humanos, Derechos humanos. Reflexión y acción, 
Derechos de los indígenas. núm. 3. Rogotá. Colombia, 1991. 
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c) La negativa de los Estados latinoamericanos de reconocer sus territo­
rios, derecho, psicología, lengua, etcétera, afectan profundamente su orga­
nización social, economía, valores y manifestaciones culturales. 

d) El establecimiento del sistema republicano no ha constituido un 
cambio cualitativo con relación al régimen éolonial europeo, lo que hace 
denominar a los cientfficos sociales (Varese) como "falsos Estados" (Sta­
venhagen) "Estados etnocráticos". Hay en el fondo una visión positivista 
imperante. 

e) Los procesos de industrialización y desarrollo de la economfa de 
mercado vienen produciendo una creciente proletarización y también po­
blación desocupada o subempleada. Esta última es la que mayormente ha 
dado origen a los barrios marginados que rodean nuestras grandes ciudades. 

1) Como veremos en materia de derechos humanos, no existen ordena­
mientos en el sistema de Naciones Unidas ni en el Interamericano que 
expresamente protejan a los pueblos indios; en lo nacional se carece de un 
tratamiento constitucional amplio y consultado con los pueblos indios. 
Sobre el particular es importante destacar que 1993 fue declarado por 
Naciones Unidas "Ano internacional de los pueblos indígenas" y que el 
evento central en torno a los derechos humanos para 1993 fue la Conferencia 
Mundial sobre Derechos Humanos (CMDH) convocada por Naciones 
Unidas, que se realizó en Viena, del 14 al 25 de junio. Al mismo tiempo 
tuvo lugar un foro paralelo con la presencia de ONGs, la CMDH fue 
convocada en virtud de la resolución 45/155 de la ONU, en 1989, el 
propósito era examinar los principales problemas por las Naciones Unidas 
para promover y proteger los derechos humanos como también examinar 
la relación entre el desarrollo y el disfrute universal de los derechos 
económicos, sociales y culturales, así como el de los derechos civiles y 
políticos. 

Este enfoque deja poco espacio, dentro del evento oficial, para hacer el 
juicio a los países miemhros por su comportamiento en materia de derechos 
humanos. En cambio sí ahre un espacio para que se revise el programa de 
los derechos humanos de la ONU, como también para dar un mandato más 
claro a la ONU en garantizar el respeto de los derechos. Pero desde el plano 
social, resulta sin duda de igual o mayor importancia que los eventos 
mismos y sus eventuales resultados la apertura de una coyuntura favorable 
para que las organizaciones sociales reafimen sus derechos y sensibilicen a 
sus bases y a la pohlación respecto a éstos. Pues un derecho que no se 
reivindica es un derecho que puede quedar en letra muerta. 
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Es de recordar que el 18 de diciembre de 1992, la Plenaria de la ONU 
llegó a un acuerdo básico sobre la agenda de la Conferencia de junio. Ésta 
incluyó la conmemoración del año Internacional de los Pueblos Indígenas; 
un debate general sobre el progreso realizado en el área de los derechos 
humanos y la consideración de la relación entre el desarrollo, democracia 
y el disfrute universal de los derechos humanos. 

La Asamblea hizo también un llamado para presentar recomendaciones 
sobre temas como: el fortalecimiento de la cooperación internacional en el 
campo de los derechos humanos; cómo asegurar la universalidad, objetivi­
dad y carácter no selectivo en la consideración de asuntos relativos a los 
derechos humanos, el mejoramiento de la efectividad de las actividades y 
mecanismos y cómo asegurar los recursos financieros y otras actividades 
de la ONU en materia de derechos humanos. 

La definición de la agenda resultó difícil, debido a la creciente brecha 
ideológica entre norte y sur sobre la definición de los derechos humanos: los 
países del norte lidereados por Estados Unidos tratan de imponer su definición 
de los derechos humanos dentro de la ONU, que se circunscribe a los derechos 
individuales descritos en la Declaración Universal adoptada hace 45 años. 

En cambio los gobiernos del sur, en algunos casos se resisten a esta 
definición debido a su propio incumplimiento, subrayan también la impor­
tancia de los derechos colectivos, como por ejemplo: el derecho de los 
pueblos al desarrollo, lo que el norte no quiere ratificar, por sus implicacio­
nes de una distribución más equitativa de los recursos. 

Asimismo varios países africanos quisieron incluir en la agenda temas 
como el derecho a la autodeterminación, la condena de las ocupaciones 
extranjeras, del racismo y de toda forma de xenofobia. Esta propuesta fue 
rechazada de entrada por la mayoría de los países de la Comunidad Europea 
y varios países asiáticos. 

Mientras tanto el proceso preparatorio sigue adelante, recientemente en 
San José de Costa Rica (18-22 de enero 93) con la participación consultiva 
de varias ONGs de la región se celebró la reunión preparatoria latinoa­
mericana. 

Ahora bien, en el marco del Año Internacional de los Pueblos Indígenas, 
la anunciada adopción por las Naciones Unidas de la Declaración Universal 
de los Pueblos Indígenas representa un hito importante en el proceso de 
afirmación de los derechos de los indígenas. Para las organizaciones indí­
genas que presionaron por el reconocimiento de este año, será la meta 
principal de 1993. 
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En la misma sesión de la Asamblea de la ONU del 18 de diciembre, se 
aprobó, por consenso, una Declaración sobre derechos de las personas 
pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas. 

Los nueve artículos de la Declaración prevén, entre otra~ cosas, que la 
existencia de tales minorías dentro de sus respectivos territorios será prote­
gida y que los Estados deberán tomar medidas para asegurar que las 
personas pertenecientes a las minorías puedan ejercer plenamente sus 
derechos sin discriminación. 

g) En términos jurídicos se mantienen ficciones como la igualdad de 
todos los ciudadanos, el conocimiento del derecho, en sociedades con altos 
índices de analfabetismo, monolingüismo, etcétera. que tienen efectos 
discriminadores contra la pohlación indígena. 

h) El derecho indígena, llamado por algunos derecho consuetudinario, 
justicia popular, derecho alternativo, etcétera, constituye una parte integran­
te de la estructura social y cultural de un sector amplio de nuestras pohla­
ciones y constituye un pilar fundamental de identidad. 

i) El movimiento indígena constituye una fuerza política importante a 
nivel continental, así lo explica la aceptación de sus organizaciones no 
gubernamentales, en el seno de Naciones Unidas, su contribución en las 
discusiones del Convenio 169 de la OIT y la creación del Parlamento Indio 
Latinoamericano. Últimamente caben destacar las dos reuniones Cumbre 
de Pueblos Indígenas convocadas por Rigoberta Menchú Tum, en su 
calidad de embajadora de huena voluntad de Naciones Unidas en ocasión 
del Año Internacional de los Puehlos Indígenas del Mundo, realizadas en 
Chimaltenango-Guatemala en mayo de 1993, en donde se reafirmó el 
derecho de los pueblos indígenas a su desarrollo político, económico, social 
y cultural con base en su plena participación en la toma de decisiones y en 
su autodeterminación y Se insistió en integrar el Alto Comisionado de los 
Pueblos Indígenas con el ohjeto de vigilar el respeto de sus derechos; se 
propuso como fundamental para la Década Internacional de los Pueblos 
indígenas: 

-Sensibilizar a la humanidad sobre la realidad y perspectivas de los 
puehlos indígenas, desarrollando campañas de educación dirigidas tanto al 
conjunto de la sociedad. como a los mismos pueblos indígenas para afirmar 
su identidad y derechos. 

-Exigir a las Naciones Unidas que apruebe la Declaración Universal de 
los Derechos de los Puehlos Indígenas, y la respectiva ratificación e imple­
mentación por parte de los Estados. 
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-Solicitar a las Naciones Unidas la continuidad y fortalecimiento del 
Grupo de Trabajo sobre poblaciones indígenas como comisión permanente 
para vigilar y asegurar el cumplimiento de los derechos señalados en la 
Declaraci6n. 

-Instar a las Naciones Unidas, gobiernos y agencias multilaterales que 
garanticen y aseguren el acceso y participación de los delegados de los 
pueblos indígenas en las instancias de toma de decisión. 

-Propiciar la realización de una campaña mundial contra el racismo 
creciente. 

-Alentar el fortalecimiento y el intercambio entre pueblos indígenas. 
-Desarrollar sistemas más efectivos de comunicación e información 

entre los pueblos indígenas. 
-Propiciar el desarrollo humano de los pueblos indígenas. 
-Impulsar la formulación y aprobación de una convención para la 

eliminaci6n de la discriminaci6n contra los pueblos indígenas y su subse­
cuente ratificación. 

Estos nueve puntos fueron enmarcados en el informe final de la Primera 
Cumbre en Chimaltenango: B'okó, oxib'Toj pa wuqub' Aj Ixmiluleew, 
Abya Yala. 

j) En cuanto a la práctica del derecho indígena, somos del parecer que 
estas manifestaciones superestructurales deben su existencia, a la reproduc­
ción ideológica de cosmovisiones étnicas particularizadas y a sus corres­
pondientes formas productivas comunales que cada día viene perdiendo 
existencia frente al avance capitalista, que se ha encargado de subsumir a 
los indígenas, en tomo a sus prácticas económicas, sociales y polfticas; por 
otro lado, en lo económico no puede ir más allá de los límites de una 
economía mercantil simple, en otro tipo de relaciones más vinculadas al 
modo de producci6n capitalista, el Estado no lo permite, digamos las 
cuestiones civiles, mercantiles, penales, laborales, etcétera con las clases 
dominantes y con una naciente burguesía indígena; las prácticas jurídicas 
indígenas se dan como regulaci6n en su entorno (familiar, de convivencia 
comunal, etcétera, sino también como resistencia cultural y representan una 
cosmovisi6n en materia de derechos humanos, en donde la relación hom­
bre-naturaleza tienen un carácter sagrado." 

27 Ordóñez ('ifuentes. José Emilio Rolando. Ulla comunidad ind(gello guatemalteca frente a la 
ignorancia dl'1 derecho, tesis de licenciatura. Guatemala. Universidad de San Carlos. Facultad de 
Derecho. 1970. 
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Ahora bien, es importante establecer de qué manera y en qué condiciones 
es posible solucionar la cuestión étnico-nacional. Héctor Díaz Polanco 
sugiere dos transformaciones inevitables: 

a) Dar paso a cambios estructurales que modifiquen aquellas relaciones 
económicas y polfticas que descansan en la explotación de unos grupos 
sociales por otros. 

b) Que sin embargo, el análisis de numerosos casos históricos parecen 
indicar que tan sólo las transformaciones estructurales señaladas no 
bastan para solucionar la problemática ética. En todo caso, los cambios que 
afectan a la estructura socioeconómica son una condición necesaria, pero 
al fin y al cabo insuficiente por sí sola para dar respuesta profunda a las 
reivindicaciones de los núcleos étnicos. Sugiere en su propuesta un replan­
teamiento de la nación en tanto comunidad humana que implica concreta­
mente, recomponer las relaciones entre los grupos socioculturales que están 
incluidos en el Estado nacional de que se trate. 28 

Sobre el punto, la realidad es muy diferente al discurso y la retórica, nos 
dice Miguel Bartolomé: 

Durante los últimos años Ial vez desde fines de los años 70 asistimos en América 
Latina en general y en México en particular, a una aceptación formal por parte 
de las autoridades estatales de la vigencia del pluralismo cultural. Incluso los 
sectores mayoritarios de las ciencias sociales y de la sociedad civil que, a partir 
de los enfoques cconomicistas. habían negado o minusvalorado la importancia de 
la etnicidad.29 

El caso guatemalteco configura un verdadero Estado etnocrático, o sea, hay 
un grupo étnico dominante que concentra el poder y la riqueza y los recursos 
para su exclusivo beneficio y mantiene a los grupos indígenas en una situación 
marginal y subordinada. Así, la etnia ladina dominante tiene y conserva 
privilegios particulares, mientras que las etnias indígenas subordinadas se 
ajustan al modelo o 10 desafían a través de una serie de estrategias posibles. Lo 
anterior dificulta seriamente el desarrollo democrático del país. JO 

28 Díal Polanco.lléctor. "Etnias y democracia nacional en América Latina" en América Indígena, 
México. vol. XLIX. 1989, pp. 47-47. 

29 Bartolomé. Miguel. "El derecho a la existencia cultural alterna", Ponencia presentada al Taller 
sobre Etnicidad y Derecho. Congreso Internacional de Sociología Jurídica. Asociación Internacional de 
Sociología Jurídica e Instituto de Investigaciones Jurídicas-UNAM, México, julio de 1992. 

30 Stavenhagen, Rodolfo, ''Comunidades étnicas y estados modernos", en América lndfgena, vol. 
XLIX, México, 1989, pp. 11-35. 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM



76 JOsÉ EMn.lO ROLANDO ORDÓÑEZ CIFlJENTES 

Para el Programa de Investigaciones sobre la cuestión étnico nacional en 
América Latina (CENAL) de la Escuela de Historia, Universidad de Gua­
temala: 

existe en Guatemala una explotación económica de los sectores desposeídos de 
la población pero además y dada la diversidad sociocultural de la nación 
guatemalteca, se da como fenómeno objetivo de la opresión sociocultural de los 
grupos con identidad diferenciada. los grupos étnicos de la población del país, 
la que si bien deriva de su estructura clasista de la sociedad. adquiere una 
dimensión propia que matiza muy específicamente el conflicto étnico nacional.31 

3. Los denominados derechos étnicos 

A. El derecho a sus derechos 

El respeto a sus derechos y la aplicación de su propio derecho constituye 
el punto de partida en el reconocimiento de su personalidad jurídica. 

Paradójicamente un primer derecho humano de los pueblos indios es el 
derecho a sus derechos, a la vigencia real y efectiva de su realización plena 
como hombres y mujeres. lo que involucra por igual a los derechos civiles 
y políticos. a los derechos económicos, sociales y culturales, a los derechos 
denominados de la "tercera generación" como el derecho a la paz, a un 
ambiente sano y ecológicamente equilibrado, al patrimonio común de la 
humanidad y a la libre determinación de los pueblos. Los derechos étnicos 
no son posible de realizar mientras se viva en condiciones de explotación, 
marginaci6n y discriminación. 

Se plantea un derecho al desarrollo para el caso de las etnias, un derecho 
al etnodesarrollo, como derechos colectivos inalienables que pertenecen a 
todos los pueblos; se fundamenta en el artículo 28 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, como el derecho humano de toda 
persona, individualmente o en entidades establecidas en virtud del derecho 
de asociaci6n, a participar en el orden económico en que puedan realizarse 
plenamente todos los derechos humanos establecidos en la Carta Interna­
cional de los derechos humanos, a contribuir a ese orden y a disfrutar de 
él." Sin duda el discurso juríjico así planteado es altamente significativo, 

31 Barilla~. Edgar. el al .. Formación nacional y realidad étnica en Guatemala. Propuesta leórico­
melodoJljgicapara Sil análisis. Guatemala. Universidad de San Carlos, Publicación Especial del Instituto 
de Investigaciones Históricas, Antropológicas y Arqueológicas. 1988, pp. 28. 

32 Chouraqui. relator, Informe del grupo de trabajo de expertos gubernamentales sobre derecho al 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM



ETNICIDAD y DERECHOS InJMANOS DE LOS PUERLOS INDIOS 77 

pero en cuanto a la cruda realidad agraria y laboral de los indios se toma 
nugatoria, así: 

Es imposihle la existencia de un "derecho al desarrollo" al "etnodesa­
rrollo" en la medida de la existencia de procesos de opresión, explotación 
y dominación colonial, neocolonial y del colonialismo interno. La existencia 
de un injusto orden económico internacional que divide a nuestros pafses 
en centrales y periféricos. 

El derecho al desarrollo y al etnodesarrollo debe ser la expresión del 
derecho de los puehlos a la lihre determinación en virtud del cual todos los 
puehlos estahlezcan Iihremente su estatuto político y persigan libremente 
su desarrollo económico, social y cultural y puedan disponer para sus 
propios fines de su riqueza y recursos. 

Al tenor de nuestra ohservación encontramos que José Matos Mar, 
Director del Instituto Indigenista Interamericano, en cuanto a las demandas 
indígenas, advierte que entre los cuatro campos fundamentales de sus 
exigencias, se encuentran: 

Desarrollo económico y material: tanto para asegurarse su participación en los 
beneficios del desarrollo nacional, como para mantener sus propias formas y 
prácticas culturales, sin perturhaciones a sus modos de vida y con un margen 
significativo de decisión en aspectos financieros, técnicos y de manejos de 
recursos. 

Autonomía: en tanto creación de las condiciones políticas en las cuales los 
anteriores reclarnos (tenilorios, desarrollo económico y material y desarrollo cultu­
ral) sean posibles y seguros a largo plazo. No implica un afán de secesión respecto 
de los Estados; planlca un reordenarniento orgánica para campanir las responsabi­
lidades del ejercido de la sobcnmía como parte integrante de la nación.33 

El crecimiento de las transnacionales en la agricultura y minería es importante 
ya que este tipo de empresas representa una nueva fase del desarrollo capitalista 
que trasciende los límites nacionales y, en múltiples formas, viola la soberanía 
de los países donde opcran los consorcios gigantes. Es así como la vieja formulación: 
"el capitaJismo carece de patria", adquiere nueva significación.J4 

de~alTollo, ECOSOC, ONU, Comisión de Derechos Humanos, 39 periodo de se~ione.~, 31 de enero a 
11 de marzo de 19R3. Original en francés. 

33 Matos Mar, José, "A propósito de fray Bartolomé de Las Casas: los nuevos retos del indigenismo 
a finales del milenio", Cuadf'nlos deIIJJ~l!NAM, México, UNAM, núm. 17, mayo-agosto 1991, pp. 
219-227. 

34 Reiman, Eli7.ahclh y Rivas, Fernando, Df'rpchos humanos. Realidad yficciólI. Espafta, Akal Editor, 
1979, pp. 43-72. 
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A lo anterior se agrega la internacionalización de la agricultura y la 
división del trahlÜo impuesto a los países periféricos. 

El progresivo agotamiento de los recursos naturales por su irracional 
explotación a lo que podemos sumar daños ecológicos irreversihles. 

La preservación de los recursos no renovables, de la fauna en general y 
la riqueza ictícola, ante la agresión y la voracidad de los centros dominantes 
de poder. 

La creciente incidencia de los grupos de presión en el seno de las comuni­
dades. 

El desarrollo ha implicado groseramente políticas neomaltusianas en el 
campo. En América Latina esta acción criminal ha sido realizada por los 
llamados "cuerpos de paz". Sin olvidar la penetración ideológica que 
modifica prácticas agrarias comunitarias e introducen sectarismos ideoló­
gicos, a cargo de sectas fundamentalistas y el Instituto Lingüístico de 
Verano, reiteradamente denunciado y expulsado de algunos países. 

De qué derechos humanos de solidaridad podemos hablar frente a la 
impagahle deuda externa de nuestros países al agio internacional. Quizás 
dolorosamente los ahonos en pago apocalípticos sean la explotación inicua 
en el campo de 30 millones de niños en cultivos de caña de azúcar, café, 
algodón, etcétera, hermanos de los niños explotados en los videos porno­
gráficos de los llamados países desarrollados, de nuestros 9,000 niños que 
mueren diariamente de hambre en el ubérrimo paisaje rurallatinoamerica­
no; los miles de indios que 110 alcalizan la ciudadanía y son inclementes 
víctimas del genocidio y el etnocidio. Mientras tanto no podemos recurrir 
al milagro de la Santa Trinidad, pues la Santa Trinidad es la iniciativa 
privada, gobierno y hurocracia sindical conservadora. El bondadoso FMI 
pide "cristianamente" reducir el gasto público para asegurar el pago de la 
deuda externa ... 

Tomando como base el documento final del II Encuentro de Pastoral 
Indígena, Cochahamba, nolivia, enero de 1992. En cuanto se refiere a los 
pueblos indígenas como un nuevo sujeto en el presente de América Latina, 
encontramos: 

Resolutivo 20. A lo largo de cinco siglos se han sucedido en Europa cambios 
trascendentales en todos los ámhitos. Se han modificado las fronteras polfticas, 
se han hecho grandes avances tecnológicos, se han utilizado distintos modos de 
producción en heneficio de un sistema económico polftico dominante. Además 
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Europa ha causado en el resto del planeta cambios demográficos. polfticos y 
ecológicos nunca conocidos. 

Resolutivo 21. En ese ntismo lapso. los pueblos indígenas. junto con los 
africanos han soportado colectivamente el mayor sufrintiemo humano que 
registra la historia y de sus venas abienas han salido la mayor pane de las 
riquezas que hicieron posible el poderfo de la civilización occidental. 

Resolutivo 22. Es por eso que ahora contemplamos con respeto sagrado su 
resistencia silenciosa o abiena. creativa. persistente y sabia. Reconocemos en 
ella. además. los graves errores que socavan el orgullo de la civilización 
occidental.35 

En el derecho a sus derechos. es vital también contemplar dentro de sus 
pilares étnicos. la vigencia alternativa de su propio derecho. por hoy. el 
derecho indígena. es otra paradoja. opera como un derecho "clandestino" 
en la medida que su práctica es condenada por el sistema y hasta penalizada. 
es considerado como un delito de traición. 

A propósito Stavenhagen. plantea: 

Una forma de reconocimiento de los derechos étnicos y culturales es el respeto 
a las costurnhres jurídicas indígenas por parte de la sociedad nacional y de sus 
aparatos legales y jurídicos. En cambio una forma de violación de los derechos 
humanos indígenas es la negación por pane del Estado y de la sociedad 
dominante. de sus costumbres jurfdicas.la cual conduce a la negación de algunos 
derechos individuales contenidos en los instrumentos internacionales.36 

Para Stavenhagen. son varias las razones por lo que es importante el 
estudio y conocimiento del derecho consuetudinario indígena: 

En primer lugar. porque el derecho consuetudinario es generalmente 
considerado como una parte integral de la estructura social y la cultura de 
un pueblo. por lo que su estudio es un elemento fundamental para el mejor 
conocimiento de las culturas indígenas del continente. 

En seguntlo lugar. porque junto a la lengua. el derecho (consuetudinario 
o no) constituye un elemento básico de la identidad ética de un pueblo. 
nación o comunidad. 

35 Documt'nln final de] n Encuentro de Pastoral Indígena, Cochabamba, Bolivia. enero de 1992, en 
Jusfiria y Paz. México. núm. 25. enero-mayo 1992, pp. 34-3R. 

Vi Slavenhagen. Rodolfo. "Introducción al derecho indígena", Cuadernos dl'l JIl-llNAM, México, 
llNAM, núm. 17. mayo-agn<;tn JI)!)!. pp. 303-:Q7. 
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En tercer lugar, la naturaleza del derecho consuetudinario condiciona 
relaciones entre los pueblos indígenas y el Estado, influyendo así en la 
población de aquellos conjuntos de la sociedad nacional y, 

En cuarto lugar, el derecho consuetudinario repercute en la forma en que 
los pueblos indígenas gozan, o por el contrario carecen, de derechos 
humanos individuales y colectivos, incluyendo lo que actualmente se llama 
los derechos étnicos o culturales. 

En cuanto a los especialistas en derecho, generalmente ignoran o niegan 
la validc7. a lo que llaman derecho consuetudinario, considerando que sólo la 
norma escrita y codificada o sea el derecho positivo del Estado, merece su 
atención." 

Así, en el mundo Mesoamericano, frente al régimen jurídico del Estado 
mexicano y guatemalteco, se dan prácticas propias de la cosmovisión india; 
lo que también sucede cn otros entornos. Naciones Unidas, en el Seminario 
sobrc "I.a sociedad multinacional" celebrado en Liubliana, Yugoslavia, del 
28 al 21 de junio de 1965, hizo observaciones al respecto, se fijaron como 
ejemplos la situación de los gitanos en Europa y de las poblaciones indíge­
nas; se trataron casos concretos como el de Ghana, Niger, Sri Lanka, 
etcétera. 

En el propio IX Congreso Indigenista Interamericano, celebrado en Santa 
Fe, Nuevo México, Estados Unidos de América, del 28 de octubre al 1 de 
noviembre de 1985, en la resolución número 20 sobre nmmas consuetudi­
narias se recomendó: 

l. El reconocimiento. en la medida adecuada de las normas consuetudinarias de 
los puchlos indios de los países miembros. 

2. Que los estados miemhros de la Convención Internacional de Pátzcuaro 
estudien la posibilidad de adecuar los sistemas penales y civiles vigentes, a la 
especificidad sociocultural de los pueblos indios, tomando en cuenta las normas 
consuetudinarias de estos pueblos. 

3. "1 Instituto Indigenista Interamericano que preste la ayuda necesaria a los 
gobiernos de los Estados miembros. 

En nuestra zona de estudio tienen existencia fáctica y es posible situar a 
quienes administran justicia: por un lado el secretario municipal con más 
poder que el alcalde en Guatemala y presidente municipal en México, último 
en la jerarquía jurídica institucional, personaje "conocedor de códigos", 

37 l.oc. cil. 
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carente de cultura jurídica euroccidental y un ignorante de la normativa 
internacional y nacional en materia de derechos humanos quien administra 
justicia en forma parcial y venal; cuando intervienen abogados y/o tinterillos 
con mayor razón. 

La literatura antropológica describe muy certeramente las situaciones, 
como las ohras de Rosario Castellanos (Balún Canán, Oficio de Tinieblas, 
Los convidados de Agosto que junto con Ciudad Real, forman lo que la 
crítica llamó: "El ciclo Chiapas"); Ricardo Pozas; (Juan Pérez Jolore) y 
Ramón Ruhín, (El callado dolor de los Tzotziles, La brumn lo vuelve azul 
y El canto de la grilla). 

La segunda no parte de un manualense corrupto, por el contrario de un 
cuerpo colegiado senectocrático, hasado en la costumbre y fundado en su 
autoridad moral y experiencia de sus integrantes o del carácter sacramental 
de su administrador, para el caso el Nima Catat o Catat Cachuc (Padre-Ma­
dre) expresión que se traduce en solvencia moral y autoridad filial y también 
se da el caso de los Consejeros (Camalve). 

Fernando Benítez apunta: "para ellos quien gobierna requiere de una larga 
carrera de sacrificio para el bienestar de su pueblo, además de una conducta 
irreprochable". Ramón Rubín es del parecer que en los términos apuntados 
"la civilización empeora la condición del indio". En lo personal me ha 
tocado estar presente en actos jurisdiccionales mayas, que después y no 
siempre legalizan vía la fe pública notarial o en actas o diligencias volun­
tarias en los Juzgados de Paz, para adecuarlas al régimen jurídico institu­
cional o ladino como lo denominan. 

B. A propósito del catálogo sobre los derechos étnicos 

Natán Lerner, cuando aborda los derechos de los grupos, propone que se 
podrían incluir los siguientes: 

a) El derecho a la existencia. Obviamente, para que un grupo lo pueda 
seguir siendo, es menester asegurar la existencia física de sus miembros 
contra cualquier íntento de destruirlos mediante el exterminio masivo de 
sus integrantes. La convención contra el Genocidio de 1948 fue la respuesta 
de la comunidad internacional al ataque contra el derecho a la existencia de 
ciertos grupos durante la segunda guerra mundial. 

b) El derecho a la no discriminación, en sentido amplio que incorpore 
no sólo la protección de la igualdad formal sino también la prohibición 
efectiva de un tratamiento desigual en el ámbito material. Los instrumentos 
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internacionales adoptados en la materia en los años recientes siguieron esta 
orientación que está firmemente arraigada en la doctrina y la jurisprudencia, 
La Convención contra la Discrinúnación Racial y la Declaración sobre la 
Intolerancia y la Discriminación fundada en la Religión y en las Creencias 
son a esta altura los instrumentos generales más importantes a tal efecto. 
Los convenios antidiscriminatorios de la OIT y de la UNESCO cubre las 
respectivas áreas especificas. 

c) El derecho a la preservación de la identidad del grupo, incluyendo el 
derecho a ser diferente. Este derecho envuelve un vasto abanico de derechos 
y libertades especificas, que varían de grupo a grupo conforme a su 
naturaleza y sus componentes cohesivos. El catálogo de los derechos 
particulares que reclaman a su favor los grupos religiosos no es el núsmo 
que el que corresponde a un grupo lingüístico. Los grados de autonomía 
cultural y lingüística a ser g07.ados por los grupos dependerán del sistema 
legal del respectivo Estado. 

d) El derecho a medidas especiales necesarias para la preservación de la 
identidad del grupo, conforme a su carácter. La naturaleza y el alcance de 
tales medidas puede depender del grado de discrinúnación o desventaja 
sufrido por el respectivo grupo. Hay instrumentos internacionales, entre 
ellos la Convención contra la Discrinúnación Racial, que han adnútido la 
legitinúdad de tales medidas, llamadas affirmative action (acción afmnati­
va), si bien se ha señalado la necesidad de que sean temporales. Si este 
problema es encarado desde un ángulo orientado hacia el grupo, el derecho 
a tales medidas· especiales se toma independiente de toda discriminación 
pasada y de limitación temporal. 

e) El derecho a decidir quién está calificado para ser miembro del grupo 
ya establecer las condiciones para mantener esa pertenencia. Las normas 
y las condiciones fijadas por el grupo pueden en ciertos casos ser inacepta­
bles para el miembro individual. A veces el derecho del individuo a seguir 
siendo miembro del grupo o a excluirse voluntariamente del núsmo pueden 
chocar con los intereses legítimos del grupo. El Estado y/o algunos orga­
nismos internacionales pueden ser llamados a decidir problemas sumamen­
te difíciles. Pero la aceptación o la denegación de la condición de miembro 
deben en principio ser prerrogativa del grupo núsmo, de acuerdo con las 
normas aplicables. El derecho a establecer instituciones, con la debida 
consideración por el derecho público del país. Esto es por supuesto, parti­
cularmente importante en el caso de grupos religiosos y culturales o lingüís-
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ticos. Los tratados sobre minorías y los instrumentos más recientes sobre 
derechos religiosos y culturales encararan esta cuestión. 

f) En adición a la libertad de asociación a que toda persona tiene derecho 
en virtud del derecho constitucional y de los derechos humanos, los grupos 
que tienen lazos con grupos similares al exterior deben gozar del derecho 
de comunicarse, federarse y cooperar con tales grupos similares. Estos 
derechos no deben verse en conllicto con la lealtad debida al Estado. 

g) Hay autores que abogan por el otorgamiento, a grupos como los 
descritos, de una cierta representación en las diferentes ramas del gobier­
no. a los niveles nacionales, provincial y municipal, de acuerdo con las 
circunstancias. Esto dependerá, naturalmente, del sistema legal del res­
pectivo país. El Convenio sobre Poblaciones Indígenas contiene dispo­
siciones a tal efecto. El proyecto de la convención sobre minorías 
propuesto por el Minorities Rights Group se refiere vagamente a "parti­
cipación en los procesos y decisiones legislativas, administrativas y/o 
judiciales". 

h) El derecho. en determinadas condiciones. a imponer deberes y cargas, 
inclusive contribuciones. a los miembros del grupo, a fin de tomar posible 
el mantenimiento de instituciones, escuelas, servicios religiosos, todo de 
acuerdo con el carácter del grupo. El grupo puede también tener derecho a 
recibir una porción razonable de fondos públicos para los fines de su 
desarrollo y a gozar de los recursos naturales del Estado, en ciertas 
condiciones. 

i) Algunos grupos pueden gozar. el! determinadas condiciones. del 
derecho al reconocimiento de su personalidad legal, primero nacionalmen­
te y luego a nivel internacional. El reconocimiento en el orden nacional 
dependerá del régimen legal del país. A estas alturas, el derecho internacio­
nal no extiende tal reconocimiento. El proyecto mencionado de una con­
vención sohre minorías sugiere ciertas formas de reconocimiento 
internacional de grupos por intermedio de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas o de organismos regionales intergubernamentales compe­
tentes, con procedimientos especiales de investigación, mediación y conci­
liación en caso de conflictos relativos a la protección de los grupos. Un 
progreso razonahle podría ser ohtenido otorgando a los grupos el derecho 
de representar a sus miemhros ante los organismos a cargo de controlar los 
derechos humanos, cumpliendo ciertas condiciones. 

j) Ciertos grupos. los puehlos en sentido lato. gozarían del derecho a la 
autodetenninación, como está reconocido en ambos Pactos de Derechos 
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Humanos y de confonnidad con la Carta de las Naciones Unidas. Como lo 
hemos notado, el significado de la autodeterminación tiene diferentes 
interpretaciones. Para algunos envuelve el derecho de secesión, a fin de 
establecer una soberanía distinta. En consecuencia este derecho debe ser 
interpretado en forma restrictiva, aplicable tan solo a los grupos calificados 
por su historia, su tamaño, su ubicación territorial, su indiscutida identidad 
y otros factores relevantes, a ser considerados como pueblos diferentes de 
la sociedad general. l.a cuestión involucra problemas relativos a los con­
ceptos de autonomía -acerca de la cual no existe una definición general­
mente aceptada en el derecho internacional y que éste "madura para su 
reconsideración" -. 

La lista precedente, que formula Lerner, que por su importancia y 
desconocimiento lo citamos in extenso, incluye derechos que a esta altura 
no están reconocidos y que son objeto de controversia. Sin embargo como 
lo sugiere su sistematizador, puede proporcionar, sin embargo, una base 
tentativa para el análisis y discusión, con vistas a la formulación de un 
aceptable catálogo mínimo de derechos de los grupOS.38 

Augusto Willemsem Díaz en lo que denomina el "complejo sociocultu­
ral", considera que se debe incluir: 

a) La tierra-territorio, el control comunitario de la tierra, la noción de la 
madre tierra y la relación especial con la misma, el territorio como un área 
de asentamiento del pueblo indígena como pueblo que es; y que constituye 
el fundamento de su relación con el universo y el sustento de su cosmovi­
sión; la tierra y los recursos naturales de ese territorio contiene como medio 
de producción; los usos alternativos del derecho oficial en cuanto a la 
ocupación jurídica y ocupación económica de la tierra. 

b) El derecho a sus lenguas o idiomas. 
c) l.a cultura integral, las instituciones culturales, sociales y jurídicas. 
d) El uso alternativo del derecho oficial, así como el derecho indígena 

como derecho alternativo. 
e) La religión, las creencias y prácticas religiosas paralelas a las de otras 

religiones; la recuperación de la propia religión. La libre manifestación y 
práctica de esa religión. 

f) El derecho a una educación bilingüe y bicultural o intercultural como 
se propone en el seno de Naciones Unidas. En opinión de Willemsen, ésta 
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debe, imprescindiblemente, estar orientada a la superación de factores 
limitan tes como la dominación hegemónica, la discriminación generaliza­
da, la explotación económica, la opresión étnica y la represión abierta que 
limita a los pueblos indígenas en su desarrollo normal. 

g) En materia de salud y servicios médicos y de los medicamentos 
tradicionales de los indígenas que infortunadamente por habérsele conside­
rado en el pasado como "brujería" y "hierbas inservibles", respectivamen­
te, hoy se reivindica, reconociendo su valor. 

h) En materia de vivienda también se da la imposición de patrones de 
distribución de vivienda que no son las tradicionales indígenas. 

i) Quizás, advierte, vale la pena mencionar que en esos derechos cultu­
rales también se debe incluir las ocupaciones tradicionales." 

A diferencia del catálogo propuesto por Lerner, en los derechos culturales 
propuesto por Willemsen, encontramos que específicamente tiene como 
propósito el caso concreto de los pueblos indios y particularmente de 
Mesoamérica. 

Para el Grupo de Trabajo soore Poblaciones Indígenas de las Naciones 
Unidas, que se reúne en Ginebra todos los años durante la última semana 
de julio y la primera semana de agosto para revisar el desarrollo de los 
acontecimientos que ha tenido lugar en el mundo indígena y delinear una 
Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas: 

"Las actividades de fijación de normas" se ha transformado en el 
principal foco de atención del Grupo de Trabajo en los años recientes. Sobre 
el particular se estahlecieron tres grupos de trabajo que nos permiten una 
idea de la posibilidad de la construcción de un catálogo de esas normas. 

Por el momento se estahlecieron tres comisiones que ahordaron los 
siguientes puntos: 

l. Tierra y recursos. 
2. Derechos políticos y autonomía. 
3. Todos los otros principios. 
Para el primer grupo particularmente fue importante el énfasis puesto en 

el concepto de territorios para referirse a un área perteneciente a los pueblos 
imJígenas en vez de simplemente tierra. Además fue suhrayada la impor­
tancia de que los puehlos indígenas controlen su propio desarrollo. 

,W Willemsen Dí<t7. Augusto, "Derechos cu!1urales e integración nacional", Relaciolll',s /lIlenzacio­

r¡all'l. Revista del Imtituhl de Rl'la~'i()nes Internacionales para la Paz(lRIPAZ). GUiltemillil, ano 1, núm, 
2, julio-diciemhre \9'Xl. pr. IOR-IOCJ. 
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En el segundo grupo, el concepto de autonomía fue sustituido por el 
concepto de autodeterminación y se hizo un fortalecimiento de los derechos 
políticos. A la fecha el concepto de autodeterminación sigue discutiéndose. 

En el tercer grupo, además de 10 abordado en años anteriores, para 1990, 
es importante el agregado del reconocimiento de los derechos de propiedad 
intelectual de los pueblos indígenas." 

. En la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos (CMDH), con­
vocada por las Naciones Unidas, realizada en Viena, del 14 al25 de junio 
de 1993 tuvo lugar un foro paralelo con la presencia de ONGs y se contó 
con una versión avanzada de la Declaración Universal sobre los Dere­
chos de los Pueblos Indígenas. Fue muy importante el mensaje de 
Rigoberta Menchú Tum que se basó fundamentalmente en la Declaración 
de Chimaltenango-Guatemala, fruto de la Primera Cumbre de Pueblos 
Indígenas. 

No obstante lo amplio de los catálogos citados, hay particularidades en 
donde el propio "desarro\1o" se toma violatorio de los derechos humanos de 
los pueblos indios, un análisis interesante 10 tenemos en 10 que se denomina 
"antropología de las presas". 

Alicia M. Barahás presentó en el taller sobre "Etnicidad y derecho" de 
la reciente reunión internacional de la Asociación Mundial de Sociología 
Jurídica, México, 1992, celehrada en el Instituto de Investigaciones Jurídi­
cas de la UNAM, un interesante trabajo titulado: "Ordenamientos jurídiCOS 
en tomo a las relocalizaciones de población indígena". 

Dentro de la problemática global de los derechos humanos intenta 
analizar el caso de los derechos que se ven afectados por las construcciones 
de grandes proyectos (por ejemplo presas) llevados a cabo por el Estado, 
los cuales requieren el desalojo y la relocalización permanente de la pobla­
ción indígena. 

Refiere a casos sucedidos en varios países de América Latina, entre ellos 
Panamá, Perú, República Dominicana, Paraguay y México entre otros. 

Informa que se ha constatado que cuando se trata de culturas alternas 
como las indígenas, las relocalizaciones son especialmente traumáticas. 

Para los indígenas la crisis individual y colectiva suele ser aún más intensa y 
destructora que entre otros grupos sociales de tradición occidental. Para ellos la 
pérdida del territorio étnico es especialmente grave ya que implica la ruptura de 

40 Infonnación tomada del Anuario 1990 de /WGIA. Grupo Internacional de trabajo sobre Asuntos 
Indígenas. Dinamarca. 1991. 
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miJenios y equilibrados procesos de interrelación hombre-cultura-medio am­
bienIe, que dan como resultado la pérdida de recursos y la cancelación de 
multitud de conocimientos y prácticas: manejo del clima y el medio ambiente, 
técnicas productivas, estrategias laborales, acceso a productos naturales, creen­
cias, costumhres, sitios de culto religioso y práctica Ierapéutica, etcétera, de gran 
relevancia para la supervivencia física y cultural del grupo. Por lo tanto la pérdida 
de un medio de producción intercambiable por otro de similar magnitud para los 
pueblos indios es grave. La tierra es la historia e ideologfa, la tierra es cultura.'l 

III. ETNOCENTRISMO y DERECHOS HUMANOS 

A propósito del etnocentrismo y los derechos humanos es conveniente 
recordar los resolutivos de la Declaración de Bogotá, sobre políticas cultu­
rales en América Latina, celebrada del 10 al 20 de enero de 1978 y los 
artículos 5 y 9 de la Declaración de México sobre las polfticas culturales, 
dadas en la Conferencia Mundial sobre Polfticas Culturales de UNESCO, 
celebradas del 26 de julio al 6 de agosto de 1981 que rezan: 

DECLARACIÓN DE BOOOT Á. Que el desarrollo cultural debe tomar en 
cuenta dos ejemplos constitutivos inseparahles: 

a) El proceso encaminado a un mejoramiento global de la vida del hombre y 
del puchlo, que supone una uhicación política. administrativa. económica, o sea, 
un marco completo de posihilidades; y 

b) La identidad cultural de la que se pane y cuyo desenvolvimiento y 
afirmación promueve dentro del contexto global 

DECLARACIÓN DE MÉXICO. Lo universal no puede postularse en abs­
tracto por ninguna cultura en particular. surge de la experiencia de todos los 
pueblos del mundo, cada uno de los cuales afirma su identidad. Identidad 
cultural y diversidad cultural son indivisibles. 

41 Rarrahás M .. Alicia. "Ordenamiento jurídico en tomo a las relocalizaciones de población indíge­
na", ponencia presentada a la reunión anual de Comité Internacional de Sociología Jurídica, UNAM-IU, 
México, julio de 1992. Ver sobre la problemática: Aspelin. Pauly. Coelho Dos Santos. Silvia, "Indian 
Afeas Treatened hy Hydroelectric Prnjects" en Braz)f. Doc. 44. IWOlA. Copenhague. Dinamarca, 1981; 
RartoJomé, Rt>locali;,:ados: Allfmpologfa social de las poblaciones desplazadas. Buenos Aires. Ed. CES. 
¡9Rn: Rartolomé Miguel y narrahás. Alicia. /.a preJa Cerro de Oro)' el ingeniero El Gran Dios. 
Re/ocalizacitm y e/flocidio Chillan/rco. México. 1990: Hansen, Art. y Smith, Oliver, [I/voluntary 
Migralion and Rest'rtfemt'nt: The I'rnhlt'tn.I and Rr.~ponSi's 01 Disloca/ed Peop/r, Boulder. Colorado, 
USA, Westview Preso 19R2 y Rnhinson. Scoll y Székely. Miguel. "Notas relacionadas con la elaboración 
de un anteproyecto de ley federal de reacomodos". México. 1990 (mecanografiado). 
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Hay que reconocer la igualdad y dignidad de todas las culturas así como el 
derecho de cada pueblo y de cada comunidad cultural a afirmar y preservar su 
identidad cultural y exigir su respeto. 

Lamentablemente pese a las buenas intenciones, los juristas especia­
lizados en la materia, los científicos dedicados a la cuestión étnico-na­
cional, las organizaciones populares indias e instituciones no 
gubernamentales que promueven los derechos étnicos coinciden en que 
los Instrumentos Jurídicos Internacionales, como la Carta de las Nacio­
nes Unidas (1945); la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(1948); el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (1966); el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polfticos 
(1966); con su protocolo facultativo (1966) y, a nivel americano, la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969) no regulan de 
manera específica lo relativo a los derechos étnicos de los pueblos indfge­
nas o para ser más exactos, los derechos de carácter socio cultural de los 
pueblos o etnias oprimidas de África, Asia y América para apreciarlo en 
su dimensión universal y un sentido menos restringido. Algunos preten­
den frente a esa laguna legal internacional que es aplicable el artículo 27 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polfticos y los artículos 
primeros de los pactos, así: 

Anfculo 27 (del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). En los 
Estados en los que existen minoóas étnicas, religiosas o lingüfsticas, no se negará 
a las personas que pertene7.can a dichas minoóas el derecho que les corresponden, 
en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, 
a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma. 

Artículos primero de ambos pactos. Todos los pueblos tienen el derecho de 
libre determinación. En vinud de este derecho establecen lihremente su condi­
ción política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural. 

La grave limitación que venimos comentando fue duramente criticada desde 
hace varios años. Por ejemplo en 1947, el Buró Ejecutivo de la American 
Anthropological Association sometió a la Comisión de los Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas un "Proyecto de Declaración" en donde advertía: 

Dado el gran número de sociedades que han entrado en estrecho contacto con 
el mundo moderno y la diversidad de sus modos de vida, la tarea a afrontar por 
aquéllos que desean redactar una Declaración de Derechos del Hombre. consiste 
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esencialmente en resolver el siguiente problema: cómo podía ser aplicable la 
Declaración propuesta a todos los seres humanos de modo que no fuese una 
declaración de derechos concebida únicamente en ténninos de los valores 
dominantes en los países de Europa Occidental y América. 

Los derechos del hombre en el siglo xx no pueden estar circunscritos por los 
valores de una cultura particular, o estar dictados por las aspiraciones de un 
pueblo en particular, puesto que deben exceder el marco europeo y ser aplicables 
a todas las sociedades. 

La propuesta previa a su articulado hace reflexiones de tipo pedagógico 
en cuanto a la antropología contemporánea." 

Dominique Perror y Rey Preiswerk, después de una bien documentada 
investigación sobre los textos de historia de los países europeos incluso la 
Unión Soviética, advierten el enfoque etnocéntrico, por lo que entre sus 
conclusiones insisten en la influencia de la descolonización no sólo en las 
relaciones entre los Estados, sino sobre el modo de estudiarlas (derecho 
internacional) y como refiriéndose a los manuales de historia aludidos, el 
etnocentrismo se presenta como un fenómeno sin duda más sutil, que orienta 
los pasos del autor sin que él mismo lo perciba." 

Lamentablemente fuimos "educados" en esa visión, cuando aprendimos 
historia universal, vimos la cultura mediterránea como modelo de civiliza­
ciones; nuestro primer conocimiento sobre el Continente africano, por 
ejemplo, partió de los grandes mitos -como afirma Hilda Varela-44 que 
occidente ha creado en torno a ese continente: "Tarzán", el "superman 
blanco" y los "negros salvajes" agrupados en tribus sin cultura y sin 
historia. Para el caso de los indios norteamericanos, las figuras "heroicas" 
como el "Llanero Solitario". 

A los indígenas, en lo que define el campo antropológico: compulsiones 
ideológicas, se les hace perder confianza en su propia cultura y terminan 
por renegar de sus valores y de sus tradiciones milenarias a fuerza de repetir 
y escuchar afirmaciones etnocéntricas que menosprecian el quehacer del 
indígena." 

42 Citado por Lederq, ('.,eran!. AntropoloRía." coloniafümn, Cali, Ediciones del Sur TI W, s. f.. pp. 17'::.-178. 

43 Perrot. Dominique y Preiswerk, Roy, EtnoCl'ntrümo e historia: América indí[?e/UI. África y Asia 
en la visi6n distorsionada de la cultura occidental, MéXICO, Nueva Imagen, 1979, pp. 11 ~39. 

44 Varela, Hilda, África: Cri~j.\ del po(}"r político. Dictaduras y procesos popufarn, México, 
CESTEM-Nueva Imagen, 1981. p. 13. 

4S Cueva Jaramillo. "Etnocentrismo y conflictos culturales. Antropología de la aculturación", UNES('(), 
América {.atilla y el Caribe, identidad y pluralismo, en rultura.f, vol. V, núm. 3, 1978, p. 27. 
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En las reservaciones norteamericanas, no hay un solo niño que no regrese 
a su casa avergonzado y lloroso después de una de esas sesiones en que se 
les enseña que su pueblo es sucio y parecido a los animales y que son una 
especie de seres humanos inferiores.46 

Sobre la condena de animalidad del indio en el presente, hay una que 
recuerdo en el infame mundo discriminador del ladino frente al quiché: 
"Aparte torito aparte guacax ... 41 Dirá al respecto Cardoza y Aragón, en 
Guatemala, las líneas de su mano: "el complejo creado por el explotador 
no nos deja ver la delicadeza de las cosas indígenas. Alguien, a manera de 
excusa, me dice al sentarme en su mesa mostrándome el preciso mantel: 
-Nosotros las personas, lo usamos sobre la mesa. Los indios se lo ponen". 
"Quien explota a los indígenas los considera holgazanes y perezosos; 
taimados y lentos, sin iniciativa. Sin redención posible, borrachos y dege­
nerados. No hay defecto que no tengan ...... 48 

Volviendo a los instrumentos jurídicos internacionales, fueron concebi­
dos, sin duda con lentes eurocéntricos y agregaríamos dominantes, en la 
medida que, en materia de culturas oprimidas, no es necesario ejemplificar 
con Asia, América y África. Tenemos el caso de los vascos, catalanes, 
canarios, bretones ... Además de lo cultural tenemos lo sociopolítico, dicho 
de otro modo, sociedades de clase agravadas con discriminaciones étnicas. 
Los pueblos indios de Guatemala, siendo mayoría, están constituidos por 
Estados uninacionales. 

Así, las grandes culturas son las mediterráneas, las euroccidentales, los 
aztecas, mayas e incas quedaron petrificados en sus maravillosos monu­
mentos arqueológicos, lo que queda, en la visión de los detentadores del 
poder, es el indio colonizado, que le asiste por ley y orientaciones antropo­
lógicas occidentales, convertirse en un ser civilizado, incorporándose a los 
dictados económicos, sociales y culturales de la sociedad capitalista y sus 
valores. De la teología tradicional, el positivismo, el funcionalismo y el 
marxismo ortodoxo, las reglas con sus variantes. 

Sin emhargo, en nombre de reivindicaciones étnicas no podemos y 
debemos caer en actitudes mesiánicas o etnocéntricas revanchistas. "Un 
pueblo no será libre cultural mente, sino cuando sin complejos de inferiori-

46 Rruce, Johan!ó;e. y Ma('stas. Rollerto, Wa.~i'chu. El genocidio de los primeros norteamericanos, 
México, FCE, 19R2. pp. 45 Y ss. 

47 Guacax: peyorativo de indio. 
48 C'ardoza y Aragón, Luis. (iuat"nlllla, fas líneas de su mano, México, FCE, 1965, pp. 399 Y 350 

respectivamente. 
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dad y sin menospreciar la importancia de los aportes de la cultura del opresor 
y de otras culturas, retoma los canúnos ascendentes de su propia cultura, la 
cual se nutre de la realidad viviente del medio liberado y niega también las 
influencias nocivas"," 

49 Cabral, Amílcar. "La cultura nacional", en Cultura y liberación nacional. México. Escuela 
Nacional de Antropología e Hi~loria. 1981. t. 1, p. 150. 
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EL CONVENTO OIT 169 Y TRES PAÍSES EUROPEOS 
Una contribución al discurso sobre derechos humanos en Europa 

RenéKuPPE 

SUMARIO: 1. Introducción. II. Austria. III. Alemania. IV. Países Bajos. 

Las páginas siguientes contienen un corto informe en tomo a la discusión 
sobre una (posible) ratificación del Convenio OIT 169 por parte de estados 
centrocuropeos, más concretamente, por Austria, Alemania y Holanda. El 
artículo incluye los aspectos de la discusión político-jurídica alrededor de 
una ratificación. 

r. INTRODUCCIÓN 

Primero es necesario mencionar que ninguno de los países mencionados 
tiene poblaciones indígenas propias en su territorio. 

Sin embargo, existen los gitanos (Roma y Sinti),l definidos como 'triba­
les' por algunos expertos dé la misma OITen opiniones privadas. Pero estos 
grupos hasta ahora no han reclamado la protección vía el Convenio 169; 
por el contrario, buscan las garantías basadas en el sistema europeo de 
protección de minorías étnicas las cuales, en algunos aspectos, todavía le 
son negadas. Se trata enlonces sohre la temática de la ratificación por países 
que no tienen puchlos indígenas dentro de su propio territorio. 

1 fJ World nitwfory (JI Mil/orir;('s, obra enciclopédica editada por el Minorlly RighlS Group, 
I.ondres, calcula para el año 1 9Rfi el siguiente número de personas 'Roma' (p. 93): en Austria: 19.000; 
en Alemania (Occidental): R4.000; en los Países Bajos: 40.000. Esos números en opinión del autor 
parecen exagerados. pero nn f;'''i claro ~i en ellos están incluidos trabajadores migranlcs de origen Roma 
proveniente .. de países como Yugoslavia o Turquía. 

95 
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n. AUSTRIA 

En mayo de 1992, una opinión aparecida en un papel interno del Minis­
tr';o para Trahajo y lo Social,' recomendaha la no-ratificación. Razón 
argumentada: el Convenio tendría implicaciones jurídicas en los asuntos 
domésticos austriacos, pero, por no existir esas poblaciones en Austria, la 
ratificación para ella sería nada más que un gesto humanitario. Una ratifi­
cación sin 'hase práctica' sería -teóricamente- posible, pero 

• la ratificación sería contra las 'costumbres' en el contexto de la Off 
* la ratificación no sería una respuesta al carácter obligatorio del Convenio, 
* Austria no sería capaz de producir su informe sobre la implementación 

del Convenio al Comité de Expertos de la Off. 
Ésta es, más o menos, todavía la opinión sostenida por ese Ministerio. 
Durante 1992 algunos individuos e instituciones privadas (ONG's) de 

los sectores de derechos humanos y de la cooperación técnica internacional 
comenzaron a ejercer presión pública y lobismo para lograr la ratificación 
por parte de Austria. Punto culminante de este movimiento fue cuando la 
Organización 'Osterreichischer Informationsdienst für Entwicklungspolitik' 
(Servicio Austríaco de Información para la Política de Desarrollo), en la 
primera mitad de 1993, pidió a sus miles de miembros el mandar 'Cartas de 
Acción' al Ministerio de Relaciones Exteriores, pidiendo la ratificación del 
Convenio por parte del país. 

De igual importancia que estas campañas públicas fueron varios lazos 
directos entre ONG' s y algunos políticos austriacos, los cuales se originaron 
sohre todo debido a las preparaciones nacionales para las conferencias 
mundiales UNCED, en Río de Janeiro, y de Derechos Humanos, en Viena. 
Estas actividades preparativas dieron origen en el país, a nuevas formas de 
cooperación directa y permitieron un intercambio informal de opiniones 
entre sectores estatales y ONG's. 

Un logro de esos contactos fue el hecho de que varios políticos adoptaron 
puntos de vista como el siguiente: que una ratificación del Convenio 169 
por parte de Austria sería un apoyo moral y un acto para dar énfasis a la 
indivisihilidad de los derechos humanos. 

El 3 de mayo de 1993, en un informe del Comité Parlamentario para la 
Política Exterior respecto a la posible ratificación del Convenio,' se expresó 

2 'Informe para el Sr. Ministro fedcral'. del 14.5. 1992. 

3 1076 Rcil. SIen. Prot. NR XVIII. ClP. 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM



EL CONVENIO orr 169 y mES PAIsES EUROPEOS 97 

como punto de vista que a pesar de 'no existir en Austria pueblos aboríge­
nes', existen varias esferas de contacto del país con esos pueblos debido a 
la cooperación técnica. 

Al mismo tiempo el diputado federal y presidente del Comité de Dere­
chos Humanos de la Internacional Socialista, Jankowitsch,' expresó en 
forma más concreta que Austria tiene muchas esferas de contacto con 
pueblos indígenas en su cooperación de polftica de desarrollo y que sería 
necesario poner esa cooperación de acuerdo con los principios del Conve­
nio. La ratificación, además, sería un refortalecimiento del peso jurídico del 
Convenio en el sistema internacional. Esta argumentación de Jankowitsch, 
sin duda, fue derivada de la opinión de varias ONG's e individuos particu­
lares, pero fue la primera vez que un político de alto rango' la expresaba en 
función oficial. 

Enjunio de 1993, durante la Conferencia Mundial de Derechos Humanos 
en Viena, la asamblea plenaria del Consejo Nacional (Nationalrat, Cámara 
de Diputados del parlamento federal austriaco), por decisión unánime,' 
requirió al gobierno iniciar la ratificación del Convenio. Pero, a pesar de 
eso, desde junio de 1993, el gobierno retrasa el cumplimiento de ese 
requerimiento, y hay fuertes indicadores que señalan que no está dispuesto 
a cumplirlo. Del Ministerio para Trabajo y lo Social salió un informe 
afirmando que Austria tendría que introducir '79 cambios jurídicos' en su 
orden legal como consecuencia de una ratificación. Varios juristas del 
Ministerio de Asuntos Exteriores opinaron -hasta ahora de forma priva­
da- que el respeto a los derechos de pueblos indígenas sería una tarea que 
correspondería exclusivamente a los estados donde esos pueblos viven. 
Negando completamente con esta posición el hecho de que hay proyectos 
de cooperación técnica, económica y cultural a nivel internacional, apoya­
dos o decididos por el Estado, que afectan a pueblos indígenas y en los cuales 
no se reconoce como ohligación jurídica ningún estándar de derechos 
humanos. 

En enero de 1994, el Ministro para Trabajo y lo Social' respondió a una 
interpelación parlamentaria, diciendo: 

4 7.5. 1993. en una emisión personal del mismo diputado para la Agencia de Prensa Austriaca. 

S Enlschlic Rung E. 112. del 17 de junio de 1993. Debate parlamentario en NR xvm. GP., 125. 
Sitlung - 17. Juni 1993. 

6 Entschlie Buug E. 112. dd 17 de junio de 1993. Debate parlamentario en NR XVIIl. GP .. 125. 
Sitlung-17. Juni 1993. 

1 Rundesmini'ilrium für Arht-'it und SOliales, el 26 de enero de 1994. 11-12367 Deil. SIen. ProL NR 
XVIlI. GP. 
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1. que hubo consultas con otros Ministros sobre una ratificación eventual 
por Austria; 

2. que se inició, vía las embajadas del país, una búsqueda de información 
sobre el juicio que tienen los estados donde viven pueblos indígenas sobre 
el Convenio; 

3. que el Ministerio de Asuntos Exteriores se dirigió al Director General 
de la OIT preguntando: 

a) si él puede remitir un infonne en el cual se clarifique si, de acuerdo 
con la opinión de la OIT, Austria está afectado por el Convenio, y 

b) si una ratificación del Convenio de carácter solamente declaratoria 
estaría contra las nonnas de la OIT. 

Resumen del caso Austria: la ratificación del Convenio OIT 169 está 
bloqueada en Austria hasta ahora por resistencias de los Ministerios. Los 
argumentos usados son éstos: 

1. El Convenio no tendría relevancias para el país, (excluyendo así por 
completo al aspecto de la cooperación técnica que afecta a pueblos indíge­
nas y a sus territorios). 

2. En consecuencia, a la no-relevancia postulada, una ratificación es 
definida como un acto con significado puramente 'declarativo'. 

En la consulta dirigida al Director General de la OIT, iniciada por el 
Ministerio de Asuntos Exteriores, la responsabilidad de resolver esa pro­
blemática se traslada a esta misma organización internacional. 

Durante el tratamiento de los derechos humanos de pueblos indígenas 
por parte de la OIT, nunca salió opinión alguna que expresara que el 
Convenio resultante estaría dirigido solamente a ciertos estados del mundo. 
No hubiese existido ninguna justificación para sugerir esto. Estados euro­
peos, sin poblaciones indígenas propias, toman a pesar de eso decisiones 
que afectan de varias maneras a esos pueblos. Sus funcionarios públicos 
participan en esas decisiones, y los proyectos se financian con sus fondos. 
Esto sería suficiente para justificar que los estados europeos sí tomen en 
cuenta el Convenio, lo ratifiquen y finalmente lo implementen de manera 
obligatoria. Sería alarmante si el Director General de la OIT, institución que 
en muchas oportunidades ha expresado la indivisibilidad de los derechos 
humanos, diese razón y aceptase la opinión sugerida por Austria de que los 
derechos garantizados en el Convenio OIT 169 sólo tienen relevancia para 
ciertos países del mundo. 
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III. ALEMANIA 

En enero de 1993, la fracción parlamentaria 'Alianza 90lLos Verdes' 
introdujo en la Cámara de Diputados alemana (Bundestag) una moción para 
que Alemania ratificara el Convenio OIT 169. En el 'Comité para la 
Cooperación Económica' fue sobresaliente la opinión de las fracciones de 
la colación del gobierno federal,' que expresaba lo siguiente: "la República 
Federal alemana no está afectada por el Convenio, porque en su territorio 
no viven pueblos indígenas ni tribales, y por esto, la República ni puede 
violar ni cumplir el Convenio". Por todo eso, Alemania no tiene "necesidad 
de acción" alguna' En esa opinión se basó la mayoña del Comité en su voto 
definitivo. 

El día 2~ de junio de 1993 se realizó el debate en la plenaria de la Cámara 
de Diputados sobre la ratificación del Convenio. La diputada Verena 
Wohllebcn del Partido Socialdemócrata se dirigió a los partidos del gobier­
no, insistiendo en los siguientes argumentos: 

Alemania no está afectada directamente, pero sí indirectamente. Somos aíecta­
dos indirectamente por nuestro trabajo, nuestra planificación de proyectos y 
nuestra total política de desarrollo, como ustedes mismos han admitido. Yo 
pregunto: ¿Por qué no queremos marcar la senda. reconociendo los derechos 
de los puehlos indígenas, y poner con esto los fundamentos para la integración de 
estos puehlos indígenas en las tomas de decisiones para el desarrollo de sus 
propios países? 

Las fracciones de la coalición de gobierno, a pesar de esta intervención, 
mantuvieron su posición inicial, y rechazaron la moción en favor de la 
ratificaci6n. 

En los últimos días de 199~, "el año internacional de las poblaciones 
indígenas del mundo", declarado así por la ONU, se organizó en Berlín el 
congreso internacional "Pacha mama", sobre "la situación de pueblos 
indígenas de Am6rica Latina" de Berlín, la "Casa de las Culturas" de 
Berlín, y hajo la protecci6n de la Comisión UNESCO alemana, congregó a 
representantes de importantes instituciones alemanas de cooperación inter­
nacional, representantes de puehlos indígenas y expertos académicos. La 

8 cm ¡¡rSI ¡ (Unión rristiano-Dt'm6cralalUnión Social-Cri~!iana) y FDP (Partido Liberal-Demo­
crático). 

9 Seithel. Frit'derike, "Yon Indigenen und Ahgeordneten", 2/nfoemagazin, Hamburgo, 1993, p. 36. 
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idea del congreso fue la de dar un informe sobre la situación integral de 
estos pueblos y de discutir el futuro de la polftica alemana en este respecto. 

Uno de los temas discutidos durante el Congreso fue el de la relevancia 
para Alemania del Convenio OIT 169 Y de la ratificación del mismo. El 
mismo autor de ese artículo, en su función de ponente invitado, tuvo varias 
controvertidas discusiones con el representante del Ministerio Federal para 
la Cooperación Técnica, presente en el evento, quien negaba por completo la 
relevancia del Convenio para su país, refiriéndose al texto del mismo 
Convenio, que no trae, de acuerdo con su opinión, ningún ordenamiento 
para los asuntos de la cooperación internacional. 

A pesar de esa afirmación, secundada por otros funcionarios ministeria­
les, los participantes del Congreso, incluyendo representantes de seis orga­
nizaciones indígenas de Guatemala, Ecuador, Colombia, Bolivia, Brasil y 
Chile, y la Comisión UNESCO alemana, la Asociación para los Pueblos 
Amenazados, y el Instituto para América Latina de la Universidad Libre de 
Berlfn se dirigieron al gobierno federal con una declaración final, expresan­
do varias demandas. Vale la pena citar completamente el punto 2 de este 
documento: 

'Esperamos del gobierno federal .. . 
2. ratificar el Convenio 169 ... (OlT), que reconoce los derechos a tierra y 

autodeterminación en su mayor parte. Ese Convenio incluye normas de derechos 
humanos que valen para todos los estados del mundo. 

Consideramos la ratificación como una señal política importante de solida­
ridad, de credibilidad y como una expresión del autocompromiso. Sobre todo la 
política exterior y la política económica exterior deberían orientarse hacia 
criterios de derechos humanos, como ya valen para la polflica de desarrollo. Se 
sentarían así lineamientos para el otorgamiento de créditos y las inversiones 
internacionales alcmanas;lO 

Resumen del caso Alemania: una posible ratificación del Convenio 169 
es en este país un asunto hastante politizado y sobrecargado por una 
polémica pesada. 

En Austria son, por el momento, los sectores burocráticos-ministeriales 
los que bloquean la ratificación mientras los poderes de los partidos polfti­
cos, por lo menos en el contexto parlamentario, lo aceptaron por completo. 

10 AbschluflPrlcliirung des Kongres.5I'J. ga;chlef an die BUlldesregierung, documento distribuido el 
día 17 de diciernhre de 1993, en la Conferencia de Prensa. en Rerlín. 
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En Alemania, por el contrario, son los mismos partidos gubernamentales 
los que han votado contra la ratificación. No es muy claro si son los intereses 
directamente económicos quienes influyen en esta posición dominante. 

La cooperación técnica alemana tiene una fortísima influencia política y 
económica sobre varios países del llamado mundo subdesarrollado. A pesar 
de esto, las opiniones que emite el Ministerio de Relaciones Exteriores 
acentúan que el país es incapaz de influir con su política exterior el trato 
político y jurídico sufrido por grupos indígenas en otros estados. De todos 
modos se ve claro que los sectores políticos en el poder se resisten fuerte­
mente a someter la conducta del Estado en su cooperación internacional a 
una base normativa estricta, evitando así posibles intervenciones jurídicas 
contra Alemania en caso de violaciones de derechos de pueblos indígenas. 

IV. PAIsES BAJOS 

El día IR de junio de 1991, el Ministro de Asuntos Exteriores, también 
en representación del Ministro de Cooperación para el Desarrollo, solicit4 
formalmente al "Comité consejero sobre Derechos Humanos y Política 
Exterior" preparar un reporte sobre los derechos específicos de los pueblos 
indígenas y de sus miembros individuales. En esa oportunidad el ministro 
informó al Comité que está dispuesto a preparar un memorándum sobre 
pueblos indígenas y la posición holandesa sobre los derechos y los intereses 
de esos puehlos y sus miemhros. 

Hay que mencionar que el Comité está integrado por miembros con un 
alto rango científico en materia de derechos humanos y de derecho interna­
cional, como el señor T. C. van noven. 

El reporte del Comité, publicado en enero de 1993, incluye unas exposi­
ciones significativas con respeto a la importancia para los Países Bajos del 
Convenio OIT 169. 

El argumento de que el no estar directaruente involucrados los Países Bajos 11 

ahsuclv3 al país de someterse a las condiciones de un convenio sobre ese asunto. 
parecería al ('omit~ consejero extremaruente frágil. La posición que el gobierno 
de los Países Bajos hasta ahora siempre ha adoptado es la de que la universa­
lidad de los derechos humanos y la responsabilidad colectiva de todos los 
estados de respetar tales derechos, conlleva a ser involucrado en un sentido 

11 Por el hecho de que no viven puehlns indígenas dentro de su terrilorio. nola aclaratoria del autor. 
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102 RENÉKUPPE 

general. El Comité consejero opina que eso también se aplica en materia de 
pueblos indígenas. Por esto, el Comité no considera que la ausencia de pueblos 
indígenas en territorio holandés constituya una razón legítima para rechazar el 
someterse a obligaciones en esa materia. Los Países Bajos no están expresamen­
te obligados a implementar las provisiones del Convenio 169 a nivel nacional, 
como se acostumbra, y este hecho, sin duda, será subrayado por los órganos de 
supervisión de la OIT, en sus métodos consistentemente cuidadosos de aseso­
ramiento. Y, a pesar de eso, el Comité consejero siente que la ratificación del 
Convenio 169 podña dar una clara señal tanto para otros estados miembros como 
para los mismos pueblos indígenas, de la verdadera importancia que los Países 
Bajos otorgan al asunto. Es también importante que los principios incorporados 
en el Convenio 169 sean observados tan escrupulosamente como sea posible 
para la implementación de proyectos de desarrollo financiados por los Países 
Bajos. " 

El 29 de marzo de 1993, los ministros de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación para el Desarrollo enviaron un memorándum al Parlamento 
del país, para infonnar sohre la política respecto a pueblos indígenas en el 
contexto de la polftica exterior y de la cooperación para el desarrollo. El 
infonne incluye la opinión del Comité consejero de Derechos Humanos, 
que afinna que el país está directamente involucrado en los intereses de los 
pueblos indígenas. El memorándum infonna, además, que se han iniciado 
conversaciones con el Ministerio de Asuntos Sociales y de Empleo (la 
autoridad competente en asuntos de la OITl, en tomo a "si una ratificación 
sería recomendable" y cuándo lograrla." 

A pesar de esta posición, el país, hasta el momento, no ha iniciado el 
procedimiento fonnal para la ratificación. 

Resumen del caso Países Bajos. En este Estado, una misma iniciativa 
ministerial, el exigido reporte sobre los derechos específicos de los pueblos 
indígenas y sus miembros, ha tematizado una eventual ratificación del 
Convenio bajo consideración. Esa iniciativa dio luz una opinión, que tiene 
bastante peso por haber sido elaborada por expertos académicos, y que 
constata que: 

* un país como Holanda tiene un enlace directo con la temática de la 
protección de los derechos de pueblos indígenas; 

12 Advies Commissie Mensen Rechten. Indigenous peoples. Advisory Report no. 16 (Versión inglesa 
publicada el 8 de junio de 1993), p. 25. 

13 Informatie. Voorlichtingsdienst Ontwikkelingssamenwerking, Nummer: l1(E) del 13 de mayo 
1993, citado de la versión inglesa oficial. 
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• un país como Holanda sería legítimo se sometiera formalmente a los 
principios del Convenio Off 169, e incluirlos en los proyectos de coopera­
ción, financiados por el Estado. 

Los Ministerios respectivos involucrados en el asunto, en principio, 
aceptaron esa opinión. Sin embargo, a pesar de esto, todavía no queda claro 
si posibles argumentos y pretendidas necesidades políticas van a tener más 
peso definitivo e influir en la decisión final que tome el país. 

No queda duda de que la cuestión de los derechos humanos de los pueblos 
indígenas está en fuerte conexión con la política exterior de los países 
centroeuropeos. Hay bastantes sectores: oficiales, como no oficiales, esta­
tales, no gubernamentales y hasta científicos, que han empezado a reconocer 
estas conexiones y a demandar el respeto por parte de sus respectivos países 
de estos derechos tal y como son concretamente incluidos en el Convenio 
169. Pero, desgraciadamente hasta el momento, ninguno de estos países ha 
tomado la decisión formal de ratificar el Convenio ni está dispuesto a 
implementar sus principios como obligación estricta en sus formas de 
cooperación internacional. 
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EL DERECHO A LA TIERRA 

Gudrun LENKERSDORF' 

SUMARIO: 1. InTroducción. n. La tierra del rey. IIl. La "restitución" 
de las tierras por Felipe l/. IV. La reforma. V. Consideracionesjinales. 

VI. Bibliografía. 

1. INTRODUCCIÓN 

Cuando se hahla de derechos indios no debe faltar la cuestión de la tierra; 
por lo tanto quiero presentar algunos elementos de un análisis histórico 
sobre el derecho a la tierra. 

Conviene primero aclarar el uso de algunos términos. ¿Qué son indíge­
nas? Existen en todas aquellas partes del mundo que sufrieron invasiones 
foráneas y que fueron colonizados, sobre todo por europeos. Es decir, los 
indígenas son producidos en sociedades coloniales que así señalan a la 
población descendiente de aquéllos que vivían en el país antes de la llegada 
de los colonizadores. Por tanto "indígena" no es un concepto antropológico 
sino una categoría sociopolÍtica que borra las particularidades de los pueblos 
vencidos. "Indios", en cambio, se refiere a los pueblos autóctonos del 
continente americano, exclusivamente. Yo uso el término "indios" porque 
así me lo enseñaron los tojolabales en Chiapas que con orgullo se identifican 
como tales después de haber transformado este concepto colonial en un lazo 
de unión entre diferentes pueblos americanos. 

Cabe señalar, además, que las reivindicaciones y derechos indios 
dependen de los principios de vida de los pueblos -los de la familia maya 
no son necesariamente iguales a los de los pescadores seris, por ejemplo-

1 Centro de E .. !udios Mayas. Institulo de Investigaciones Filológicas, UNAM. 
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106 GUDRUN LENKERSOORF 

y además del tipo de sociedad con la cual se encuentran articulados o, como 
en el caso de Hispanoamérica, en que fueron incorporados: 

En cuanto a la tierra, ya se mencionaron en estas Jornadas las contradic­
ciones que existen en la Constitución Política mexicana. El artículo cuarto 
contradice al artículo 27 ya que el primero reconoce la "composición 
pluricultural" de la Nación y promete a los pueblos indígenas que se "les 
protegerá y promoverá el desarrollo de sus lenguas, cultura, usos, costum­
bres, recursos y formas específicas de organización social", mientras que 
el otro ratifica el fraccionamiento de las tierras comunales. ¿Cómo puede 
promoverse la cultura india si se exceptúa la cuestión de la tierra?, sabiendo 
que ella es un elemento insoslayable de la cosmovisión mesoamericana y 
la demanda más sentida de innumerables pueblos. Por cierto, es también el 
punto más difícil de resolver,' pues, según la visión oficial, la tierra es 
considerada, exclusivamente, medio de producción y mercancía que se 
compra y vende. También dice el artículo 27 constitucional que "la ley 
protegerá la integridad de las tierras de los grupos indfgenas" -la ley sí, 
pero ¿los judiciales?- e incluso se mantiene la promesa de "la restitución 
de tierras", a pesar de la comprobada ineficacia de los procedimientos que 
la ley reglamentaria exige, como se explicó aquí mismo en las II Jornadas 
Lascasianas.' 

2 En contraste con la sociedad colonial angloamericana que incorporó a los negros, pero no a los 
indios. Por eso las demandas territoriales de los pueblos indios de los Estados Unidos de América son 
diferentes. A partir de la época colonial se impusieron instituciones españolas y se fonnaron estructuras 
de dominación que persisten hoy en día. aunque adaptadas a las diferencias regionales. En consecuencia 
-y la ponencia sobre la continuación de masacres de quechuas en el Perú lo confinn6 sin dejar lugar 
a dudas- el sistema vigente en la mayoría de Jos estados latinoamericanos sigue siendo violento. cruel 
y mortífero para grandes sectores de la población. en particular para los pueblos indios. no obstante los 
cambios de gobierno. Frente a esta realidad. buena parte de lo que se informó en los dos días pasados 
me parece comparable a los esfuerzos de la Cruz Roja durante una guerra; programas a corto plazo. 
necesarios y dignos de admiración. pero no suficientes porque sólo pueden salvar las vidas de los lisiados; 
defienden la supervivencia pero no acahan con la guerra y no eliminan las causas de los conflictos. Por ello 
creo que a largo plazo faltan cambios profundos en la sociedad. l.os indios. como los más vulnerables. 
son el espejo en que se ve amplificado y por eso más claro. el tipo de sistema de poder bajo el cual todos 
vivimos, 

3 Stavenhagen. Rodolfo. Derecho ¡"dfgena y derechos humanos en América Latina, México, El 
Colegio de México y el Instituto Interamericano de Derechos Humanos. 1988. p. 139, 

4 Estrada M .. Rosa Isabel, "La política de restitución de tierras a las comunidades indígenas en 
México", en Derechos contemporcfllt'oJ de los pueblos indios. JU,5ficia y derechos étnicos en Mixico, 
México. UNAM. Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1992, pp. 103-130 (Serie L: Cuadernos del 
Instituto, a) Derecho Indígena, núm, 1), La legislación vigente. aunque con más añadiduras, no resolverá 
los problemas fundamentales. Las experiencias de la historia pueden ayudar en la construcción de un 
mundo diferente. 
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EL DERECHO A LA TIERRA \07 

Bien sabido es que a partir de la invasión europea los puehlos indios 
fueron despojados de sus tierras. ¿Por qué? Se ha dicho que este despojo se 
debe a actos ilfcitos de algunos individuos voraces, ya que la legislación de 
la Corona española siempre protegió a los indios. Después de haber anali­
zado, en el caso de Chiapas, el proceso real del despojo, propongo que éste 
se hizo mucho más de manera legal que ilegal, debido a algunas leyes que 
regularon, sucesivamente, el derecho a la tierra, primero durante la Colonia 
y después en la Repúhlica. 

n. LA TIERRA DEL REY 

Cuando la expedición de Juan de Grijalva llegó a Cozumel en 1518, el 
capitán saltó a tierra, ejecutó una pequeña ceremonia y dijo que así "tomó ... 
la posesión e propiedad e señorío" de la tierra para la "corona real de 
Castilla'" 

Desde aquel momento la Corona de Castilla se consideraha legalmente 
dueña de todas las tierras americanas lo que significa que a lo largo de la 
época colonial nadie tenía derecho a la tierra excepto el rey de Castilla. El 
acto no quedaha en el plano simhólico sino que tenía graves consecuencias 
que veremos más adelante. 

Este despojo legal de las tierras indias se justificaba con argumentos 
teológicos que negahan a cualquier no-cristiano el derecho a poseer tierras, 
argumentos que sustentahan la conocida donación papal a la Corona de 
Castilla' y no eran nuevos; sólo se aplicaron a los indios de América. En 
efecto, desde el siglo XIII, durante la "reconquista" de España, los canonis­
tas discutían sobre la cuestión si sarracenos, gentiles y judíos tenían derecho 
o no de poseer tierras.' Pero además, ya estaba en práctica desde siglos atrás, 
en las invasiones de gentes del occidente al centro y oriente de Europa. Se 
recuerda que durante los primeros siglos el cristianismo se propagó por 

5 Femández de Oviedo, Gonzalo, l/isroria general y natural de las Indias, lomo n. Madrid, Atlas 
(Bihlioteca de Autores Españoles eXVIIT). 1959, p. 120. 

6 El razonamiento fue que antes de la venida de Cristo, los pueblos gentiles tuvieron derechos y 
jurisdicciones; pero después toda potestad. tanto espiritual como temporal, pasó a Cristo y éste la delegó 
en el Papado: por ello el Papa tiene el derecho de privar a los "infieles" de sus reinos y bienes. Véase 
Zavala. Silvio. ¡,tU institucionps jurfdicas en la conquista de América. 2- ed. revisada y aumentada. 
México. Pornía (Biblioteca Pornía 50). 1971, p. 15. 

7 Uno de los principales defensores de esta opinión fue el teólogo Enrique Bartolomei. cardenal de 
Ostia (el puerto de Roma) y por ello llamado el Ostiense u Hostiense. Su tesis fue el fundamento del 
requerimiento de P .Ilacio Ruhio contra el cual fray Bartolomé polemizó en su l/i.~toria. tomo 1II. p. 28. 
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108 GUDRUN LENKERSDORF 

apóstoles y luego por algunos frailes llÚsioneros. Pero Carlomagno comen­
zó a utilizar la conquista militar para "evangelizar" a los sajones a la fuerza' 
y justificó el despojo de las tierras con el argumento de que los no-cristianos 
no tienen derecho a poseer tierras. Mucho antes de que teólogos y juristas 
como fray Bartolomé de Las Casas, fray Francisco de Vitoria y muchos 
otros levantaron sus protestas, se despojaron a los pueblos del centro de 
Europa. Un ejemplo elocuente es la llamada que en el año 1108 el arzobis­
pado de Magdehurgo dirigió a los obispos y caballeros en las regiones del 
Rin y del Mosa para que se uniesen a una cruzada contra los pueblos al otro 
lado del río Elha a quienes primero se señala como paganos, bárbaros e 
inmorales en términos muy similares a los empleados, posteriormente, con 
referencia a los indios de América; por tanto no tienen derecho a la tierra y 
así se justifica la invasión y el despojo. Tennina el llamado con las palabras 
siguientes: 

.. .Ios paganos de allí son los peores hombres, pero sus tierras son las mejores, 
llenas de carne, miel, harina, aves y, si se cultiva,lIenfsima en todas las cosechas, 
incomparahle con otro ninguno ... Por tanto, ustedes sajones, francos,loreneses, 
y ustedes famosísimos hijos de Flandes, dominadores del mundo, aquí pueden 
ganar la salvación eterna de sus almas y, a la vez, si asflo desean, la mejor tierra 
de coloni711ción.' 

De esta manera, la propagación del cristianismo justificó no sólo el uso 
de la fuerza militar sino también la usurpación de las tierras, primero en 
Europa y después en América ya que los indios, igual que otros gentiles, 
sarracenos y judíos no tenfan derecho a poseer tierra. 

Sin emhargo, la donación Papal a los Reyes Católicos se distingue, 
políticamente, de las prácticas medievales. En el caso de América, el 
dominio de toda la tierra se transfiere a los reyes y no a los señores que la 
conquistan. De esta manera se evitó que se reprodujera en América el 
régimen feudal. Los conquistadores que reciben encomiendas no se con­
vierten en señores feudales; no tienen jurisdicción sohre la población 

8 Pirenne. Henri. lIistoria de Europa. Desde las invasiones al siglo XVI (versión española de Juan 
José Domenchina), quinta reimpresión. México. Fondo de Cultura Económica. 1985, p. 61. 

9 Franz, GÜnlher. Deutsches Rauerntum. t. 1, Weimar. 1940. citado en G. Haasis. Hellmut. Spuren 
der Besiegten. tomo 1: Freiheilsbewf'gungl'n von den Germal1f!nkiimpfen bis zu den Bauernaufsttinden 
im Dreissig-jiihrigl'1I Krieg [Huellas de los vencidos. Movimientos de liberación desde las luchas 
gennanas hasta las sublevaciones campesinas durante la Guerra de los Treinta Años}, Hamburgo, 
Rowohll. 1984. p. 148. 
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EL DERECHO A LA TIERRA 109 

vencida, ni son dueños de tierras ni de los campesinos que la trabajan. La 
tierra es del rey y nadie tiene derecho a ella menos él. Esto significa que 
toda la tierra es del Estado. Es por eso que hasta hoy en día la Constitución 
mexicana, en su artículo 27 dice que "la propiedad de las tierras ... corres­
ponde originariamente a la Nación", es decir, como en tiempos coloniales 
se proclamaba dueño de toda la tierra el rey de España, ahora se dice "la 
Nación", lo que sigue siendo el Estado. Aunque se trata de conceptos 
diferentes, resulta igual para los campesinos pues los poderes estatales 
tienen la facultad de transferir el dominio de la tierra, venderla o expropiarla. 
Bien sabemos que esto no son palabras huecas sino que se ejecuta de hecho. 
1.0 mismo hizo en aquel enlonces el rey. 

Por de pronlO, las consecuencias prácticas no eran mayores, ya que los 
indios seguían trahajando la tierra y el monarca estaba muy lejos y nunca 
vino a ver sus tierras americanas; pero él decide cómo quiere disponer de 
la tierra o a quién quiere regalar un pedazo de tierra como propiedad. 

Efectivamente, a los españoles que se quedaban a vivir en una de las 
ciudades o villas que ellos fundaban, les señalaba un sitio donde construir 
su casa. A los caballeros, además, les dio un terreno que se denominaba 
caballería para mantener sus caballos. Después, a los pueblos indios se les 
asignaban espacios para sus poblaciones y tierras comunales para trabajarlas. 

Con elliempo, el monarca hizo otras "mercedes", es decir, dio permisos 
especiales que llevaron a la formación de las grandes haciendas, proceso 
que fue investigado por otros autores para algunas regiones." Debido a la 
gran diversidad regional me limité a ejemplos de Cbiapas. Me baso en 
documentos de diversos archivos que permiten deducir los efectos que las 
mencionadas disposiciones gubernamentales tuvieron realmente sobre la 
tenencia de la lierra de los pueblos indígenas. 

Para Chiapas y Gualemala, provincias muy pobres, la Corona española 
expidió el IR de noviembre de 1538 una cédula real particular que autorizó 
a ciertos españoles --no a lodos, sólo a los privilegiados que ya disfrutaban 
encomiendas- adquirir tierras en propiedad privada.

11 
Desde enlonces la 

posesión legal de la tierra dependía de un pedazo de papel que llevaba el 

10 C'hevalicr. Fran~o¡s.l,(lfomlQciólI dI' los latifundios en México, tierra y sociedad en los siglos XVI 
..... XVII. 2- cd. (traducción de Antonio Alatorrc), México. Fondo de Cultura Económica. 1985. En cuanto 
al centro de México. véa~ Von Woheser. Clisela, Laformación de la hacienda en la Ipoca colonial. El 
uso ele la tierra y el aRua. México, UNAM. 19R3. 

11 Chamherlain. Rohcrt S .. "The govemorship of ¡he Adelantado Francisco de Monlejo in Chiapas, 
1539·1544", en Conlrihuf;(lI/s InAmt>ricaIlA"fhropologyalUllli.Hory. Washington. Camegie Institution 
ofWa~hington. núm. 46. pp. 173·207 (p. 2(4),1958. 
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110 GlJDRUN LENKERSDORF 

sello del rey. Este permiso abrió la puerta para que la clase alta de la sociedad 
colonial en Chiapas se apropiase más de la cuenta y comenzase a despojar 
a la población autóctona pedazo tras pedazo de sus tierras comunales. 
Cuando fray Bartolomé de Las Casas llegó a su sede episcopal, se dio cuenta 
de la situación desastrosa y de ahí no se cansó en reclamar que se restituye­
sen las tierras despojadas: "si no la restituyen os que la han robado y hoy 
roban por conquistar y por repartimientos o encomiendas y los que de ello 
participan, no podrán salvarse".12 

Cuando Felipe II finalmente ordenó "restituir" las tierras, 10 realizó de 
manera totalmente diferente a la que fray Bartolomé había pensado. 

III. LA "RESTIfUCIÓN" DE LAS TIERRAS POR FELIPE II 

ElIde noviembre de 1591 el rey Felipe II de España firmó una serie de 
cédulas reales dirigidas al virrey Luis de Velasco y otras, en el mismo 
sentido, a la Audiencia de Guatemala, en las cuales manda "restituir" las 
tierras para rectificar el desorden que se había producido en la tenencia de 
la tierra a 10 largo del siglo XVI ya que reconoce que 

uno.s, con ocasión que tienen de la merced de algunas tierras, se hayan entrado 
y ocupado en otras muchas sin título, causa ni razón, y que otros las tengan y 
conservan con títulos fingido.s e inválidos ." es causa de que se haya ocupado la 
mejor y mayor parte de la tierra sin que los concejos e indios las tengan las que 
necesariamente han menester. \3 

El rey ordena "restituir todas las tierras que cualesquier persona tiene y 
posee en esas provincias sin justo y legítimo título"; pero, ¿restituir a quién? 
no a los indios despojado.s, sino. i a él! pues la Corona es dueña de toda la 
tierra. 

Yeso no es todo. La posesión de tierras ilegalmente ocupadas pudo 
legalizarse pagando una suma al fisco por la cual se conseguían títulos 
válidos. El procedimiento se llamaba "composición" y permitía regularizar 

12 Casas, Bartolomé de las, Mt'nl(Jrial dirigido al Consejo de Indias, 1562, citado en Stavenhagen. 
op. cil., supra nota 2, p. 299. 

13 "Real cédula sobre restitución de las lierras que se poseen sin justos y verdaderos títulos", en 
Solano, Francisco de. Cedulario dI' fierras. Compilación de legislación agraria colonial (/497-1820), 
México. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1984, p. 273. 
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EL DERECHO A LA TIERRA III 

jurídicamente una situación ilegal. I4 En la práctica, de este modo se legiti­
maron más invasiones en las tierras de los indios.15 

La ley de composición de tierras fue confirmada durante el siglo XVII e 
incorporada en la Recopilación de Leyes de Indias de 168016 en términos 
muy similares, pero ahí se calla el motivo original por el cual Felipe II 
la introdujo en 1591: el rey quería "fundar y poner en la mar una gruesa 
armada para asegurar estos reinos".J7 Se recuerda que España acababa de 
perder la armada "invencible" en la guerra contra Inglaterra. Por eso 
necesitaba fondos. No sería la última vez que los pueblos de AméricaLatina 
debían financiar las guerras entre grandes potencias. 

En Chiapas, a diferencia de otras regiones,18 las consecuencias de la ley 
de composición fueron desastrosas para los pueblos indios. En 1599 la A u­
diencia de Guatemala envió al juez Juan Barba de Coronado, "para la 
composición, medidas y ventas de las tierras" .19 Primero expidió títulos para 
los propietarios y después para las tierras comunales de los pueblos. Durante 
los siglos XVII Y XVIII seguía aplicándose la "composición" de tierras que 
en Chiapas siempre significahan traspasos de más tierra cultivable comunal 
india a los propietarios. Hasta hoy en día se puede ver en los títulos de 
terratenientes cómo adquirieron sus tierras sucesivamente por "composi­
ción".'o Además, la posibilidad de "componer" un acto ilegal pagando algo 
a un funcionario, aunque hoy ya no se considera legal sino corrupto, por la 
prolongada práctica se hizo una costumbre tan arraigada que ahora es muy 
difícil erradicarla. Todo eso fue consecuencia de que el monarca de Castilla 
se apropió el derecho único a la tierra y sólo de él y sus funcionarios 

14 No sólo títulos de tierras se admitían a "composición", también otros aclos ilegales fueron 
legitimados, por ejemplo el pase a América de personas prohibidas como extranjeros o judíos conversos. 
Véase Altamira y Crevea, Rafael. Diccionario castellano de palabrasjurfdicas y técnica.5lOmadas de 
la legislación indiana, México. llNAM. lnstituto de [nvestigaciones Jurídicas, 1987. pp. 77·83. 

15 florescano. Enrique. OriRl'n y dPJQrrollo de los problemas agrarios de México, 1500-1821, 
México, Era, 1971, p. 32. 

16 Recopilación de Leyn de los RI'Yllos de las Indias, 1681, Madrid, Edic¡one~ lultura H¡~pánica, 
1973, libro IV,título 12. 

\7 Cédula Real del Pardo, 1 de noviemhre de 1591, dirigida al virrey Luis Vcla~co, en Solano, op. 
eit., nota 13. 

\8 Chevalier, Fran~oi~, op. cit .. supra nota 9, pp. 326~338. 

19 Muchos de los títulos que expidió este juez están mencionados en el expediente "Sobre la 
asignación de tierras ejidales al común del pueblo de Santo Domingo Comitlán. Año 1743", AGCA. 
A1.45-6.leg.292, exp. 2027. 

20 "Documentos sobre el valle de Cnmitán. 2 de noviembre de 1682, Don Juan Bautista González 
del Alamo, alcalde may(lr". corias en el Archivo del Centro de Estudios Mayas. llNAM. 
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112 GUDRUN LENKERSDORF 

dependía a quién se concediese un terreno. Esta situación legal debería 
haberse cambiado con la Independencia. 

IV. LA REFORMA 

La Independencia cortó los lazos de dependencia política con la metró­
poli pere dS estructuras sociales no cambiaron. En adelante las leyes se 
hicieron aquí; las tierras realengas se convirtieron en tierras nacionales, los 
indios en ciudadanos. Con las políticas liberales los indios adquirieron 
ciertos derechos, pero en vez de reconocerles sus derechos recibieron otros 
que no deseahan. Ahora podían ser propietarios de tierra, solo que, por ser 
iguales ante la ley, estahan obligados a poseerlas en forma individual. Si 
bien la Ley de Desamortización no tuvo efecto en regiones como Querétaro 
porque sólo legalizó una situación que ya existía,'l en Chiapas causó una 
tenaz resistencia por parte de la población campesina, en particular de los 
tzeItales y tojolabales. La correspondencia del entonces jefe político y 
militar del departamento de Comitán documenta el rotundo rechazo de 
transformar 10 que quedaha de sus tierras comunales en propiedades indi­
viduales. Por ejemplo, en Zapaluta (hoy la Trinitaria) ningún indio respon­
dió a la orden de solicitar escrituras para tierras individuales a pesar de haber 
prolongado el gobierno la oferta de expedirles los títulos gratis." Los de 
7.apaluta pedían títulos de sus tierras pero en común, solicitud que el funcio­
nario les negó." En Pinola (hoy Villa de las Rosas) el presidente municipal 
informó al jefe departamental en Comitán de "la oposición que los indíge­
nas, vecinos de ese pueblo, hacen contra la división en lotes de sus ejidos", 
por lo cual recibió la orden de cumplir con su deber. Por tanto, puso preso 
"al ciudadano Francisco Tovillo por desobediencia a su autoridad". Acto 
seguido, todos los tzeltales del lugar "se han dado también por presos 
voluntarios" ." 

21 {larda lIganc. Manha Eugenia. "Lo~ ranchos", Conferencia presentada en el seminario Raíces 
del Prohlema Agrario. Modalidades y Conflictos. Coordinaci6n de Humanidades de la UNAM. 4 de 
noviemhre de 1992. 

22 Circular del 2R de mayo de I Rt'i9 de la Secretaria General de Gobierno de Chiapas al jefe político 
del departamento de Comilán. Archivo de Comitán. 

23 "Correspondencia oficial de las autoridades de los pueblos del departamento. 1874, 396 notas 
oficiales", Archivo de Comítán. 

24 "Borradores de la Secretaría", Comunicaciones del jefe político del departamento de Comitán al 
presidente municipal de Pinola. 3 de ahril. 9 de abril. 12 de abril de 1880. Archivo de Comitán. 
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EL DERECHO A LA TIERRA 113 

Estos son sólo algunos ejemplos de la resistencia al fraccionamiento de 
sus tierras. Si el gohierno liberal había pretendido transformar a los indios 
en campesinos, pequefios propietarios, fracasó rotundamente. Las tierras 
fueron declaradas haldías junto con su población y adquiridas por los que 
pudieron pagarlas, es decir los que ya eran ricos. Los indios ahora eran 
ciudadanos con iguales derechos ante la ley," pero ¿quién hizo la ley? y ¿en 
interés de quiénes? El derecho a la tierra se limitó a propietarios individua­
les. El resultado fue una vez más la concentración de la tierra en manos de 
unos pocos pudientes. Los tojolabales quedaron como mozos en sus tierras, 
que pertenecían a otros. 

Es importante afiadir que, lejos de "ladinizarse", los mozos no perdieron 
su identidad de tojolahales.16 En tiempos de Lázaro Cárdenas, muchos 
consiguieron tierras ejidales que actualmente son amenazadas de nuevo por 
la política neolihcral. 

V. CONSlflERACIONES ANALES 

La historia del derecho a la tierra muestra que el despojo de las tierras 
indias fue propiciado por una legislación que obedecía a intereses de Estado 
ajenos y contrarios a los de los pueblos indios en cuya cosmovisión la Tierra 
es la madre que da y sostiene la vida; jamás puede ser mercancía. Así se 
confirma que en Mesoamérica " .. .1a ideología del desarrollo capitalista ... 
es radicalmente incompatihle con la filosofía y los derechos culturales del 
puehlo indígena"." Pero el sistema vigente no cambia su carácter voraz y 
destructivo; no puede respetar territorios autónomos y mucho menos si éstos 
se extienden por zonas petroleras. Paso a paso extermina toda forma de vida 
incluyendo la tierra. Por 10 tanto, se necesita construir otro sistema, cuyo 
fundamento es la vida, la vida de todos y no la de pocos a costa de los demás 
y de la naturaleza. Este proceso de construcción para el futuro sólo se puede 
lograr junto con los indios de cuya sabiduría mucho se debe aprender, en 
particular de los mayas cuya visión cósmica ha demostrado su extraordina­
ria fuerza de vida que se hasa en una lógica dialéctica que corresponde a la 

2~ Sin emhargo. muy pronto se hicieron leyes parliculares para indios, por ejemplo prohibiéndoles la 
fahricación y venta de aguardiente. 

26 RUl, Mario Humherto, SaI'in ¡"dia, floraci611 lculina. Apuntes para una historia de las fillcas 
cnmitecas (.~¡8Im XVI//:liXIX). México. Consejo Nacional para la Cultura y las Artes. 1992. p. 345. 

27 Stavenhagen.op. cit .. mpra nola 2. p. 275. 
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convivencia annónica de una diversidad de sujetos, todos responsables de 
sustentar el cosmos. Acabar con la venta de la tierra será un paso en el 
camino de tal construcción: 

¿Quién tiene derecho a la tierra? ---para explotarla, nadie; pero cuidarla, 
es obligación de todos nosotros. 
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LA EXPERIENCIA EN LA CAPACITACIÓN EN DERECHOS 
HUMANOS A GRUPOS INDÍGENAS 

Magdalena AGUlLAR A. 

SUMARIO: 1. Introducción. n. Programa de asuntos indígenas. m. 
Estudios especiales sohre la problemñtica de cada grupo indígena. IV. 
Prcgrama especial de capacitación en derechos humanos a grupos 
indígenas. V. Principales violaciones que presentan las comunidades 
indígenas. VI. Algunas recomendaciones que ha emitido la CNDH con 
respecto a los derechos de las comunidades indígenas. VII. Conclusiones. 

1. INTRODUCCIÓN 

Agradezco la oportunidad que se me presenta de compartir con ustedes las 
experiencias que la Comisi,\n Nacional de Derechos Humanos y especial­
mente las que la Dirección de Capacitación ha tenido con respecto a la 
promoción y defensa de los derechos humanos de las comunidades indígenas. 

El 7 de diciemhre de 1990 el presidente de la República envió al Congreso 
una iniciativa de ley para adicionar un primer párrafo al artículo 4° Consti­
tucional donde se estahlece: 

La nación mexicana tiene una composición pluricultural sustentada original­
mente en sus puehlos indígenas. La Ley protegerá y promoverá el desarrollo de 
sus lenguas, culturas, usos, costumhrcs. recursos y formas especificas de orga­
nización social, y garantizará a sus integrantes el efectivo acceso a lajurisdicción 
del Estado. En los juicios y procedimientos agrarios en que aquéllos sean parte, 
se toman}n en cuenta sus pnícticas y costurnnrcs jurídicas en los ténninos que 
establece la ley.' 

1 Artículo 4". lmwi/¡Jciólll'o!írica di' 1m F.sI{Jdo.~ UI/idos Mexicanos, México, F-dilorial Andrade, 1993. 
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Conforme a esta preocupación que ha demostrado el Ejecutivo y tomando 
en cuenta la indefensión y vulnerabilidad de los grupos indígenas; así como 
la complejidad de su problemática. en la que resalta la situación de margi­
nación y extrema pobreza en que se encuentran. la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos estahlece en el articulo 29 de su Reglamento Interno. que: 

Cuando se presenten ante la Comisión Nacional quejas por violaciones a los 
derechos humanos de comunidades indígenas que evidencien patrones sistemá­
ticos de transgresión de tales derechos. la Comisión Nacional conocerá de dichas 
quejas. En estos casos la Comisión Nacional. con independencia de la forma de 
solución de cada expediente. podrá expedir un pronunciamiento general sobre 
el problema planteado.' 

Para ello se cuenta con un Programa de Asuntos Indígenas. que atiende 
las quejas procedentes de estos grupos o que afectan a alguno de sus 
miembros; se han elahorado estudios sobre la situación en que viven las 
comunidades indígenas de los estados de Puebla. Oaxaca y Chiapas. Ade­
más se ha llevado a cabo un programa especial de capacitación a promotores 
de derechos humanos en las comunidades indígenas de los estados de 
Chiapas y Guerrero. 

Parte del programa de actividades del área de comunicación social de la 
Comisión Nacional consiste en la filmación de documentales. que contienen 
testimonios de la labor que se ha llevado a cabo en las zonas indígenas del 
país. tanto en lo que se refiere a la capacitación de los líderes y autoridades 
indias como en la defensa de los derechos humanos de esta población.' 

!J. PROORAMA DE ASUNTOS INDIOENAS 

Por lo que toca a la defensa y protección de los derechos humanos. por 
parte de la Comisión Nacional de Derechos Humanos. se creó una Coordi­
nación de Asuntos Indígenas dentro de la Primera Visitadurt'a. para recibir 
y dar seguimiento a las quejas sobre violación de los derechos de individuos 
o comunidades indígenas. 

Asimismo. se complementa la labor defensiva de la Comisión Nacional. 
con la realización de programas piloto regionales y documentos de análisis 

2 Artículo 29. CNDH Decreto Con5lilucional. Ley y Reglamento Interno de la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos. México. CNDH. 1992. 

3 CNDH. "Con los Tzeltales en Chiapas", México. 1993. 
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en torno a la situación que guardan los derechos humanos. En ese sentido 
se impulsaron los programas para la Sierra Norte de Puebla y para la zona 
mixe, cuyos resultados se presentan en publicaciones de la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos.' 

También, se realizó un programa piloto en la Sierra Tarahumara. Dentro 
de este programa se llevó a cabo un estudio sobre los principales problemas 
a que se enfrenta este grupo étnico para acceder a la justicia y hacer valer 
sus derechos humanos. 

Entre los problemas más comunes de estas comunidades, destaca el 
conflicto de coexistencia entre dos órdenes jurídicos distintos: la costumbre 
jurídica de los raramuris y las leyes locales y federales. Además, la negli­
gencia de algunas autoridades, especialmente las encargadas de procurar e 
impartir justicia; el rezago agrario y la impunidad con la que operan ciertos 
grupos asociados con el narcotráfico son fuente de innumerables conflictos 
en la región. 

Actualmente se labora en un programa piloto de atención los grupos 
huicholes y coras. 

III. ESllJnIOS ESPECIALES SOBRE LA PROBLEMÁTICA 
DE CADA GRUPO INDÍGENA 

l. Las comunidades na/¡uas en el estado de Puebla 

En la Sierra Norte del estado de Puebla, se efectuó un programa piloto 
para conocer la situación de los derechos humanos de los nahuas. Este 
programa fue llevado a cabo por personal de la Comisión Nacional durante 
los meses de abril a agosto de 1991. 

Entre los resultados ohtenidos por este estudio destacan los siguientes 
puntos: 

-De 621 ,91R hahitantes, 278,323 hahlan lenguas indígenas, aproxima­
damente el 45% de la pohlación desconoce el castellano. 

-Existe una constante lucha por el poder regional entre distintos grupos 
de partidos políticos y de organizaciones campesinas. 

-La actividad económica es la agricultura, pero en el 70% de los casos, 
la mitad del ingreso familiar proviene de trabajos asalariados. 

4 CNDH, Memoria de la zona mixe en el estado de Oaxaca. México, Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, 1991. 
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-El 40% de la población es analfabeta. Los nUlos no asisten a la escuela 
entre los meses de noviembre a febrero por dedicarse a las labores agrfcolas. 

-Los servicios de salud, educación y vivienda son insuficientes.' 
Entre las quejas presentadas ante la Comisión Nacional por las comuni­

dades indfgenas destacan las relacionadas con la situación agraria que se 
vive en la zona. 

Los altos fndices de marginación económica en que vive la población 
indfgena de la Sierra Norte de Puebla propician la violación a sus derechos 
humanos y dificultan su acceso a la justicia. Los conflictos por el poder 
regional entre las distintas organizaciones campesinas y polfticas agravan 
aún más la situación precaria y de violación a los derechos humanos en que 
viven los indfgenas de la zona. 

La Comisión Nacional recomendó la ampliación y el refuerzo de los 
programas de desarrollo, para crear condiciones de respeto a los derechos 
humanos y la destinación por parte del Estado de mayores recursos, con el 
objeto de elevar las condiciones y calidad de vida de estas comunidades. 
También, señaló que los grupos y organizaciones políticas en conflicto 
deben buscar espacios de concertación que hagan posible un clima de paz 
social en la región. 

2. La zona mixe en el estado de Oaxaca 

Durante el recorrido que realizaron integrantes de la Comisión N acio­
nal de Derechos Humanos a 18 comunidades de la zona mixe en el estado 
de Oaxaca, se recibieron un sinnúmero de quejas por presuntas violacio­
nes de derechos humanos. La mayor parte de éstas se derivan de: conflictos 
agrarios entre las comunidades, dilaciones e irregularidades de los procedi­
mientos agrarios y de los procedimientos penales, detenciones ilegales, 
incumplimiento de términos constitucionales, abuso de autoridad, y tortura. 

Una de las quejas recibidas concluyó con la liberación de los quejosos, 
dos quejas más dieron lugar a las Recomendaciones (103/91 y 134/91) 
relativas al reclusorio de Tuxtepec y a la comunidad de San Juan Jaltepec 
de Candayoc, donde se destaca que la problemática de la zona mixe es 
compleja. 

La Comisión Nacional señaló la necesidad de elevar el nivel de calidad 
de vida de los habitantes de la zona. También, concluyó que las condiciones 

5 CNDH, Situación de los derecho.~ huma/lOS en la Sierra Norte de Puebla. México. CNDH, 1992. 
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IV. PROGRAMA ESPECIAL DE CAPACITACIÓN EN DERECHOS 
ffiJMANOS A GRUPOS INDíGENAS 

La Comisión Nacional ha concedido prioridad a la atención de los 
pueblos indios, desarrollando un Programa de Capacitación a Grupos 
Indígenas, dirigido principalmente a líderes naturales, autoridades tradicio­
nales y miembros de estas comunidades. Como parte de este programa se 
han realizado cursos, talleres, jornadas y foros de derechos humanos con 
tarabumaras, mixtecos, zapotecos, mixes, nabuas, mazatecos, tzeltales, 
huicholes, tIapanecos, tepchuanos, guarojios, pimas, chontales y choles, en 
los estados de Chihuahua, Chiapas, Guerrero, Jalisco, Oaxaca, San Luis 
Potosí, Tabasco y Veracruz. 

Durante el último año, la Dirección de Capacitación desarrolló un pro­
grama especial a líderes, autoridades tradicionales y miembros de comuni­
dades indígenas, iniciándose la capacitación a grupos migran tes y dando 
mayor énfasis a la formación de promotores. En este periodo se impartieron 
un total de 16 cursos de 1,414 indígenas, con un total de 216 horas/curso. 

Estos cursos fueron organizados en coordinación con el Programa Indí­
gena de la Comisión Nacional, el Instituto Nacional Indigenista, la Comi­
sión de Derechos Humanos del Estado de Chihuahua, la Unión de 
Comunidades Indígenas de la Zona Norte del Istmo, el Centro de Derechos 
Indígenas, A. C. (CEOIAC) y la Asociación Jalisciense de Apoyo a 
Grupos Indígenas, A. C. Las instituciones como el Instituto Nacional 
Indigenista colaboran en el apoyo logístico y la infraestructura para impartir 
los cursos, también son ellos los que en más de una ocasión funcionan como 
intermediarios, entre las comunidades indígenas que se encuentran intere­
sadas en conocer sus derechos y la Dirección de Capacitación de la Comi­
sión Nacional, para la organización de los cursos. 

Algunos de los temas impartidos en los cursos fueron: la Declaración 
Universal de Derechos Humanos; la Comisión Nacional de Derechos Huma­
nos; el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo; el Artículo 
4 Constitucional y su reglamento; el acceso a la justicia y temas agrarios. 

Es importante mencionar que conforme se ha avanzado en el programa 
de capacitación a grupos indígenas, se ha impulsado la preparación de 
promotores indígenas en derechos humanos, quienes a su vel. reproducirán 
esta labor en diferentes zonas. La importancia de impulsar esta línea de 
trabajo se comprende mejor al señalar algunos de los resultados obtenidos 
de los cursos de preparación de promotores en derechos humanos en Clúapas. 
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Por ejemplo, se impartió un curso en Jlachajón, Chiapas, para 98 promo­
tores con una duración de tres días. Estos promotores, que laboran en 49 
zonas de seis diferentes regiones, a su vez impartieron un curso de tres días 
en cada una de las zonas con una asistencia de 1200 a 1500 participantes en 
total. Dentro de las 49 zonas se impartieron posteriormente 358 cursos de 
un día para las diferentes comunidades indias. De esta manera se puede 
observar cómo con un curso de capacitación a promotores se logró llegar a 
358 comunidades indígenas y darles a conocer cuáles son sus derechos. 

Para apoyar los cursos impartidos a las comunidades indígenas, se ha 
elaborado material didáctico como cuadernillos, rotafolio y acetatos donde 
se hahlan de los derechos humanos, especialmente los de las diferentes 
etnias.' También, se han elaborado talleres y dinámicas especiales para las 
comunidades indígenas. Por ejemplo, se diseñó una dinámica participativa 
sustentada en el manejo de un rotafolio sobre la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, en el que cada uno de los artículos sirve de partida para 
explicar los derechos, sus violaciones, y ejemplificando con la situación de 
otras etnias se logra captar el interés de los oyentes. La respuesta de los 
participantes es mayor cuando identifican los derechos humanos con suce­
sos que forman parte de su vida cotidiana. El sentido que adquieren, con 
ello, las sesiones proporciona un panorama general de la situación que 
guardan los derechos humanos en el lugar. 

Uno de los grandes avances, en la elaboración de material didáctico para 
apoyo a los cursos de grupos indígenas es que ahora ya se cuenta con la 
traducción de algunos trípticos y cartillas publicadas por la Comisión 
Nacional en tarahumara y en tzeltal; asimismo se cuenta con la traducción 
al tzeItal de algunos documentos que forman parte de los contenidos de los 
cursos que se les imparten a las comunidades indígenas, como son: Decla­
ración Universal de Derechos Humanos, el Convenio 169 de la OIT, las 
funciones de la Procuraduría Agraria y de los Tribunales Agrarios, los 
alcances de las modificaciones al artículo 4 constitucional y síntesis de las 
reformas al artículo 27 de la Constitución, todo ello logrado con la partici­
pación de los organizadores de dichos cursos.' 

7 La guía hásica utilil.ada es CII{a há,üca - rota folio: Los derechos humanos de los grupos ind{genas. 

8 La versión altl.eltal de los siguientes documentos: Gula básica - rOlafolio: IO.f derechos humanos 
de los ,r:rupns ind(gnlas: arl{cula 4 6 ('(llI.\lillicirmal; Declaraci6n Universal de Derechos Huma/lOS y el 
Convenio /69 de la O/T, se encuentra para su con<iulta en el Centro de Documentación de la Comisión 
Nacional de Dcrerhos Humanos. 
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Los objetivos que se pretenden a través de los cursos es proporcionar 
algunos elementos para la defensa de los derechos de esta población. dada 
la indefensión en la que se encuentran los indígenas. Para lograr este fin el 
contenido de los cursos se adecua a las características específicas del 
auditorio; de acuerdo a nuestra experiencia hemos podido identificar tres 
grandes apartados: 1) cursos a indígenas en sus comunidades. en donde 
existe una constante violación a sus derechos fundamentales; 2) cursos a 
indígenas que por su condición de migrantes se enfrentan a situaciones 
particulares. y 3) cursos a Ifderes y autoridades indígenas que están intere­
sados en el conocimiento de los derechos humanos y por su posición dentro 
de la comunidad tienen la posibilidad de promoverlos y darlos a conocer. 

Los contenidos de los cursos varían de acuerdo al grupo étnico al cual 
van dirigidos. como por ejemplo el contenido temático del curso dado a 
grupos huicholes en San Sebastián TepenohuaxtIán consiste en la exposi­
ción de los siguientes temas: ¿Qué son los derechos humanos? Declaración 
Universal de Derechos Humanos y una recomendación. También se ocupa­
ron dinámicas como la lluvia de ideas para explicar los derechos humanos 
de los pueblos indígenas. las garantías individuales y los organismos 
protectores de los derechos humanos; y talleres para tratar los temas: 
"Relato de una historia de violación de derechos humanos". contenido del 
Convenio 169. presentación de una queja y "Lectura comentada de una 
recomendación". (Ver programa completo de un curso tipo en el anexo). 

Al abordar los derechos humanos en México. donde se exponen princi­
palmente las garantías individuales con el apoyo de acetatos se le pide a la 
audiencia que participe con sus experiencias sobre cada uno de los artículos 
constitucionales. Al finalizar se organizan grupos de trabajo a los cuales se 
les reparten varias tarjetas que contienen artículos específicos para que cada 
grupo los analice y posteriormente en una reunión plenaria expongan sus 
conclusiones. 

Los cursos que se imparten a las comunidades indígenas tiene siempre 
una duración mayor a tres días. esto se debe entre otras causas a la necesidad 
de convivir con los participantes para conocer un poco de sus costumbres 
y entender sus necesidades específicas. 

Como parte de las experiencias que se han obtenido a 10 largo de los 
cursos dados a indígenas. se ha podido ver que después de uno de estos cursos 
en derechos humanos las comunidades se encuentran sensibilizadas en lo 
referente al respeto de sus derechos. ya que en más de una ocasión se han 
presentado quejas de violaciones a sus derechos cuando el personal de la 
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Comisión Nacional encargado de recolectarlas llega a la zona; es decir, que 
los grupos se muestran más abiertos a exponer sus inconformidades y 
defender sus derechos presentando quejas, al respecto, ante la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos. 

Además de la realización de cursos y eventos de capacitación a los grupos 
indígenas, se proporciona la asistencia y orientación sobre contenidos de 
programas y materiales didácticos de derechos humanos a las asociaciones 
y organismos que dirigen sus objetivos a ese sector. 

V. PRINCIPALF.5 VIOLACIONES QUE PRESENTAN 

LAS COMUNIDADES INDIGENAS 

La experiencia que se tiene en la Comisión Nacional sobre la problemá­
tica de los derechos humanos de los grupos indígenas es variada, pero se 
puede decir que las violaciones individuales y a comunidades indígenas 
abarcan desde el aislamiento geográfico al que se ha relegado a este sector 
de la población nacional hasta la marginación económica que se manifiesta 
en la carencia de todo tipo de servicios e infraestructura que son más que 
notorias en las zonas donde habitan estos grupos. 

Otro tipo de violaciones de los derechos humanos son aquéllas que 
lesionan los derechos fundamentales y civiles con que cuentan las comuni­
dades indígenas frente al Estado. Este tipo de violaciones se deben princi­
palmente al desconocimiento por parte de los indígenas de la legislación 
imperante en el país y en más de un caso del idioma castellano. Esta falta 
de información se ve incrementada por las distancias y lo inaccesible de 
algunas regiones. 

El aislamiento en el que viven estas comunidades indígenas y lo difícil 
de su acceso favorecen la impunidad en el actuar de algunas autoridades. 
En los cursos que ha impartido la Comisión Nacional se ha podido detectar 
que el ejército, al igual que algunas agrupaciones de policía, realizan 
detenciones y revisiones arbitrarias en los caminos serranos. 

La experiencia de la Comisión en el estudio de las comunidades indias 
demuestra que una de las principales fuentes de violación a los derechos de 
estas poblaciones se encuentra íntimamente relacionada con los conflictos 
agrarios. La mayoría de las quejas recibidas hasta ahora por la Comisión 
Nacional en materia agraria, se refieren a los siguientes procedimientos: 

-Dotación y ampliación de tierras, pargues yaguas. 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM



t28 MAGDALENA AGUILAR A. 

---Creación de nuevos centros de población. 
-Reconocimiento y titulación de bienes comunales. 
---Conflictos de ¡¡mi tes. 
-Expropiación de terrenos ejidales y comunales. 
-Indemnizaciones por expropiaciones agrarias. 
-Privación de derechos agrarios. 
La Comisión Nacional establece en su artículo 17 del Reglamento 

Interno que: 

Las quejas por presuntas violaciones a los derechos humanos por parte de la 
Procuraduría Agraria, Procuraduría Federal del Consumidor y la Procuraduría 
Federal de Protección al Ambiente quedarán dentro de la competencia de la 
Comisión Nacional, cuando sus actos u omisiones puedan ser reputados como 
de autoridad.' 

Por lo tanto es competencia de la Comisión Nacional recibir quejas 
referentes a las irregularidades y vicios en los procedinúentos llevados a 
cabo en la Procuraduría Agraria. 

Es importante asistir a las zonas indígenas, porque además de llevar a 
cabo la actividad capacitadora, se pueden conocer directamente cuáles son 
las causas que originan la violación constante de ciertos derechos de 
individuos o grupos indígenas y con ello tener la posibilidad de proponer 
soluciones a la prohlemática específica que se presenta. Sobre todo, toman­
do en consideración que por las diferencias culturales y la falta de informa­
ción, las quejas que pueden llegar a esta Conúsión Nacional son, en 
cantidad, apenas una muestra de lo que realmente sucede. 

Es por ello que, dentro de los cursos de capacitación a grupos indígenas 
se les da un énfasis especial al procedimiento de queja ante la Comisión 
Nacional, señalándoles los diez aspectos a considerar en la presentación de 
la queja. Se otorga especialmente cuidado en señalar que los datos del 
quejoso dehen estar completos para que se tenga la posibilidad de localizarlo 
durante la investigación, por lo que se les pide que anoten el nombre 
completo de su comunidad, su municipio y estado y faciliten un número 
telefónico donde se les pueda proporcionar o requerir la información 
necesaria. 

9 Artículo 17. ('NOIl Decreto Constitucional. Ley y Reglamento Interno de la Comisión Nacional 
de Dl'rechos Humanos. Méltico: CNO". 1992. 
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También, es importante hacerles saber que el trámite frente a la Comisión 
es gratuito y que contarán con la ayuda de un traductor para poner su queja, 
en el caso que no conozcan el castellano. Así como que no es necesario 
contratar a un abogado para presentar la queja. Es decir, que no requieren 
de mayor ayuda para lograr que sus derechos sean respetados. 

VI. ALGUNAS RECOMENDACIONES QUE HA EMmOO LA CNDH 
CON RESPECfO A LOS DERECHOS DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS 

La Comisión Nacional hasta la fecha ha emitido 23 recomendaciones 
relativas a las comunidades indígenas, o miembros de éstas, de los estados 
de Oaxaca, Chiapas, Chihuahua, Jalisco, Quintana Roo, Zacatecas y Gua­
najuato. 

Entre estas recomendaciones destaca la elaboración de documento en que 
--por la vía de la amigable composición- se sugirió al licenciado José 
Patrocinio Cionzález, en ese momento gobernador constitucional del estado 
de Chiapas, promoviera la libertad absoluta e incondicional de ocho indí­
genas choles y tzeltales detenidos en la ciudad de Palenque, Chiapas. Se 
sugirió, tamhién, al primer suhprocurador de justicia en el estado de Chia­
pas, que de resultar procedente promoviera la libertad por desvanecimiento 
de datos de otro indígena acusado de homicidio, que fue detenido. En ambos 
casos los indígenas fueron lihcrados. 

También, en el estado de Oaxaca se emitió una recomendación (171/92) 
en la que se le solicitaha al procurador general de justicia del estado que 
interviniera en el cumplimiento de las órdenes de aprehensión de los 
involucrados en las amenazas, rohos, despojos, lesiones y en general el 
clima de violencia que se vivía en la comunidad indígena mazateca del 
municipio de Jalapa de Díaz, distrito de Tuxtepec. 

En el estado de Chihuahua se recihió una queja de violación de derechos 
humanos a las comunidades tepebuanas del municipio de Guadalupe y 
Calvo, efectuada por elementos del ejército mexicano. La Comisión Nacio­
nal recomendó en este caso que el gobierno ampliara y agilizara el esclare­
cimiento del homicidio del subteniente OCUITido en esa zona y en su caso 
ejercitará acción penal en contra de quien resultara responsahle. Al procu­
rador de justicia militar se le solicitó que se incrementara la indemnización 
otorgada a las familias agraviadas, con el objeto de que se cuhra en forma 
adecuada los daños y perjuicios ocasionados. Y a la Secretaría de Agricul-
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tura y Recursos Hidráulicos se le pidió la realización de planes y programas 
de desarrollo agropecuario para ayudar al mejoramiento de las condiciones de 
vida de estos grupos indfgenas. 

VII. CONCLUSIONES 

-Este año por ser el año internacional de los pueblos indios merece 
especial atención la reglamentación que señala los derechos y obligaciones 
de este grupo. 

-Es la lahor que atañe a toda la sociedad conocer y respetar a todas las 
comunidades indfgenas que existen en México. 

-La Comisión Nacional de Derechos Humanos a través de sus diversos 
programas de atención a grupos indfgenas incide en el reconocimiento de 
los derechos de este sector de la población. 

-De manera particular, nuestra experiencia nos ha demostrado que el 
papcl del área de capacitación en las zonas indígenas es el de catalizador, 
puesto que impulsa el proceso de equidad y acceso a la justicia, al informar 
a los grupos indígenas respecto a sus derechos y orientarlos sobre las 
opciones que tienen para hacerlos valer, canalizando positivamente su 
descontento al proporcionarles alternativas de solución. 

Termino agradeciendo nuevamente la oportunidad que se me ha brindado 
para compartir con ustedes algunas de las experiencias que hemos tenido al 
capacitar a los diversos grupos indfgenas que existen en nuestro país. 

Muchas Gracias. 
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REFLEXIONES ANTE LA " REUNIÓN CUMBRE 
DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

Rigoberta MENCHÚ TUM 

Desde la cuna sagrada de los mexicas, desde este gran continente milenario, 
moreno, mestizo y plural. Escenario de arduas luchas, voz y conciencia de 
tantas raíces. Desde aquí, tenemos el alto honor de dar nuestra fraternal 
bienvenida a todos nuestros hermanos y hermanas y distinguidos invitados, 
que no escatimaron esfuerzos para participar y estar presentes en la Segunda 
Reunión Cumhre de los Pueblos Indígenas. 

Hace 70 años el jefe Deskaheh llegaba a Ginebra para solicitar primero 
y exigir después la representación de su pueblo en el seno de la Sociedad 
de Naciones (SDN). Sus peticiones no fueron atendidas, pero en 1923 fue 
la primera vez que un jefe indio se presentaba ante un órgano intcrgubema­
mental para reclamar la justicia y los derechos de un pueblo indígena en 
tanto puehlo. Rendimos homenaje al jefe Deskaheh y a todos nuestros 
lfderes que han luchado por la dignidad, justicia, libertad y los derechos 
inalienables de los pueblos indígenas del mundo. 

Hoy, tenemos el honor de inaugurar la Segunda Reunión Cumbre de los 
Pueblos Indígenas. que tiene como objetivos los siguientes: hacer un 
halance necesario sohre el ano internacional de los pueblos indígenas desde 
nuestra perspectiva; definir el marco para el decenio como continuidad del 
año internacional; asegurar la continuidad de nuestra participación en la 
discusión y aprobación del Proyecto de Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, como primer paso hacia la 
elaboración de una convención internacional en la materia y que, en esta 
segunda cumhre, se acuerde un programa de acción protagonizado por 
nosotros mismos para hacer cumplir las líneas establecidas en la Primera 
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Reunión Cumbre de Pueblos Indígenas, celebrada en R'okob' (Chimalte­
nango l, en mayo de este año. 

A punto de iniciar el siglo XXI nos toca levantar con energía nuestra voz, 
para reclamar los derechos fundamentales de todos los pueblos indígenas y 
originarios de todo el planeta. Hermanos, la lucha de nuestros pueblos se 
plantea entonces a nivel mundial. 

Con amargura y tristeza constatamos que el etnocidio y el genocidio 
continúan. El robo de tierras y recursos naturales no ha terminado. La 
militarización de pueblos indígenas continúa. Asimismo, tierras y territorios 
indígenas siguen siendo utilizados con fines militares que nada tienen que 
ver con los intereses de los indígenas. La represión generalizada, la discri­
minación en todos sus aspectos, la tortura y la muerte son parte de lo 
cotidiano de nuestros pueblos. Se sigue practicando la destrucción y conta­
minación de los territorios tradicionales. Tierras indias están siendo, o 
pretenden ser utilizadas como basureros químicos, industriales o radiacti­
vos. Se generaliza el saqueo de los recursos indispensables para la vida de 
los pueblos indígenas. En nombre de un supuesto desarrollo se destruyen y 
se desacralizan lugares de ceremonias y sitios sagrados. Nuestras culturas, 
lenguas, religiones, ceremonias, valores, contribuciones y creatividad son 
pisoteados regularmente. 

Lo que hemos mencionado es una amarga y real constatación, pero no 
olvidemos que nuestros pueblos no han dejado de luchar y de ser protago­
nistas de grandes y esforzadas luchas. Por ejemplo en el marco del llamado 
Quinto Centenario, nosotros logramos romper el silencio, afirmar nuestra 
lucha por nuestro necesario autodescubrimiento. Nuestra lucha es larga y 
apenas se inicia de manera organizada. 

Nuestra lucha es por la paz, la armonía y el respeto mutuo entre pueblos 
y culturas. La paz la entendemos como una condición indispensable para la 
vida física y cultural de todos los pueblos. Las filosofías y prácticas 
indígenas dicen sí a la paz como una relación fraterna y de respeto mutuo 
entre las sociedades y los individuos; sí a la paz como relaciones 
igualitarias entre los pueblos y culturas de nuestro planeta. Pero no pode­
mos aceptar una "paz" que obliga a los pueblos indígenas a renunciar a sus 
lenguas, sus culturas, sus derechos; es decir, los lleva a la asimilación a la 
sociedad no indígena y con ello a su destrucción como pueblos. Entonces, 
nosotros decimos no a la paz que nos pone de rodillas, no a la paz de las 
cadenas, no a la falsa paz que niega los valores, las contribuciones y la 
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presencia física y cultural de nuestros pueblos. Al mismo tiempo, decimos 
sí a la vida, sí a la libertad, sí a la dignidad de nuestros pueblos. 

Hermanas y hermanos: 
Pensamos que algunas situaciones que vivimos los pueblos indígenas 

deberían ser analizadas, tomando en cuenta la Resolución 1514 (XV) de 14 
de diciembre de 1960 de la Asamblea General de la ONU "Sobre la 
concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales", y del 
artículo 73 de la Carta de Naciones Unidas. Por otra parte, creemos que, por 
otras situaciones, deben ser estudiadas atentamente las conclusiones y 
recomendaciones de la reunión que tuvo lugar en Nuuk (territorio autónomo 
de Groenlandia) en 1991, "Sobre la experiencia de los países en el 
dominio de la aplicación de planes de autonomía interna en favor de las 
poblaciones indígenas", si los pueblos indígenas lo estiman conveniente. 

También es necesario ver las situaciones de algunos pueblos indígenas 
que están relacionadas con el delito previsto en el artículo II y especificado 
en el artículo IU de la "Convención para la prevención y sanción del delito 
de genocidio", adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 9 de 
diciembre de 1948. Pero, al mismo tiempo, hay que constatar que el 
mecanismo de control previsto en esta Convención se ha mostrado ineficaz 
para prevenir y castigar los crímenes de genocidio que se han cometido y 
se cometen contra los pueblos indígenas. 

Observando las recientes masacres contra nuestros hermanos, por ejem­
plo la cometida contra los Yanomamis en Rrasil; la represión, la militariza­
ción, el reclutamiento forzado de nuestros jóvenes mayas al servicio militar 
en Guatemala; las violaciones de mujeres indígenas y el sometimiento al trabajo 
forzado de nuestros hermanos en I3irmania es urgente exigir al sistema de 
Naciones Unidas una revisión de la Convención sobre el Genocidio para 
proponer un mecanismo de control adecuado para prevenir, sancionar y 
castigar de manera efectiva esos atentados a los más elementales derechos 
de los pueblos. Pero es sobre todo un llamado a que renovemos nuestra 
lucha, denuncias y exigencias por el fin de la impunidad, nacional, regional 
e internacional. 

La destrucción y contaminación de los territorios tradicionales de los 
pueblos indígenas constituye un grave problema. Por lo anterior, al igual 
que lo hiciera la Conferencia sobre "Medio ambiente y poblaciones indí­
genas" que tuvo lugar en Santiago de Chile en 1992, insistimos en la 
necesidad de tipificar, a nivel nacional e internacional, el "delito de ecoci­
dio" por la relación directa que éste tiene con el etnocidio y el genocidio. 
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El informe que está preparando la señora Fathma Ksentini (Argelia) 
como Relatora especial de la subcomisión de prevención de discriminacio­
nes y protección a las minorfa~ de Naciones Unidas "sobre medio ambiente 
y derechos humanos", cuenta con nuestro decidido apoyo. 

Es de vital importancia para nuestros pueblos que los tratados, acuerdos 
y otros arreglos constructivos acordados entre los pueblos indígenas y las 
expotencias coloniales o Estados actuales sean cabalmente respetados para 
establecer nuevas, claras y armoniosas relaciones de respeto y cooperación 
mutua. Pero, al mismo tiempo, es necesario que los pueblos y organizacio­
nes indígenas colaboremos activamente en el estudio que, para este propó­
sito, está realizando el profesor Miguel Alfonso Martínez (Cuba) que nos 
acompaña en esta Segunda Reunión Cumbre, en tanto relator especial de la 
subcomisión en esta materia y miembro del grupo de trabajo sobre Pobla­
ciones Indígenas de la ONU. 

Por otra parte, es necesario destacar, con énfasis, el estudio realizado para 
la subcomisión por la señora Erica Irene Daes (Grecia) sobre "la propiedad 
intelectual de los pueblos indígenas". 

Hermanas y hermanos, 
En 1989, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) finalizó la 

revisión parcial del Convenio número 107 (1957) con la adopción del 
Convenio 169 (1989) "Sohre pueblos indígenas y tribales en los países 
independientes". Este nuevo instrumento ha suscitado bastantes discusiones 
en las comunidades, pueblos y organizaciones indígenas, tanto por su 
alcance y contenido, como por sus limitaciones. En efecto, este Convenio 
no recoge diversas reivindicaciones indígenas claves, y en su artículo 
primero, numeral tres, limita seriamente los derechos de los pueblos indí­
genas en el plano del derecho internacional. 

No obstante lo anterior, pensamos que el Convenio número 169 es un 
primer paso para establecer mejores relaciones entre los pueblos indígenas 
y los Estados. Es por ello que instamos a los Estados a que ratifiquen este 
instrumento siempre y cuando los pueblos indígenas, debidamente informa­
dos y en pleno conocimiento de causa, así lo soliciten. En este sentido, una 
vez ratificado el Convenio, exigimos también el irrestricto cumplimiento 
de lo que en él se estahlece. 

Hermanas y hermanos: 
Nuestros pueblos han tomado debida nota del establecimiento del "Fon­

do para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas de América Latina y el 
Caribe", creado por la Segunda Cumbre Iberoamericana de Madrid en 
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1992. Estamos convencidos que los objetivos declarados del Fondo sólo 
podrán cumplirse con la participación activa de nuestros pueblos en todas 
las acciones prácticas. 

El año 1993 fue declarado por la Asamblea General de Naciones Unidas 
como el "año de las poblaciones indígenas del mundo". La Asamblea 
General daha así respuesta a una reivindicación y un reclamo de los pueblos 
indígena~. El año tenía como ohjetivos centrales: dar a conocer a la comunidad 
internacional los problemas que los pueblos indígenas enfrentan: sensibili­
zar a la opinión pública mundial a propósito de la situación, las reivindica­
ciones, aspiraciones y proyectos de nuestros pueblos; apoyar directamente 
pequeños proyectos de desarrollo a través del "Fondo de Contribuciones 
Voluntarias", y programar actividades nacionales, regionales e internacio­
nales para cumplir estos ohjetivos. 

Durante este año, el secretario general de Naciones Unidas, decidió mi 
nombramiento como Emhajadora de buena voluntad. En cumplimiento de 
ese cargo he desarrollado actividades concretas, protocolares y simbólicas 
para dar a conocer las luchas y reivindicaciones de nuestros pueblos. 

El halance de este año no puede ser sino particularmente crítico. Así lo 
constató la tcrcer (y última) reunión técnica. Pero, además, es pobre la 
valoración que nos merece a los pueblos indígenas lo que ha acontecido 
durante dicho año. 

Lamentahlemente, muchos pueblos indígenas no pudieron realizar acti­
vidades por falta de información o porque están sometidos a situaciones de 
guerra o de represión que impidieron proyectos concretos. Pero sobre todo, 
porque nuestras iniciativas como pueblos indígenas no tuvieron el suficiente 
apoyo de gohiernos, instituciones, medios de comunicación social e incluso 
de las propias Naciones Unida~. Hay que subrayar también que el "Fondo de 
contrihuciones voluntarias" para proyectos de desarrollo de dicho "año 
internacional" no logró reunir los fondos mínimos necesarios para lo que 
se hahía propuesto. 

Es necesario destacar y retener una conclusión de la "Tercera reunión 
técnica". En ella se afirma que la experiencia adquirida durante este año, 
con sus errores y aciertos, sienta serias bases para planificar y elaborar un 
programa de un decenio de las Naciones Unidas sobre los puehios indígenas 
del mundo. Por otra parte, dehemos enfatizar que, sin ninguna duda, un año 
fue demasiado corto para poder cumplir los necesarios y urgentes objetivos 
que se hahían fijado. Por lo anterior, el decenio se alza como una prioridad 
en este momento y, con la misma paciencia, sabiduría y dedicación con que 
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fueron construidas las pirámides mayas, los templos aztecas, las ciudades 
y terrazas incas debemos elaborar un programa para el decenio y hacer los 
trabajos necesarios para que la Asamblea General de Naciones Unidas lo 
proclame durante el actual periodo de sesiones, para que el decenio se inicie 
en diciembre de 1994, en cumplimiento de la recomendación formulada por 
la conferencia mundial de derechos humanos, celebrada en Viena. 

Hermanas y hermanos, 
Desde la creación en 1982 del grupo de trabajo sobre poblaciones 

indígenas de la subcomisión, iniciamos una fase nueva de lucha en el campo 
internacional, utili7.ando el marco diplomático. Hemos logrado por primera 
vez un espacio histórico en Naciones Unidas para plantear nuestras deman­
das y exigir nuestros derechos. Personalidades como Hernán Santa Cruz, 
José Martínez Cobo, Augusto Willemsem Díaz, así como organizaciones 
no gubernamentales y numerosos hermanos y hermanas indígenas han 
contribuido a este importante desarrollo. A todos, rendimos hoy un justo 
homenaje. 

El grupo de trabajo es, hasta ahora, el único espacio real y concreto que 
tenemos los pueblos indígenas del mundo para plantear nuestros problemas, 
contribuir y participar en la elaboración de las normas internacionales que 
contemplen nuestras reivindicaciones, derechos y libertades fundamenta­
les; en especial todo lo relacionado con nuestros derechos polfticos, sin los 
cuales no hay una efectiva solución a los distintos problemas que enfrenta­
mos. 

El grupo. con la participación directa de los representantes de pueblos y 
organizaciones indígenas, de académicos y Estados, ha trabajado estos 
últimos años en la elaboración de una "declaración de las Naciones Unidas 
sobre los derechos de los pueblos indígenas". La elaboración de este 
instrumento ha permitido algunos contactos, diálogos y discusiones entre 
representantes gubernamentales y representantes de pueblos indígenas. Es 
decir, marca los primeros pasos de una nueva relación entre los pueblos 
indígenas y Estados. Ha permitido también sustanciales progresos en la 
comprensión, a nivel internacional. de los problemas y situaciones que enfren­
tan los pueblos indígenas y de las reivindicaciones y derechos que éstos 
reclaman. 

Es necesario destacar que, como importante complemento a las labores 
del grupo de trabajo, fue creado el "fondo de contribuciones voluntarias de 
Naciones Unidas para poblaciones indígenas", que ha permitido, cada año, 
a representantes de los pueblos y sus organizaciones viajar a Ginebra y 
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participar en las sesiones del grupo de trabajo. Aquí, no podemos dejar de 
hacer un llamado para que se hagan contribuciones porque el próximo 
periodo de sesiones del grupo de trabajo será crucial para el futuro del 
proyecto de declaración. 

Hermanas y hermanos, 
Debemos tener muy en cuenta que estamos participando en la construc­

ción de un instrumento que debe interpretar lo central de las reivindicaciones 
colectivas de millones de personas, lo que implica una enorme responsabi­
lidad. Se ha dicho, y se ha escrito, que el grupo de trabajo "está creando 
nuevos derechos"; nosotros decimos que el grupo de trabajo, a través del 
proyecto de declaración, está considerando e integrando la práctica y la 
filosofía de los sistemas jurídicos indígenas que, hasta ahora, no habían sido 
considerados. Es decir, con un retraso considerable, el pensamiento jurídi­
co-fiIosófico indígena está siendo incorporado a la ciencia jurídica que rige 
el derecho internacional positivo. 

El proyecto de declaración en su estado actual, con sus 19 párrafos 
preambulares y sus 45 artículos dispositivos, es un documento completo. A 
nadie debe sorprender su extensión ni su contenido detallado, pues se trata 
de un documento que dehe responder a diversas situaciones en todas 
partes del mundo. 

El contenido actual del Proyecto de Declaración será presentado al Grupo 
de Trabajo en 1994 y concluido allí el debate sobre su texto, deberá presentarse 
a la consideración del pleno de la subcomisión. Después deberá seguir el 
camino orgánico correspondiente; es decir, debe ser considerado por la 
Comisión de Derechos Humanos, el Consejo Económico y Social (ECO­
SOC) y la Asamblea General de las Naciones Unidas. Con esto se cerrará 
"el periodo no gubernamental" del proceso de su redacción. 

En este proceso hay dos preocupaciones que quiero compartir con 
ustedes: la primera es la imprescindible y necesaria participación de los 
pueblos y organizaciones indígenas en las diferentes instancias guberna­
mentales de discusión, tengan o no estatuto reconocido por el Consejo 
Económico y Social. La otra está relacionada con el riesgo de que los 
referidos órganos del sistema vacíen de su contenido fundamental este 
proyecto de declaración. 

Hay elementos que constituyen el alma del proyecto de declaración; es 
decir, los artículos fundamentales del mismo. Por ello, han de estar clara­
mente estipulados, sin limitaciones, sin alambicadas formulaciones, sin 
espacios a int~rpretaciones variables. Por ejemplo, el derecho a la libre 
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detenninación de los pueblos indfgenas debe quedar fonnulado tal cual lo 
hace el actual proyecto en su artfculo tres dispositivo. 

La definición indfgena de libre determinación no se contradice con los 
principios de la Carta de Naciones Unidas. La redacción actual del proyecto 
refleja nuestras principales aspiraciones y se ajusta a lo estipulado en el 
artfculo primero común a los dos pactos internacionales de derechos huma­
nos. Constituye una base compactada para crear relaciones armónicas y de 
respeto entre todos los pueblos y culturas, que en su fecunda variedad y 
riqufsima diversidad, sin excepeión, hacen parte del patrimonio común de 
la humanidad. 

Estamos persuadidos de que nuestro derecho a disponer y decidir sobre 
nuestras tierras y territorios, debe ser establecido claramente, sin que se 
deje espacio a dudas. En la declaración, la tierra, nuestra tierra, nuestra 
madre la tierra, debe tener el espacio sagrado que ella merece. 

Todos podemos hacer nuestro el contenido de las hermosas palabras 
atribuidas al gran jefe Seattle, que decfa: 

Mi Pueblo venera cada rincón de esta Iierra, cada brillante espina de pino, cada 
playa arenosa. cada nube de niebla en las sombrías selvas, cada calvero, cada insecto 
que zumba; en el pensamiento y en la práctica de mi Pueblo todas estas cosas 
son sagradas ... Nuestros muertos no o]vidan nunca esta tierra maravi1losa. por­
que ella es la madre del hombre rojo. Nosotros hacemos parte de la tierra y ella 
hace parte de nosotros. Las fragantes flores son nuestras hermanas; los ciervos, 
el caballo, la gran águila son nuestros hermanos .. Jas alturas rocosas, las luju­
riantes praderas, el calor corporal del poney y del hombre, todos hacen parte de 
la misma familia ... el agua chispeante que corre en los arroyos y en los ríos no 
es solamente agua, sino la sangre de nuestros ancestros ... 

Pensamos que la declaración, tal cual lo hace el actual proyecto, debe 
contemplar y exigir el respeto de la dimensión sagrada de nuestras tierras y 
territorios. También debemos luchar para que la declaraci6n sea una herra­
mienta eficaz contra el genocidio, el etnocidio, el ecocidio, la asimilación, 
la discriminaci6n racial en todas sus formas y contra todas las violaciones 
de los derechos humanos y libertades fundamentales de todos los pueblos. 

Por otra parte, la declaraci(,n debe contener disposiciones especfficas que 
garanticen el efectivo goce y ejercicio de todos los derechos humanos: 
civiles, políticos, econ6micos, sociales y culturales. Debe, en consecuencia, 
garantizar el acceso, sin discriminaciones, al trabajo, la salud, la educación, 
los medios de difusi6n, etcétera, con particular énfasis en el derecho de los 
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pueblos indígenas a mantener, desarrollar, recrear y proyectar sus culturas, 
sistemas jurfdicos y polfticos, lenguas, sistemas educativos, sistemas de 
salud, costumbres y tradiciones. Sin limitaciones ni condicionamientos. 

Estamos conscientes que una declaración de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas tiene sólo carácter recomendativo. Esto, sin embargo, nC\. 
le resta un peso de obligación moral. Por ello, debemos buscar un amplio 
apoyo mundial para que la "declaración de Naciones Unidas sobre los 
derechos de los pueblos indígenas", al igual que la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, se transforme en un instrumento fundamental de 
referencia, que guíe y oriente tanto a los gobiernos como a los pueblos 
indígenas en la elaboración de una Convención Tntemacionnl de Naciones 
Ullidas sohre los derechos de los puehlos ifldígenns y siente pautas para 
nuevas legislaciones y disposiciones constitucionales nacionales. 

Para lograr los objetivos que nos hemos fijado con respecto a la declara­
ción, resulta imprescindihle asegurar un conocimiento cada vez más amplio 
de sus contenidos por nuestros pueblos durante las fases ulteriores de su 
redacción; así como estructurar los medios necesarios para sensibilizar a los 
gohiernos y la opinión púhlica internacional y nacional en cada país, acerca 
de la necesidad de reconocer nuestros derechos inalienahles. Por lo demás, 
esos mismos mecanismos y métodos de trabajo deben servir para, una vez 
aprohado su texto por la Asamblea General, lograr el cumplimiento efectivo 
de sus disposiciones. 

Hermanas y hermanos, 
Creo que la Declaración de B'okob' (Chimaltenango), el documento de 

la tercera reunión técnica sobre el año internacional y las ideas que salgan 
de nuestras discusiones, debcn sentar las bases para elahorar el ''progral1U1 
de accióll" que propondremos a la Asamblea General este año. En tal 
sentido es evidente que uno de los objetivos capitales del decenio debe ser 
la aprohación por la propia Asamhlea General de una "Convención Inter­
nacional de Naciones Unidas sobre los derechos de los puehlos indígenas". 

La tarea de elaborar tal proyecto de Convención debe comenzar en el 
actual grupo de trabajo sohre poblaciones indígenas de la subcomisión. 

Hermanas y hermanos, 
Las tareas que debemos desarrollar para lograr el decenio debemos 

concentrarlas a nivel diplomático, en dirección a la Asamblea General de 
Naciones Unidas que se está desarrollando en este momento en Nueva York. 
Esta tarca diplomática debe apoyarse con todas las expresiones de nuestra 
lucha organizada en cada uno de nuestros lugares de origen. 
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Quiero insistir, para finalizar, en que.todos los propósitos que animan 
nuestra lucha, los objetivos que nos propongamos, los éxitos que alcance­
mos, sólo podrán materializarse si promovemos y mantenemos nuestra 
más férrea unidad y hermandad, fundada en la defensa, sin renuncia, de 
nuestros principios de nuestra identidad. Jamás lograremos éxito alguno 
si nos alejamos de las luchas concretas de nuestros pueblos, si olvidamos 
las violaciones ancestrales y actuales a nuestros derechos inalienables, 
si nos olvidamos de nuestras viudas, de nuestros mártires, y de nuestros 
antepasados. 

Hermanas y hermanos, distinguidos invitados, señoras y señores: 
La diversidad de las culturas, la riqueza espiritual de los pueblos, las 

luchas por la identidad, son parte esencial de la confianza y la esperanza 
que tenemos para los albores del siglo XXI. Las nuevas sociedades que se 
construyan deberán ser pluriétnicas, multiculturales, de trabajo, coopera­
ción y respeto entre todos los pueblos de este planeta, en un clima de paz, 
libertad, justicia y dignidad. 

Muchas gracias. 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM



CONSTITUCIONALIDAD Y DERECHOS DE LOS PUEBLOS 
INDÍGENAS. INFORME DE LA RELATORÍA 

INSTITIrrO INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS 

El taller de consulta Constitl/cionalismo y derechos de los pl/eblos indíge­
nas, convocado por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos y con 
la colaboración de la Procuraduría de los Derechos Humanos de Guatemala, 
se realizó en esta ciudad los días 7 y 8 de marzo de 1994. 

En el acto de inauguración, conforme estaba previsto, participaron el 
doctor Roberto Cuéllar, director adjunto del IIDH, quien se refirió a la labor 
que el IIDH ha realizado; expresó además que las prácticas democráticas 
no son plenas si no tienen en cuenta la diversidad cultural para el efectivo 
respeto de los derechos humanos. 

La estrategia general se basa en el fortalecimiento del desarrollo demo­
crático, de naturaleza diversa y culturalmente plural, por lo que el IIDH ha 
promovido el proyecto del documento interamericano "Derechos indígenas 
y derechos humanos" como contribución al debate propuesto por la Comi­
sión Interamericana para la elahoración de un instrumento interamericano. 
En este proceso se ha encontrado que las demandas de los pueblos han 
venido incrementándose, que varios países han consagrado el reconoci­
miento constitucional de algunas demandas no sólo reinvidicativas sino 
globales. Varios países están debatiendo la ratificación del Convenio 169 
de la OIT. Este proceso ha cuestionado la modernización del Estado actual 
en relación al cumplimiento de las demandas indígenas, y es por ello que el 
Estado de derecho está sometido a relaciones tensas y cambiantes. Demo­
cracia y Estado de derecho no están opuestos al reconocimiento de la 
pluricuIturalidad. El "DH está comprometido con el desarrollo integral de 
la doctrina de los derechos humanos y apoyará el reto del paso de un 
ordenamiento púhlico, social y cultural mente homogéneo y excluyente 
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hacia otro en que convivan pueblos en igualdad de derechos disfrutando de 
la inmensa y rica diversidad cultural de las Américas. 

El doctor Rodolfo Piza, miembro del Consejo Directivo del IIDH, por su 
pane subrayó que la libertad es diversidad, no para ser iguales pero sí para 
tener oportunidades iguales que respeten los diversos matices de la identi­
dad, todo 10 cual es pane de la dignidad humana. Como constitucionalista 
reconoce que los problemas constitucionales son problemas de derechos 
humanos y que el Estado de derecho es un Estado pluriétnico y, en 
consecuencia, los pueblos indígenas tienen derecho a un constitucionalismo 
que refleje esta realidad. 

El derecho consuetudinario también es derecho de la misma categoría 
que el derecho escrito. 

A continuación tomó la palabra el doctor Carlos Enrique Secaira Pinto 
en representación del presidente de la República, licenciado Ramiro de 
León Carpio. Se refirió a la importancia de los diversos instrumentos 
internacionales existentes en relación a los derechos humanos y al creciente 
reconocimiento legal de los derechos indígenas, por ejemplo, la declaración 
universal de derechos de los pueblos indígenas, que se prepara actualmente 
en las Naciones Unidas y en especial, del Convenio 169. Hace un interesante 
repaso de las Constituciones de Guatemala y señala el paso adelante en el 
reconocimiento en la Constitución de 1987. Saluda a los panicipantes y se 
congratula que esta reunión se realice en Guatemala. 

Finalmente, toma la palabra el señor ministro de Educación Pública, 
doctor Alfredo Tay Coyoy, quien hace un saludo especial en su condición 
de indígena, señalando que existe un despertar de la conciencia acerca de 
la existencia de más de 45 millones de indígenas, de sus problemas y de sus 
derechos. En Guatemala también hay un despertar y es creciente la organi­
zación del pueblo maya. Menciona las distintas organizaciones que se han 
creado en los últimos años y subraya de manera especial el Consejo 
Nacional de Organi7.aciones Mayas de Guatemala y del Consejo Nacional 
de Educación Maya en donde las organizaciones indígenas tendrán por vez 
primera la oportunidad de panicipar en las decisiones que les atañen, 
asegurando la educación hilingüe intercultural. Una nueva fisonomía para 
Guatemala está surgiendo. 
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1. Primera jOT7U1da temática: Reconocimiento constitucional a la diversi­
dad étnico-cultural. Aspectos comparativos 

Conforme la agenda, interviene el Consultor del IIDH, doctor Fabián 
Volio, quien presenta un texto por escrito y que resume de la siguiente 
manera. El derecho de conquista estuvo en el origen de la legislación 
nacional de estos países lo cual plantea el tema de la fuerza como origen del 
derecho, que ya no puede inspirar el reconocimiento de derechos especiales 
para los pueblos originarios. La Constitución en un régimen de democracia 
debe preservar el bien común, pero la condición multiétnica obliga al 
reconocimiento de la autonomía originaria de las comunidades indígenas, 
sin que esto implique la posibilidad de desintegrar el territorio del Estado. 
Es decir pueden subsistir varias culturas bajo el mismo marco constitucional. 

Para poder lograr la defensa efectiva de los derechos indígenas es 
necesario formular las normas de la constitución y de los convenios inter­
nacionales de manera que permita su autoaplicación, o aplicación directa. 
Los convenios internacionales así formulados y debidamente ratificados 
tienen pleno valor jurídico y pueden ser aplicados automáticamente por los 
jueces. En consecuencia los convenios internacionales son un complemento 
de la constitución política. El Convenio 169 de la OIT es plenamente 
compatihle con las constituciones de Latinoamérica, en tanto no permite la 
desintegración territorial y las principales instituciones reguladas necesitan 
de legislación complementaria. 

En cuanto a los criterios de distinción de los tipos de desigualdad que 
pueden ocurrir en la promulgación y aplicación de las leyes podemos 
distinguir entre discriminación por subinclusión que consiste en distinguir 
entre personas que, por su igual posición frente a la ley, deben ser tratadas 
como iguales. Asimismo, cuando se omite incluir a un grupo dentro de los 
presupuestos de la ley. 

La segunda posihilidad es la llamada sobreinclusión por la que, al 
contrario, se trata como iguales a quienes no lo son. La discriminación, 
entonces, consiste en tratar a las personas como si fueran exactamente 
iguales. En amhos casos dehe analizarse el criterio de mínima racionalidad 
de la ley, por el cual, debe existir congruencia entre los medios y los fines 
propuestos por el legislador. 

Estos criterios de interpretación son particularmente importantes en 
materia de aplicación de la ley común a los indígenas. En primer lugar debe 
rechazarse la tesis de que el derecho consuetudinario indígena no es derecho 
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y, por 10 tanto, no merece su formalización como un cuerpo jurídico válido. 
El derecho indígena tiene las mismas características que el derecho escrito 
occidental para solucionar conflictos y producir armonía entre el grupo. Es 
particularmente grave el tema del derecho penal que está basado en valores 
que la sociedad occidental estima como preciados pero que no tienen 
ninguna importancia en las comunidades indígenas. Por ejemplo el profesor 
Zaffaroni ha comprobado que más del 90% de los presos de Latinoamérica 
cometieron delitos contra la propiedad privada, valor que no existe del todo 
en las comunidades indígenas. Este es un ejemplo de falta de mínima 
racionalidad de la ley. Por eso él propone que se desaplique el derecho penal 
a los indígenas. 

Finalmente, el reconocimiento del derecho autónomo de los indígenas 
plantea el problema de la armonización de los dos sistemas legales y de en 
cuáles casos prevalece uno u otro. 

A continuación se plantearon preguntas y comentarios sobre la ponencia 
del señor Volio y sobre el primer tema de este taller. El reconocimiento del 
derecho consuetudinario debe hacerse porque por su estructura interna y su 
capacidad de regulación es derecho como cualquier otro, no importa que no 
sea escrito y que sea cambiante pues 10 importante es la fuerza ordenadora 
que tiene en el interior del grupo. El Convenio 169 en varios de sus artículos 
reconoce el derecho consuetudinario compatible con la legislación nacional. 
En muchas legislaciones nacionales al reconocimiento de la normatividad 
indígena pareciera producirse un reconocimiento por delegación del poder, 
en el sentido de que es el Estado el que acepta el reconocimiento de las 
instituciones indígenas y de sus derechos. Esto debería cambiar por el 
reconocerse de 10 que existe por derecho propio. El Estado reconoce algo 
que es preestatal; es decir, que existía antes que apareciera la legislación 
nacional. Se reconoce que todo esto ofrece dificultades y tiene muchas 
implicaciones. 

También se discute acerca del pluralismo jurídico, que es aceptar que 
el derecho tiene que reflejar la cosmovisión indígena. Y esto se vincula con el 
tema de la obligatoriedad del derecho. El derecho, aunque sea constitucio­
nal, puede no tener eficacia y no aplicarse y el consuetudinario puede 
responder a necesidades de la comunidad y tener plena vigencia. Lo esencial 
del derecho es su obligatoriedad, pues lo que hace respetable un sistema 
jurídico es la opinio juris, lo que supone que no se puede imponer contra 
las costumhres de la mayoría. Por ejemplo, en la Constitución de Paraguay 
hay una cláusula reconociendo el derecho consuetudinario, siempre que no 
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se oponga a los derechos reconocidos en la Constitución. En otros casos 
mencionados en la reunión, se dice además que no se oponga a otras leyes 
nacionales, por 10 que finalmente se trata de un reconocimiento relativo y 
condicionado, que tennina por debilitar o anular tal reconocimiento. 

Hay que preguntarse en consecuencia si el derecho dominante es real­
mente la última etapa del desarrollo jurídico. El pluralismo jurídico no 
admite tal perspectiva y la existencia del mundo indígena es su mejor 
refutación y el desafío entonces es incorporar las costumbres indígenas al 
derecho nacional y tenninar con el colonialismo jurídico. Los temas de los 
derechos humanos no fueron establecidos, no son endógenos a la cultura 
indígena, pues su visión tiende más a los derechos colectivos, que es 
básicamente reconocimiento a los derechos culturales. Si se reconoce que 
existe un Estado pluricultural, esto no sólo debe reflejarse en la Constitu­
ción, sino en la estructura misma del Estado, en su naturaleza. Por otro lado, 
se indica que el Convenio 169 de la OIT ha dado lugar para un debate acerca 
de cómo apoyar los derechos de la población indígena en una sociedad 
determinada, si éste no ha sido ratificado. Si se esgrime lo de su constitu­
cionalidad, esto carece de sentido, porque pueden haber dos caminos: 
reformar la Constitución si el prurito de los legisladores es extremo o 
simplemente ratificar el convenio y en ambos casos, utilizarlo como apoyo 
legal para demandas internas. 

En esta época estamos viviendo un movimiento de renovación constitu­
cional. Pero de momento hay cuatro constituciones que reconocen plena­
mente la diversidad étnica: las de Nicaragua, Colombia, Paraguay y Perú; 
hay otras dos que lo hacen con menor fuerza, como la de México y Bolivia. 
y hay otras cuatro que tienen alguna mención a este tema, sin desarrollarlo, 
como la de Brasil, Guatemala, Panamá y Ecuador. ¿Cuál es el grado de 
reconocimiento efectivo, su vigencia, su puesta en práctica? Se preguntan 
la importancia que tiene el reconocimiento en relación con el régimen de 
tenencias, de los recursos naturales, del régimen po]ftico-administrativo, en 
lo relativo a educación y salud, etcétera. Debe reflexionarse, en consecuen­
cia, entre la distancia enorme que aún hay entre lo declarativo de una 
Constitución y su desarrollo en leyes ordinarias y finalmente en su vigencia 
efectiva y plena. 

Por ejemplo, en la de Paraguay (1992) el reconocimiento consiste en 
aceptar la existencia de una cultura anterior. Pero hay dificultades para aceptar 
esto por parte de Costa Rica, Venezuela o Chile. En el primero, es evidente 
que hay pasos importantes en el reconocimiento de los derechos indígenas, 
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y en consecuencia ahí es cierto que la Constitución dice lo que el Tribunal 
Constitucional dice. La Constitución de Colombia es de las más ricas, a 
pesar de que se trata de 570 mil indígenas en relación a 30 millones de 
personas. El Acta 246 resuelve el problema jurisdiccional y el del derecho 
consuetudinario, así como el reconocimiento del derecho al territorio y 
otros. Todo esto se ha obtenido en el seno de una situación de violencia 
terrible, que también ha afectado a los indígenas. En Bolivia, una sociedad 
con más del 60% de la población indígena se ratificó el 169, pero ha tenido 
pocos efectos prácticos, aunque hay actualmente tres proyectos de ley que 
al aprobarse, mejorarán notablemente la situación legal ahora existente. En 
Guatemala, con más del 65% de población nativa, la ratificación del 169 
desató un fuerte debate que revela las hondas dificultades que se originan 
en una cultura opresiva y que se disfrazan de constitucionalismo. La reforma 
constitucional en México se inscribe en una coyuntura de crisis, que tiene 
diversos aspectos. El Convenio 169 fue ratificado de inmediato, así como 
se modificó el artículo 4" de la Constitución Federal y donde se reconoce el 
carácter pluricultural del país y se remite a una ley ordinaria que debe 
reglamentar todo esto, y que por cierto está a punto de promulgarse. En el 
documento donde se negocia la paz en el conflicto de Chiapas, se avanza 
bastante en el reconocimiento de garantías y derechos y con normas autoe­
jecutables. 

Se sugiere que la amplitud y riqueza constitucional puede depender de 
la magnitud e importancia de la población indígena en el país, ya que resulta 
más fácil legislar -se dice- si los reconocimientos a sus derechos no 
ocasionan problemas políticos, lo que supone a contrario senso que donde 
la población indígena es mayoritaria, no habrá cambios sustanciales en el 
orden jurídico. Se comenta que no existe una relación fatalmente inversa y, 
por el contrario, todo depende de la voluntad del legislador; pero, igualmen­
te, del grado de conciencia de los jueces que pueden juzgar interpretando 
de nueva manera la Constitución y apoyándose en los acuerdos o convenios 
internacionales y, también habría que decirlo, de la sensibilidad de los 
políticos. 

Se recuerda el caso del Canadá donde hay un reconocimiento explícito 
y concluyente sobre la originalidad de la población nativa y en consecuencia 
el derecho de los pueblos indios a su determinación. El gobierno canadiense 
deja abierta la posibilidad de negociar con las comunidades el derecho al 
territorio y otros aspectos. 
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Hay algunas interrogantes claves. ¿Las Constituciones o los legisladores 
de América Latina son capaces de tolerar el reconocimiento explícito a los 
derechos colectivos? Hasta ahora, se afirmó, ninguna Constitución recono­
ce el derecho indígena como tal; puede no ser reconocido pero existe, está 
ahí, vivo, no ohstante las nuevas experiencias constitucionales. Movimien­
tos como la descentralización que es parte de la reforma del Estado está 
colocando en el primer plano algunos temas como el del territorio, el 
autogo!Jierno, la defensa del medio ambiente, la jurisdicción administrativa, 
el problema de la lengua materna y natal, el del derecho consuetudinario. 
Los tiempos son favorables para algún tipo de progreso jurídico en estos 
temas. 

En resumen, el actual derecho constitucional es deficiente para enfrentar 
el tema de los derechos de los pueblos indígenas, tanto por el lado de la 
resistencia que despierta, como de las insuficiencias cuando algo se ha 
avanzado en el tratamiento legal. Habrían distintas situaciones en relación 
a esto: hay dos constituciones que reconocen más claramente estos princi­
pios, como la de Nicaragua y Bolivia (cuya reforma constitucional, al 
aprobarse, incorporará las comunidades al régimen municipal, etcétera). 
Hay otras dos que protegen la diversidad étnica, como Colombia y Perú 
(adopta un sistema institucional especial en la administración de justicia, en 
la dimensión electoral, incorpora las rondas campesinas como recurso de 
orden, etcétera). Es decir, reconocen y protegen. Hay otras que reconocen 
la existencia de los pueblos indígenas como sujetos colectivos, que tienen 
derechos, como México y Paraguay, Guatemala y Brasil, Panamá y Ecua­
dor ... En esta descripción por pares se puede constatar la diversidad de 
situaciones. 

Lo interesante es preguntarse cómo estos desarrollos constitucionales 
guardan relación con las demandas y la movilización indígena. No se dan 
todas éstas en el mismo escenario, ni se pueden demandar y obtener las 
mismas cosas. Hay un notorio desfase entre lo que se pide y lo que se 
obtiene, desencuentro que se produce tanto en el tiempo como en la forma 
de resolverse. Colomhia y Brasil son buenos ejemplos de respuesta en 
favor de los recursos naturales de los indígenas. La demanda de autonomía 
sólo en Colombia se ha establecido y tal vez, en el futuro en Bolivia. En 
Chiapas, las demandas y las respuestas se plantearon al mismo tiempo, pcro 
las reformas constitucionales no son el resultado ni de negociaciones previas 
ni de movilizaciones activas. 
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2. Segunda jornada temática: El Convenio 169 de la OlT y los ajustes 
constitucionales y legales, el proyecto de declaración universal de los 
derechos de los pueblos indígenas de las Naciones Unidas y elInstru­
mento Interamericano de Derechos Humanos de la Organización de 
Estados Americanos 

La intervención especial del doctor Bartolomé Clavero vino a continua­
ción, con el tema derechos indígenas versus cultura constitucional. Plantea 
los problemas constitucionales que supone el reconocimiento de los dere­
chos indígenas como derechos colectivos en un marco que, precisamente 
por constitucional, tampoco debe desatender unos derechos individuales, 
los de los propios indígenas. Los problemas fundamentales entiende que 
son de cultura y de jurisdicción. El problema cultural es el de la pluralidad 
en el mismo entendimiento de lo que deban suponer los derechos individua­
les como derechos humanos según el contexto comunitario de la vida social. 
Atiende a casos que se refieren a situaciones de discriminación de la mujer 
que no se aprecian tan claramente si se atienden las formas de organización 
propias de las comunidades indígenas. Si los entendimientos culturales 
pueden ser diversos, el problema inmediato es el de la jurisdicción que debe 
resultar competente para resolver los conflictos particulares, para declarar 
y amparar derechos individuales concretos. En este punto, la posición 
manifestada es categórica: se entiende que sólo las jurisdicciones pertene­
cientes a la propia cultura e identificadas con ella, las jurisdicciones por lo 
tanto indígenas, han de ser las competentes. 

Pero un ejercicio de jurisdicción que afecta a derechos humanos no debe 
ser soberano. Deben también operar ulteriormente jurisdicciones estatales 
e incluso internacionales, sobre el supuesto siempre común de los derechos 
humanos. En este punto también se plantea el problema de que las actuales 
jurisdicciones tanto estatales como internacionales suelen responder al 
entendimiento de los derechos humanos más identificados con una sola 
cultura, cultura obviamente no indígena. Es en todo caso esperanzador que 
tanto en el derecho internacional como en los derechos constitucionales 
estatales, esté hoy planteada la necesidad de un giro pluricultural que habrá 
de afectar a todo el ordenamiento jurídico. 

Se inicia la discusión del segundo tema, especialmente referida al Con­
venio 169. Se recuerda que su antecedente fue el Convenio 107 elaborado 
entre 1954-57 por lo que, ~O años después, cuando es elaborado el actual, 
se ha producido un tránsito desde la visión integracionista tradicional a una 
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visión que supone la permanencia de los pueblos indígenas. El Convenio 
169 contiene dos puntos claves, primero: el derecho a la autoidentificación 
como miemhros de una comunidad indígena, como un derecho inherente a 
su condición humana y segundo el concepto de pueblo y no de población 
es decir, el reconocimiento a sus derechos a"tener historia, cultura, institu­
ciones propias. El reconocimiento como pueblo no incluye nada relativo al 
principio de autodeterminación, ya que esto sólo puede ser considerado en 
el marco de los Estados nacionales signatarios. El Convenio reconoce, entre 
otros aspectos, la unidad cultural dividida por fronteras, el derecho de estos 
pueblos a ser consultados y a determinar las prioridades de su propio 
desarrollo, la obligación del Estado a consultarlos, etcétera. 

El primer pafs en ratificarlo fue Noruega y luego México, seguido 
posteriormente por seis países latinoamericanos, en tanto que otros cinco 
están pendientes de hacerlo. 

La importancia del debate suscitado con ocasión del Convenio ha sido 
múltiple. Por ejemplo, tiene que ver con la creación del fondo para el 
desarrollo de los pueblos indígenas y con la revisión de la Convención de 
Pátzcuaro, que creó cllnstituto Indigenista Interamericano. El Convenio no 
es sino una norma esencial, mínima y consensual, que recoge las principales 
demandas indígenas y las eleva a la categoría de normas de derecho 
intemacional. Se discute el carácter jurídico del Convenio, que no tiene un 
carácter normativo y sólo tiene valor si el Estado, al ratificarlo, lo vuelve 
derecho nacional; al mismo tiempo tiene característica de convenio inter­
nacional, con control internacional. Ciertamente el Convenio no ha hecho 
camhiar el carácter estatalista del actual derecho internacional público, pero 
sin duda el Convenio da respaldo a las luchas sociales de los pueblos 
indígenas. 

El tema de mayor debate ha sido el examen de las relaciones entre el 
Convenio y las Constituciones nacionales. En México se creó una comisión 
para reformar la Constitución y desde antes pero sohre todo con los 
acontecimientos de Chiapas se trahaja en nuevos aspectos legales y prácti­
cos. No hay duda que existen resistencias en la aplicación del Convenio, 
pero se espera pronto la aprobación de la ley reglamentaria. 

Se discute la naturaleza del Convenio y de la Declaración universal de 
los puehlos indígenas. ¿Cuál es más cnmpletaen reconocimiento de derechos? 

Hay varias diferencias: mientras uno genera un sistema de derechos y 
garantías, en un discurso declarativo, el otro establece procedimientos para 
el ejercicio de ciertos derechos, y por ello el problema de ratificar el 169 es 
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un asunto más político que jurídico. Por lo que debe pensarse con cuidado 
en la preparación del documento interamericano en que el IIDH está 
trabajando. Otros opinan que el Convenio 169 no establece propiamente 
procedimientos, sino que es como un "paraguas programático" que esta­
blece mecanismos de consulta en relación con los pueblos indígenas. 

El capítulo sobre tierras y territorios es un obstáculo importante para su 
ratificación. En Guatemala así fue y también en Venezuela, en donde aún 
está vigente el Convenio 107. 

Llama la atención que la iniciativa la haya tenido la OIT, que por lo 
general se preocupa de derechos sindicales. 

En Chile se intentó reformar la Constitución al discutirse el Convenio 
169 y también se plantearon varias objeciones de naturaleza legal, por 
ejemplo, con el concepto de "pueblos indígenas" que se juzgó estaba en 
contra del principio de igualdad de todas las personas. Se recuerda que el 
concepto de pueblo alude a un sujeto colectivo de derecho. En este país hay 
casi una ausencia total de reconocimiento de derechos indígenas, salvo el 
que establecen algunas leyes asistenciales. Desde 1992 hay una ley indíge­
na, que es una norma instrumental y no doctrinal, para lograr la incorpora­
ción de los indígenas a la nación. 

Es prohahle que una declaración interamericana sobre estos temas, sea 
más fácilmente aprohada. Algunos participantes señalan que existen obje­
ciones serias, formales y de contenido, en el ámbito del derecho constitu­
cional al reconocimiento del pluralismo cultural, ya que éste conduce al 
establecimiento de jurisdicciones propias, que compiten con la jurisdicción 
general que todo Estado tiene. El Estado retiene el monopolio constitucional 
a la jurisdicción, pero esto debería ser revisado a la luz del derecho moderno; 
la jurisdicción no estatal no lleva al pluralismo jurisdiccional sino a un 
sistema que no podría garantizar el respeto a los derechos humanos. Hasta 
ahora en el mundo moderno, teóricamente, sólo el Estado puede garantizar 
el respeto de los derechos de las personas, aunque es el mismo Estado el 
que a veces los vulnera. 

Se señala que aún persisten viejos conceptos constitucionales que obsta­
culizan el proceso de modernización jurídica, sobre todo referido al reco­
nocimiento de los derechos indígenas. Éstos tienen costumbres, normas y 
valores que forman un verdadero sistema jurídico, que al ser reconocido 
legalmente pareciera chocar con conceptos obsoletos, formales, del consti­
tucionalismo tradicional. De nuevo se señala que los derechos colectivos 
no se reconocen como se hace con los derechos individuales y esto es 
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importante, pues los primeros tienen un contenido cultural diferente. Se 
hace necesario un nuevo pacto social, que se exprese en el Estado para que 
los derechos colectivos sean reconocidos. Se alude a la experiencia de 
Chiapas, que ha apresurado varias iniciativas legales. Lo que debe ser 
evidente es que si se reconoce el pluralismo cultural hay que reconocer 
tamhién la existencia de un orden social distinto, de un derecho nuevo yeso 
se llama pluralismo jurídico, aun cuando se modifique el orden tradicional. 

Finalmente, se indica que no hay argumentos adecuados par' 1tacar el 
169. Lo que sucede es que no se han discutido en profundidad y ~ la luz de 
las nuevas realidades, los diversos temas teóricos o conceptuales que el 
Convenio tiene. 

3. Tercera jornada temática: Regímenes de autonomía y derecho a la 
autodeterminación 

Interviene de manera especial el sefior René Kuppe, quien manifestó que 
las aspiraciones jurídicas de los pueblos indígenas se encaminan en dos 
direcciones: por un lado se enfrentan con la negación de sus derechos 
individuales y por otro sus aspiraciones aumentan frente a la sociedad 
dominante. El Convenio 169 de la OIT constituye el instrumento interna­
cional más importante en la protección de los derechos indígenas. Se refiere 
al concepto de derechos humanos en el mundo antiguo y contemporáneo, 
así como al concepto de "instituciones indígenas" . 

Se refiere al acceso del factor tierra como el elemento de subsistencia 
más importante de la sociedad indígena; el acceso a ella no se ajusta a 
nuestro concepto occidental de propiedad, es decir, una parcela adscrita al 
individuo para que la use según sus preferencias individuales. Una nueva 
fase de la política integracionista empezó con las políticas de reforma 
agraria dirigidas a integrar a las sociedades indígenas como sociedades 
campesinas rurales. Esos desarrollos dieron paso al surgimiento de una élite 
moderna indígena, la cual dehe mucho su influencia y poder al cambio social 
y a los lazos económicos y políticos externos. 

La situación de las sociedades indígenas no es uniforme en su organiza­
ción. Existen balances y funciones tradicionales así como situaciones donde 
la vida social está controlada por funcionarios con intereses estatales, 
eclesiásticos o comerciales. Las políticas estatales imponen modelos de 
organización social, mientras muchas comunidades luchan por recuperar el 
terreno perdido y reestructurar sus modelos de orden social. El reconoci-

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM



154 INS1TI1JTQ INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS 

miento del auténtico sistema indígena incluye el reconocimiento de sus 
intereses y de la dignidad humana. Se trata sobre todo de defender la vida, 
la integridad física y espiritual y de protegerlos contra la privación arbitraria 
de su base económica. En su fase final, el profesor Kuppe indicó que la 
alternativa más saludable sería la de dar espacio libre a los balances y 
equilibrios de las sociedades no estatales, reconociendo su funcionamiento 
en vez de crear nuevas potencialidades de opresión. 

La discusión se inicia con una breve intervención del señor Iturralde y 
de la señora Pacari, referida al derecho a la autonornfa. En las plataformas de 
lucha de los últimos años aparecen tres banderas o principios que gravitan 
como fuentes de tensiones: el reconocimiento legal de los pueblos, el 
territorio y el de la autonomía. Estos tres conceptos convocan la oposición 
desde el Estado porque tocan su carácter estructural y constitucional. 
Ninguna Constitución reconoce la autonornfa en el interior de la soberanía 
estatal. Estos tres conceptos están mutuamente referidos e incluyen una 
definición de poder, que enfrenta al poder existente. Se trata de demandas 
que, a diferencia de otras, no pueden ser resueltas con decisiones adminis­
trativas o con una presencia mayor del Estado. Tampoco se trata de 
problemas jurídicos o constitucionales, pues su reconocimiento implica una 
redefinición total de las instituciones del Estado. Esto puede ser parte del 
tema de la crisis del Estado o de su reforma. 

Se discute ampliamente sobre todo la categoría autonomía, que admite 
diversas definiciones. Autonomía puede ser un grado de descentralización 
administrativa, en función de características histórico-nacionales, distinto 
de autodetenninación, categoría que recuerda las luchas coloniales para 
formar nuevos estados. Se recuerda que, en la formación del Estado nacional 
en América I.atina, se buscaron soluciones unitarias y no federales y lo que 
hay en contados países es un cuasifederalismo. La autonomía en la Consti­
tución de Nicaragua es de naturaleza espacial y administrativa. Se recuerda 
que autonomía, pueblo y territorio definen al Estado moderno y la idea de 
lo plurinacional es por ello difícil de admitir. 

Se admite que hay varios flancos débiles, pues falta una crítica sistemá­
tica y técnica, con ayuda de juristas, antropólogos y otros especialistas, 
sobre los temas de la autonomía, la población y el territorio. Esto debe 
quedar recogido en el documento que el I1DH está preparando como parte 
del mandato recibido de la OEA. 

El taller de consulta termina con un emotivo agradecimiento recíproco 
para los participantes y para la institución convocan te. 
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LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS. 
DOCUMENTO PARA DISCUSIÓN' 

INSmuro INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS 

SUMARIO: 1. Introducción. n. La crisis del modelo de Estado. III Hacia 
una nueva relación Estado-pueblos indígenas. IV. Las derechos de los 
pueblos indígenas. V. La ins(rumen/ación de los derechos de los 
pueblos indígenas en la legislación nacional e in/ernacional. VI. Con-

clusiones. 

1. IN1RODUCCIÓN 

Desde hace 500 años los pueblos indígenas de América luchan por el 
derecho a mantenerse como pueblos y a ser reconocidos como tales. 

El Estado colonizador primero y el Estado Nacional después han negado 
y desconocido este derecho argumentando la necesidad de integrar todos 
los pueblos constitutivos del Estado en una sola cultura, una sola lengua, 
una misma religión y, principalmente, bajo un orden legal único. Hasta 
ahora los estados no han reconocido su carácter multiétnico y plurinacional; 
en el mejor de los casos algunos estados aceptan las culturas indígenas como 
un antecedente de la cultura nacional. 

Sin embargo, quinientos años después los pueblos indígenas existen y 
practican con vigor sus culturas, sus lenguas, sus religiones, sus propias 
costumbres y sus leyes internas. Estos pueblos se han revitalizado y han 
desarrollado organizaciones fuertes que están reclamando sus derechos; al 

I Este documento ha sido preparado por un Comité de expertos, indígenas y no indígenas, auspiciado 
por el I1DE, a, propósito del proce!'.o de preparación en el seno de la Organización de Estados Americanos. 
de un instrumento regional sohre derechos de los pueblos indígenas. 
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mismo tiempo es evidente que el Estado Nacional tradicional, integrador, 
sufre una profunda crisis, que hace indispensable y urgente su transforma­
ción, principalmente en 10 que se refiere a su relación con los pueblos 
originarios que 10 forman. 

n. LA CRISIS DEL MODELO DE ESTADO 

El mundo moderno está organizado en estados y esta forma política se 
ha desarrollado a tal punto que no hay ningún territorio ni ningún pueblo 
que no se encuentre dentro de la tutela de algún Estado. Sin embargo, en el 
proceso de formación de los estados fueron menospreciadas e ignoradas la 
cultura, creencias, usos, suefios e historia de los pueblos originarios y se 
impuso una cultura dominante que negó los aportes y la presencia de los 
puehlos indígenas. 

Pero la realidad se impuso. Las culturas originarias lograron sobrevivir 
bajo estados coloniales o autoritarios, aún escondidas y clandestina, y ahora 
las vemos renacer como en los pueblos descolonizados de África y en el 
reencuentro de los pueblos del este de Europa. El mundo vive momentos 
muy delicados de su historia. Al desintegrarse el Estado Soviético vuelven 
a aparecer las identidades étnicas que se imaginaban disueltas por el 
bienestar que brindaba el socialismo; y la recuperación de antiguos territo­
rios y la reafirmación cultural de cada pueblo se presenta con una dosis 
impactante de violencia. 

El mundo, perplejo, empieza a descubrir que pesa más la razón cultural 
de los pueblos, que la lógica racionalista del modelo de Estado; que la 
identidad étnica está por encima de razones de Estado y es mucho más fuerte 
que sus políticas. Desde hace 500 afios, de una u otra forma, los pueblos 
indígenas de América han estado planteando esta realidad, que solamente 
ahora se empieza a reconocer. 

El modelo de Estado implantado en los países americanos, inspirado en 
conceptos políticos y jurídicos europeos, han tenido que enfrentar realida­
des culturales y sociales heterogéneas y complejas, a las que no ha podido 
hacer justicia. Ni el Estado Unitario, ni el Estado Federal, ni el Estado 
Regional renejan en sus principios y sus estructuras las complejas realida­
des étnicas de nuestros puehlos y de nuestra historia. En la práctica los 
estados que se reclaman unitarios albergan a varios puehlos, algunos de 
ellos suhordinados; los estados federales responden a divisiones territoriales 
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y administrativas arbitrarias; los estados regionales no tienen en cuenta 
factores étnicos. Cada forma de organización del Estado viola de alguna 
manera el derecho de los pueblos y camina en contravía de la historia. 

Así pues llegamos a la necesidad de operar cambios profundos en la 
naturaleza de los estados y adecuar los conceptos para incorporar el reco­
nocimiento de los derechos de los pueblos y valorar las costumbres, creen­
cias y en especial sus aspiraciones. Un nuevo modelo de Estado deberá 
reflejar la pluralidad de nuestros pueblos y reconocerles sus derechos; este 
cambio no implica que necesariamente cada pueblo deba desarrollar su 
propio Estado. Lo que debe cambiar, lo que de hecho está cambiando, es la 
idea de un Estado cultural y socialmente homogéneo, para dar paso a un 
modelo en el cual pueden convivir los pueblos con iguales derechos y en el 
que puedan desarrollarse las diversas culturas. Esto es un Estado multiétnico 
y plurinacional. 

Los primeros y decisivos pasos hacia el cambio han empezado a ser 
dados: la creciente toma de conciencia de los pueblos indígenas de América 
sobre sus derechos frente a los estados resulta alentadora. En algunos países 
de América se están dando pasos para incorporar en la legislación el 
reconocimiento de algunos derechos de los pueblos indígenas' Sin embar­
go, en la mayoría de los casos este reconocimiento se limita a derechos 
culturales deliberadamente escogidos y aislados. Esta concesión no ha sido 
hasta ahora trascendente para los pueblos indígenas, más aún cuando muchos 
gobiernos no los cumplen, y los pueblos tienen que seguir luchando por su 
vigencia. 

Por supuesto que estos cambios ni son sencillos ni siempre pacíficos, 
como lo apuntan los procesos que ocurren en el este de Europa; pero 
anuncian un mundo que después de borrar la sangre derramada podrá ser 
más feliz, porque cada pueblo cantará su nostalgia en su propio idioma y en 
el territorio que eligiÓ para su casa. 

/11. HACIA UNA NlIEV A REI.ACIÓN ESTADO· PUEBLOS INDfGENAS 

Para avanzar en el estahlecimiento de una nueva forma de relación entre 
los estados y los pueblos que los forman, y particularmente entre los estados 

2 Hay algunos signos que pennitcn pensar que los estados latinoamericanos han empezado a 
comprender esta realidad. Aunque parciales y de dirícil ejecución se deben tener en cuenta las refonnas 
de alcance constitucional y legal que se han dadoo se están preparando en países como Brasil, Colombia, 
México. Nicaragua. Panamá y Paraguay en anos recientes. 
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de América y los pueblos indígenas es necesario replantear algunos con­
ceptos, entre otros el de pueblo y el de pueblo indígena; así como aclarar lo 
que se entiende por territorio indígena y sus consecuencias.' 

Un pueblo es una colectividad cohesionada por un conjunto de factores: 
ocupar un territorio definido, hablar una lengua común, compartir una 
cultura, una historia y unas aspiraciones; factores que lo diferencian de otros 
pueblos y que han hecho posible que desarrollen instituciones sociales 
particulares y formas de organización relativamente autónomas. 

Un pueblo indígena es aquél que, además de presentar los rasgos antes 
indicados, o alguno de ellos, es originario de la región que habita y ha 
quedado incluido en la institucionalidad de otra sociedad, dominante, que 
ocupa su medio original. Un pueblo indígena se define como tal en relación 
con una sociedad que no es originaria y que no logra serlo, y por la 
conciencia que desarrollan sus miembros sobre esta situación. 

El derecho internacional reconoce a los pueblos el derecho a la libre 
determinación,' sin embargo no ha aceptado todavía que los pueblos indí­
genas puedan ejercerlo.' Quizá esto ocurre porque si bien los pueblos 
indígenas comparten las características de todos los pueblos, su situación 
histórica es distinta y da como resultado un conjunto de derechos diferentes, 
cuya expresión jurídica se encuentra en proceso de elaboración.' 

En efecto, la condición colonial que define a los pueblos indígenas 
americanos ha sido prolongada, las modificaciones y los niveles de integra­
ción que se han desarrollado en tanto tiempo son complejos y la situación 
actual es sumamente diversa y está profundamente marcada por la desigual-

3 Hay muchos otros conceptos y denominaciones sobre los cuales haria falta hacer precisiones en un 
proceso de maduración de las demandas de los pueblos indígenas y en diálogo con otros sectores de la 
sociedad y con los mismos gobiernos. 

4 Este principio se aplicó y se aplica a las antiguas colonias y territorios bajo administración en África, 
en el Pacífico Sur y en el Caribe, y está en la base del reconocimiento que la comunidad internacional 
ha dado recientemente a la constitución o reconstitución de estados en Europa del Este. 

s El instrumento jurídico internacional más reciente sobre la materia. el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo, elude expresamente el derecho a la libre detenninaci6n al 
senalar en el artículo 2, numeral 3, que "la utilización del término pueblos ... no deberá interpretarse en 
el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atane a los derechos que pueda conferirse a dicho 
ténnino en el derecho internacional". En la preparación de la declaración universal de derechos 
indígenas (ONU) este punto está siendo actualmente debatido. 

6 Este esel sentido que se puede dar a varios procesos que se están dando en el ambiente internacional 
en los últimos años. como la adopción del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
y del Convenio constitutivo del fondo para el desarrollo de los pueblos indígenas. la preparación de una 
Declaración univen;al de derechos de los pueblos indígenas en Naciones Unidas y la discusión de un 
posible instrumento interamericano wbre la misma materia. También pueden entenderse así algunos 
desarrollos legislativos en países del continente. 
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dad. La ocupación europea de América truncó un proceso que probablemente 
tenía un destino muy diferente del que conocemos, pero no consiguió 
instalar plenamente otro. La aparición de los estados americanos se dio sin 
que se hubieran constituido las naciones correspondientes y el desarrollo en 
más de un siglo y medio de vida republicana no ha consolidado estas 
sociedades. Se trata de estados unitarios sobre impuestos a formaciones 
sociales plurales, entre las cuales destacan, por distintos y persistentes, los 
pueblos indígenas. 

Este resultado histórico en América no puede inducirnos a negar los 
derechos inherentes a la libre detenninación, como el de decidir libremente 
su condición política y determinar su propio desarrollo económico, social 
y cultural; ni a soslayar la obligación del Estado de respetar y hacer posible 
el ejercicio de estos derechos. Quizá puede hacernos pensar en una dificul­
tad real para que los pueblos indígenas se constituyan en estados inde­
pendientes. 

El concepto más importante implicado en la discusión de los derechos 
de los puelllos indígenas es el concepto de territorio. Este concepto, que es 
clave, debe ser claramente entendido y diferenciado del concepto de tierra. 
El primero (territorio) se refiere a un área geográfica o un espacio de la 
naturaleza que se encuentra bajo la influencia cultural y el control político 
de un pueblo. El segundo (tierra) se refiere a la porción dentro de este 
espacio que es apropiable por un individuo o una persona jurídica (el Estado, 
una corporación, una cooperativa, etcétera) bajo el régimen jurídico de la 
propiedad. J.os derechos sollre uno y otro son claramente distintos. El primero 
es derecho de pueblos, el segundo de personas. El primero crea la posibili­
dad de ejercer control y autoridad sobre el conjunto de los recursos y sobre 
los procesos sociales que allí se dan; el segundo el de aprovechar producti­
vamente el suelo sin interferencia de otras personas. 

Cuando los pueblos indígenas reclaman derechos sobre los territorios 
que ocupan y que han ocupado tradicionalmente se refieren a la posibilidad 
de ejercer influencia y control sobre lo que ocurre en esos espacios, cómo se 
usan y se dispone de ellos; se refieren a la posibilidad de participar como 
colectividades en las decisiones que afectan a esos territorios y a los recursos 
allí existentes; se refieren a la posibilidad de intervenir en el gobierno de 
las sociedades allí asentadas. 

Esta idea es más importante cuando se trata de territorios indígenas, por 
varias razones: 1) hay una fuerte ligazón histórica de los pueblos con los 
espacios que ocuparon tradicionalmente y que han sido ocupados, o son 
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amenazados de ocupar, por extraños; 2) las culturas indígenas se han 
desarrollado y se desarrollan estrechamente relacionadas con esos espacios, 
cuentan con conocimientos y tecnologías de varios milenios, para su manejo 
y conservación y a los que está asociada su vida ritual, sus creencias y su 
o. den de valores; 3) la vida social indígena, basada en formas comunitarias, 
está organizada en relación con la ocupación de esos territorios. Más aún, 
un gran número de pueblos indígenas asentados sobre bosques tropicales y 
tierras bajas en general utilizan el espacio para fines productivos mediante 
sistemas de ocupación itinerante (horticultura, caza, pesca, recolección)' 
que requieren del control y la seguridad territorial. 

Ahora bien, los estados no reconocen la posibilidad del derecho al 
territorio para ningún puehlo, ya que argumentan que este es un derecho 
exclusivo del Estado. F_~to ocurre porque se asocia territorio a soberanía, y 
la soberanía es una característica exclusiva de los estados nacionales. Por 
eso las políticas estatales reducen los reclamos de los pueblos indígenas al 
concepto de tierra y por tanto al concepto de propiedad. Según ellas se puede 
conceder más o menos tierras en propiedad, individual o colectiva. a los 
indígena~, pero de ninguna manera se puede aceptar que un pueblo tenga 
autoridad (en el sentido de innuencia, control y regulación) sobre un espacio 
geográfico determinado, que además ocupa productivamente. 

Pero esta interpretación del derecho territorial es muy estrecha. De hecho, 
existen territorios sin soberanía, o lo que es lo mismo, ciertos grados de 
autoridad territorial que no afectan la soberanía del Estado: este es el caso 
de los departamentos, provincias y municipios, que tienen competencia o 
jurisdicción sobre determinados territorios, sin que esto excluya el dere­
cho soberano del Estado sobre la totalidad del territorio nacional. Esto nos 
hace pensar que se puede plantear un régimen para los territorios indígenas 
sin afectar la soberanía del Estado, estableciendo los límites de competencia 
o de atrihución legal que éstos podrían tener dentro de sus territorios.8 En 
un Estado moderno el concepto de soberanía no debe asimilarse al arbitrio 
homogeneizador, sino a la esencia de la pluralidad. 

7 Está suficientemente documentado y probado que estas fonnas de aprovechamiento son las más 
adecuadas para ellipo de medio y. por cierto. las únicas que aseguran su conservación en el largo plazo. 

s La Constitución de Colomhia ha incorporado recientemente este criterio al crear los "territorios 
indígenas", las "jurisdicciones indígenas" y los "distritos electorales indígenas", sin por eso desmem­
hrar el Estado colombiano ni restringir su soberanía. Así mismo desde hace muchos años existen en 
algunos países territorios indígenas definidos mediante tratados entre los pueblos y los estados; en tales 
tratados se estahlccen los derechos y competencias que corresponden a los pueblos y los que se reservan 
para el Estado. 
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La idea de competencia reemplaza en este caso a la de propiedad. Es la 
capacidad de actuar dentro de un determinado espacio o territorio y para un 
conjunto claramente definido de asuntos; no implica capacidad para dispo­
ner arbitrariamente de los recursos, sino para regular y controlar su utiliza­
ción por parte de la población, para participar en la preparación, aplicación 
y evaluación de acciones de desarrollo que se lleven adelante en tales 
territorios, y para intervenir en la solución de los problemas que se pudieran 
presentar entre los beneficiarios de esos recursos o habitantes de esas 
regiones. En este último sentido la idea de competencia incluye la de 
jurisdicción. esto es. el ámbito dentro del cual se puede "decir la justicia". 
Para el caso de los pueblos indígenas esta capacidad de juzgar y dictaminar 
se debe entender a partir de la práctica de su propio derecho, sus usos, 
costumbres y normas como fuente de derecho y de su propia organización 
social. 

Aun cuando la proposición anterior parece clara y obvia, las legislaciones 
nacionales no la recogen y en muchos casos son tan confusas que provocan 
graves enfrentamientos por superposición en el ejercicio de la autoridad y 
la competencia. El punto de conflicto está en el carácter excluyente por parte 
del Estado en el ejercicio del derecho. Esto es, únicamente el Estado se 
atribuye la capacidad de establecer y hacer cumplir las normas. Sin embar­
go, en el marco de un Estado plurinacional. es posible definir las atribucio­
nes que en sus territorios y para determinados asuntos pueden tener los 
pueblos indígenas legítimamente establecidos y reconocidos. Esto no dis­
minuye la soheranía del Estado, sino que hace posible un ejercicio plural, 
democrá1ico y armónico de las diversas jurisdicciones y competencias, da 
cumplimiento al derecho de los pueblos a la libre determinación y. asegura 
sus derechos territoriales. 

El conflicto que se da actualmente en torno a estos temas en la relación 
entre los puehlos indígenas y el Estado obedece, justamente, a que éste no 
ha logrado reconocer la realidad plural y multiétnica de la sociedad. De 
continuar esta situación. los puehlos indígenas van ganando el derecho de 
decidir su condición política al margen del Estado. 

l.a jurisdicción que reclaman los pueblos indígenas dentro de los territo­
rios que ocupan está sujeta a claras limitaciones en el orden nacional y 
tamhién en el orden internacional. Una de estas limitaciones está dada por 
la vigencia y pleno ejercicio de los derechos humanos de cada ciudadano 
indígena rrenle a su propio pucolo. y de lodos los ciudadanos en el conjunto 
de la sociedad. Olra se refiere al uso adecuado de los recursos ambienlalcs 
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ya su preservación, cuestión respecto de la cual los pueblos han demostrado 
históricamente un alto grado de responsabilidad. 

N. Los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDíGENAS 

En las últimas dos décadas la organización indígena se ha consolidado y 
ha definido una plataforma reivindicativa continental, al tiempo que ha 
desarrollado nuevas formas de lucha. En el campo jurídico esta plataforma 
se orienta a alcanzar garantías para sus derechos; tanto en lo que se refiere 
al cumplimiento de las garantías ya existentes en las legislaciones naciona­
les e internacionales, como a la conquista de nuevas garanúas para sus 
derechos como pueblos. 

En el proceso de formación de esta plataforma de lucha y de fortaleci­
miento del movimiento indígena a nivel continental se viene produciendo 
un amplio consenso acerca de los principales derechos específicos que 
reivindican los pueblos indígenas, los cuales comprenden una amplia diver­
sidad de situaciones y que se refieren a todos los aspectos de la vida social, 
económica, cultural, polftica, etcétera. 

Los ejes fundamentales en tomo a los cuales se definen los derechos que 
reivindican los pueblos indígenas pueden sintetizarse en los siguientes 
puntos: 

1. El derecho a su existencia como pueblos y a ser reconocidos como 
tales por los estados y por el derecho internacional. 

2. Derecho al territorio. El derecho a recuperar, conservar y ampliar las 
tierras y territorios que ocupan y han ocupado tradicionalmente y los 
recursos existentes en ellos; así como a ejercer en esos espacios un cierto 
grado de control e innuencia, en armonía con la ley nacional. Tener un 
territorio significa ejercer poder sobre él, como un ente público ejerce de 
los Ifmites de su jurisdicción y competencia. 

3. Derecho a la jurisdicción. Cada pueblo tiene el derecho de aplicar 
dentro de su territorio sus usos, costumbres y tradiciones como fuente de 
derecho, de autoregular sus formas independientes de organización social 
y de representación. El gohierno del territorio es competencia del mismo 
puehlo. Los límites a esta jurisdicción y esta competencia deben definirse 
en el derecho nacional. 

4. Derecho al ambiellfe sano. Dentro de su territorio el pueblo tiene 
derecho a mantener, conservar, proteger y mejorar el medio ambiente. Este 
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derecho se extiende al entorno de su territorio, especialmente para protec­
ción de las aguas internas y de la polución atmosférica. El derecho al 
amhiente sano tiene como contrapartida una clara obligación: la de mante­
ner ecológicamente equilibrado el territorio para que el desequilibrio no sea 
causa de degradación ambiental. 

5. Derechos económicos. Derecho a elegir el sistema de relaciones 
económicas en su territorio así como sobre el aprovechamiento de las 
riquezas y los recursos naturales existentes. 

6. Derecho a la cultura. Todos los pueblos tienen derecho a hablar su 
idioma, y más que eso, el derecho de hablar solamente su idioma, por lo 
tanto, ha de tener derecho a intérprete siempre que lo necesite. Entre los 
derechos a la cultura están los de mantener sus expresiones artísticas, 
creencias y religión. No se puede prohibir a un pueblo contar la historia, 
según su propia versión. 

7. El derecho al libre trállsito ell su territorio. Es derecho de los pueblos 
indígenas divididos por fronteras internacionales continuar siendo un solo 
pueblo sin restricciones a su libre tránsito. Es deber de los estados adoptar 
medidas en común con los pueblos indígenas para facilitar el ejercicio de 
ese derecho mediante convenios internacionales. 

8. Derechos políticos. Derecho a la participación como pueblos en todas 
las instancias de decisión política del Estado nacional. Este derecho incluye 
la participación de representantes de los pueblos indígenas en los niveles 
internacionales en todo aquello que les afecte directamente. 

9. Derecho a la proteccióll del Estado. Constituye derecho de cada 
puehlo que el derecho estatal tenga reglas definidas y claras para proteger 
las relaciones de los pueblos indígenas con los demás ciudadanos. Además 
dehen estahlecerse criterios para juzgamiento y aplicación de penas a 
indígenas que sean adecuados a su cultura y convivencia social. El derecho 
nacional dehe crear un sistema de protección especial para los pueblos 
indígenas. 

Al existir este sistema jurídico que garantice no sólo la existencia, sino 
la continuidad y el progreso de los pueblos indígenas según sus propios 
intereses, no hace falta que cada pueblo se plantee la creación de otro Estado. 
El Estado que reconozca los derechos arriba señalados, puede ser conside­
rado modelo de un nuevo Estado fundado en la práctica de pluralidad. 
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V. LA INSTRUMENTACIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS 

INDIGENAS EN LA LEGISI.AClÓN NACIONAL E INTERNACIONAL 

Dado el carácter que presenta el desarrollo de la relación entre los estados 
y los pueblos indígenas en un momento de transición hacia nuevos modelos 
globales y domésticos de organización de las relaciones sociales, es muy 
probable que en los años venideros se produzcan importantes transforma­
ciones en los órdenes jurídicos nacionales e internacionales, para hacer 
posible el desarrollo de nuevas formas de democracia basadas en el reco­
nocimiento y fomento de la diversidad y no en su eliminación. Únicamente 
una tranformación en este sentido podrá evitar que en los próximos años se 
agudicen las tensiones actualmente existentes y se desarrollen enfrenta­
mientos dentro de nuestros países, con resultados negativos para los pueblos 
y para la sociedad en su conjunto. 

El desarrollo de esta nueva normalividad dehcrá inscribirse y apoyarse 
en los principios y las prácticas de los derechos humanos como un horizonte 
universal; deherá convocar a los mismos puehlos para que expresen sus 
intereses y aspiraciones a este respecto y contar con la asistencia de 
instiluciones nacionales e internacionales que actúen conjuntamente con las 
organizaciones representativas de estos pueblos y con sus líderes. Este 
proceso requiere por igual la participación indígena, la sensibilización de 
los gOhiernos y el desarrollo teórico crítico de alternativas. 

Durante la última década se ha dado un proceso creciente hacia la 
juridil.ación de las relaciones de los puehlos indígenas con el Estado: 
algunos países de América han incorporado camhio~ en su legislación y se 
han adoptado o están en preparación instrumentos internacionales sobre 
derechos de los puehlos indígenas. La tendencia dominante de estos proce­
sos es reconocer la naturaleza pluricultural de las sociedades y, en unos 
pocos casos, garantizar derechos específicos en relación a la cultura, las 
tierras, la educación. Se ohserva una preocupación incipiente por modificar 
normas procesales relativas al acceso de los indígenas a la justicia. 

En el plano de la normatividad internacional se ha empezado a contem­
plar los derechos relativos a la participación de los pueblos indígenas en los 
asuntos 4Ul' atañen a su destino y a la conservación de los recursos esenciales 
para \u vida. 

Tanto la normatividad nacional como la internacional conservan princi­
pios (le suhordinación de los derechos indígenas al derecho nacional e 
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introducen disposiciones que convierten las nuevas nonnas en declaracio­
nes programáticas y meramenle retóricas. 

Hace falta poner este desarrollo normativo incipiente a la altura de los 
procesos sociales que se están dando en el continente. Hace falta también 
concebir mecanismos de promoción y protecCión de estos derechos de los 
pueblos y, por supuesto, avanzar en la concreción jurídica de las aspiracio­
nes de los pueblos indígenas. 

VI. CONCLUSIONES 

-El reconocimiento efectivo a los derechos de los pueblos indígenas 
solamente es posible mediante transformaciones del régimen actual de 
organización del Estado. 

-Es necesaria una transfonnación profunda del orden jurídico y de la 
naturaleza misma del F_~tado. Hasta ahora para los indígenas el derecho 
positivo es el mundo de las ficciones, los principios jurídicos de generalidad 
de la ley y de igualdad jurídica los excluyen. 

-No son suficientes las declaraciones de las instancias internacionales, 
interamericanas y nacionales. Hacen falta nuevas legislaciones, no mera­
mente programáticas, sino sustantivas y procesales que reconozcan ple­
namente sus derechos, eviten interferencias en los modos tradicionales de 
vida y desarrollo propio de los pueblos indígenas, y sean fácilmente exigi­
bles. 

-Finalmente parece urgente establecer procedimientos e instancias de 
promoción y defensa de los derechos de los pueblos indígenas, basados en 
una comprensión callal y compartida de la cosmovisión, dignidad, cultura 
e identidad propias de los puelllos indígenas. 

La creación de una instancia interamericana de promoción y defensa de 
los derechos de los puehlos indígenas debería ser considerada como una 
opción para impulsar las modificaciones y garantizar los derechos a los que 
se refiere este documento. 
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PROYECTO DE DECLARACIÓN DE DERECHOS 
DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS' 

PREÁMBULO 

l. Afirmando que todos los pueblos indígenas son libres e iguales en 
dignidad y derechos de acuerdo con las normas internacionales, y recono­
ciendo el derecho de todos los individuos y pueblos a ser distintos, a 
considerarse distintos, y ser respetados como tales, 

2. Considerando que todos los pueblos contribuyen a la diversidad y 
riqueza de las civilizaciones y culturas, lo cual constituye el patrimonio 
común de la humanidad, 

3. Convencidos de que todas las doctrinas, políticas y prácticas de 
superioridad racial, religiosa, élnica o cultural son científicamente falsas, 
legalmente inválidas, moralmente condenables y socialmente injustas, 

4. Preocupados de que los puehlos indígenas han sido frecuentemente 
privados de sus derechos humanos y libertades fundamentales, teniendo 
como resultado el despojo de lierras, territorios y recursos, así como pobreza 
y marginación, 

5. Considerando que los tralados, acuerdos y otros arreglos constructivos 
enlre los ESlados y los pueblos indígenas son un tema de preocupación y de 
responsabilidad internacionales, 

6. Celebrando el hecho de que los pueblos indígenas se eslén organizando 
para poner fin a lodas las formas de discriminación y opresión donde quiera 
que se produzcan, 

7. Reconociendo la urgenle necesidad de promover y respetar los dere­
chos y características de los pueblos indígenas que se originan en su historia, 

I Fut'nte: ONU, Comi~ión de dc-rechm dl'l homhre. Suocomisión de lucha contra las medidas 
discriminatorias y de protección de las minorías. 44a sesión. Discriminación sobre las poblaciones 
autóctonas. Informe de lo .. trahajos de la lOa sesión del Grupo de trabajo. 
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filosofía, culturas, tradiciones espirituales y otras, así como en sus estruc­
turas políticas, económicas y sociales, especialmente sus derechos a tierras, 
territorios y recursos, 

8. Reafirmando que los pueblos indígenas, en el ejercicio de sus derechos, 
no deben ser objeto de ninguna forma de distinción o discriminación 
desfavorahle, 

9. Aprohando los esfuerzos para revitalizar y reforzar las sociedades, 
culturas y tradiciones de los pueblos indígenas, a través de su control sobre 
procesos de desarrollo que les concierne, a ellos o a sus tierras, territorios 
y recursos, así como para promover su desarrollo futuro según sus aspira­
ciones y necesidades. 

lO. Reconociendo que las tierras y territorios de los pueblos indígenas 
no deben, sin el consentimiento de estos últimos, ser utilizados con fines 
militares, y reafirmando la necesidad de desmilitarizar estas tierras y 
territorios y contribuir así a la paz, comprensión y desarrollo económico y 
relaciones amistosas entre todos los pueblos del mundo, 

11. Enfatizando la importancia de dar especial atención a los derechos y 
necesidades de las mujeres, jóvenes y niños indígenas, y en particular a su 
derecho a la igualdad de oportunidades en materia de educación y acceso a 
todos los niveles y a todas las formas de enseñanza, 

12. Reconociendo, en particular, que es el interés general de niños 
indígenas que su familia y comunidad en la cual viven conserven la 
responsahilidad compartida de su educación e instrucción, 

13. Estimando que los pueblos indígenas tienen el derecho de determinar 
libremente sus relaciones con los estados en los cuales viven, en un espíritu 
de coexistencia con otros ciudadanos, 

14. Notando que el pacto internacional relativo a los derechos económi­
cos, sociales y culturales y el pacto internacional relativo a los derechos 
civiles y polfticos señalan la importancia fundamental del derecho de todos 
los puehlos a la autodeterminación, derecho que les permite determinar 
libremente su estatus polftico y asegurar libremente su desarrollo económi­
co, social y cultural, 

15. Teniendo en cuenta que ninguna disposición de esta declaración 
podrá ser utilizada como pretexto para negar a cualquier pueblo su derecho 
a la autodeterminación, 

16. Exhortando a los estados a respetar y aplicar efectivamente todos los 
instrumentos internacionales relacionados con los pueblos indígenas, en 
consulta con los pueblos concernientes, 
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17. La Asamblea General proclama solemnemente la Declaración de 
derechos de los pueblos indígenas, siguiente: 

PRIMERA PARTE 

Párrafo 1. Los pueblos indígenas tienen el derecho de autodetennina­
ción, conforme al derecho internacional en virtud del cual pueden detenni­
nar libremente su estatus e instituciones políticas y asegurar libremente su 
desarrollo económico, social y cultural. El derecho a la autonomía y a la 
autoadministración forman parte integrante de este derecho; 

Párrafo 2. Los pueblos indígenas tienen el derecho al pleno y efectivo 
disfrute de todos los derechos humanos y de todas las libertades fundamen­
tales reconocidos por la Carta de las Naciones Unidas y por la legislación 
internacional relativa a los derechos del hombre; 

Párrq(o 3. l ,os pueblos indígenas tienen el derecho de ser libres e iguales 
a todos los otros seres humanos en dignidad y derechos, y de no ser objeto a 
ninguna forma de distinción o discriminación desfavorable basada en su 
identidad indígena; 

SEGUNDA PARTE 

Párrafo 4. Ninguna disposición de la presente Declaración puede ser 
interpretada en el sentido de otorgar el derecho a un Estado, grupo o 
individuo, para realizar una actividad o acto, cualquiera que sea, contrario 
a la Carta de Naciones Unidas o a la Declaración relativa a los principios 
del derecho internacional tocante a las relaciones amistosas y a la coopera­
ción entre estados conforme a la Carta de Naciones Unidas; 

Párrafo 5. Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo de existir 
en la paz y la seguridad como pueblos distintos y ser protegidos contra el 
genocidio, y el derecho individual a la vida, la integridad física y mental, a 
la libertad y a la seguridad de la persona; 

Párrafo ó. Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo e individual 
de preservar y desarrollar sus características, identidades étnicas y cultura­
les distintas, incluyendo el derecho a escoger su propio nombre; 

Párrafo 7. 1 ,os pueblos indígenas tienen el derecho colectivo e individual 
a ser protegidos contra el genocidio cultural, sobre todo, por medidas 
tendentes a impedir e indemnizar: 
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a) cualquier acto que tenga por objetivo o efecto privarlos de su integridad 
como sociedades distintas. o de sus características o identidades culturales 
o étnicas; 

b) cualquier forma de asimilación o de integración forzada por la impo-
sición de otras culturas o modos de vida; 

c) el despojo de sus tierras. territorios o recursos. y 
d) cualquier propaganda dirigida contra ellos. 
Párrafo 8. Los pueblos indígenas tienen el derecho de revivir y conservar 

su identidad y tradiciones culturales. incluyendo el derecho a mantener. 
desarrollar y proteger los elementos materiales pasados. presentes y futuros 
de su cultura. tales como los sitios y edificios arqueológicos e históricos. 
objetos. diseños. ritos. tecnología y obras de arte. así como el derecho a la 
restitución de bienes culturales y religiosos y de valores espirituales quita­
dos a ellos sin su libre consentimiento y conocimiento de causa o en 
violación de sus propias leyes; 

Párrafo 9. Los pueblos indígenas tienen el derecbo a manifestar sus 
propios valores espirituales y convicciones religiosas por la práctica. ense­
ñanza y observación de tradiciones. costumbres y ritos; el derecho de 
mantener sitios religiosos y culturales. asegurando su protección y su acceso 
en privado; el derecho de utilizar y controlar los objetos rituales; y el derecho 
de repatriamiento de los restos humanos; 

Párrafo JO. Los pueblos indígenas tienen el derecho de revivir. utilizar. 
desarrollar. promover y transmitir a las futuras generaciones sus propias 
lenguas. sistemas de escritura y literatura. y de utilizar y preservar los 
nombres originales de las comunidades. lugares y personas. Los estados 
tomarán las medidas para hacer que los pueblos indígenas puedan entender 
el desarrollo de los procedimientos polfticos. judiciales y administrativos y 
ser entendidos en tales procedimientos todas las veces que sea necesario 
gracias a la asistencia de intérpretes u otros medios útiles; 

Párrafo JJ. Los pueblos indígenas tienen el derecho a acceder a todos 
los niveles y formas de enseñan7ll, incluyendo la enseñanza en su propia lengua, 
y el derecho de establecer y controlar sus propios sistemas y establecimientos 
de enseñan7a. El Estado proporcionará los recursos a este fin; 

Párrafo J2.1.os pueblos indígenas tienen derecho a que todas las formas 
de enseñanza e información pública reflejen la dignidad y diversidad de sus 
culturas. historia. tradiciones y aspiraciones. Los estados tomarán las me­
didas necesarias para eliminar los prejuicios. favorecer la tolerancia y 
comprensión y establecer buenas relaciones; 
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Párrafo 13. Los pueblos indígenas tienen el derecho de utilizar todos los 
medios de información y tener acceso a ellos en sus propias lenguas. Los 
estados tomarán las medidas necesarias a este fin; 

Párrafo 14. Los pueblos indígenas tienen el derecho de recibir adecuada 
asistencia financiera y técnica por parte de los estados y a título de coope­
ración internacional, para proseguir libremente su propio desarrollo polfti­
co, económico, social, cultural y espiritual y para disfrutar de los derechos 
consagrados en la presente Declaración; 

TERCERA PARTE 

Párrafo 15. Los pueblos indígenas tienen el derecho al reconocimiento 
de los lazos particulares y profundos que los unen al medio ambiente, tierras, 
territorios y recursos que ocupan o utilizan tradicionalmente bajo otras 
formas; 

Párrafo lfí. Los pueblos tienen el derecho colectivo e individual a la 
propiedad, gestión y uso de tierras que ocupan o utilizan tradicionalmente 
bajo otras formas. Incluyendo el derecho a que sus leyes y costumbres, 
régimen de propiedad e instituciones de gestión de sus recursos sean 
plenamente reconocidos, así como el derecho a las medidas eficaces por 
parte del Estado para impedir todo perjuicio a estos derechos. Ninguna 
disposición del presente párrafo puede ser interpretado como impedimento 
para la celebración de acuerdos de autonornfa y gestión sin relación con 
territorios o recursos indígenas; 

Párrafo 17. Los pueblos indígenas tienen el derecho a la restitución o, 
cuando ésta no sea posible, a una indemnización justa y equitativa por las 
tierras y territorios que han sido confiscados, ocupados, utilizados o degra­
dados sin su libre consentimiento dado con conocimiento de causa. Salvo 
desacuerdo libremente expresado por los pueblos concernientes, la indem­
nización se hará de preferencia tomando en cuenta la forma de tierras y 
territorios al menos iguales en calidad, cantidad y régimen jurídico de 
aquéllos que fueron perdidos; 

Párrafo 18. Los pueblos indígenas tienen el derecho a que el conjunto 
de su habitat y la productividad de sus tierras y territorios sean protegidos 
y, en su caso, restablecidos, y el derecho a una adecuada asistencia al 
respecto, incluyendo la cooperación internacional. Salvo acuerdo libremen­
te expre~ado por los pueblos concernientes, no podrá haber en sus tierras y 
territorios actividades militares o de slockage o verterse materias peligrosas; 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM



172 PROYECfO DE DECLARACIÓN DE LOS PUEBLOS INDIGENAS 

Párrafo 19. Los pueblos indfgenas tienen el derecho a que se tomen 
medidas de protección especiales --<:omo la propiedad intelectual- en lo 
concerniente a las manifestaciones tradicionales de su cultura --tales como 
literatura, creaciones, artes visuales y artes de ejecución o representación, 
semillas, recursos genéticos, remedios y conocimiento de propiedades útiles 
de la flora y fauna; 

Párrafo 20. Los pueblos indfgenas tienen el derecho de exigir que los 
estados y sociedades nacionales y trasnacionales les consulten y obtengan 
su consentimiento expresado libremente y con conocimiento de causa, antes 
de la ejecución de cualquier proyecto importante, en particular de los que 
valoricen los recursos naturales o exploten los recursos minerales y otros 
recursos del subsuelo, a fin de acrecentar las ventajas del proyecto y atenuar 
los efectos nefastos que podrfan darse en el plano económico, social, 
ambiental y cultural. Una indemnización justa y equitativa será otorgada 
por toda actividad o consecuencia perjudicial de este género; 

CUARTA PARTE 

Párrafo 21. Los pueblos indfgenas tienen el derecho de preservar y 
desarrollar en sus tierras y en sus otros territorios, sus estructuras económi­
cas, sociales y culturales, instituciones y modos de vida tradicionales, 
derecho a la seguridad en la explotación de sus medios de subsistencia 
tradicionales y derecho a dedicarse libremente a sus actividades económi­
cas, tradicionales u otras, incluyendo la caza, pesca, ganaderfa, recolección, 
explotación de madera y agricultura. En ningún caso, los pueblos indfgenas 
serán privados de sus medios de subsistencia. Ellos tienen derecho, si fueran 
privados, a una indemnización justa y equitativa; 

Párrafo 22. En los lfmitcs de recursos disponibles, los pueblos indfgenas 
tienen derecho a que el Estado tome medidas especiales para mejorar de 
manera inmediata, efectiva y continua. su situación económica y social, 
dichas medidas deberán tener su consentimiento expresado libremente y 
con conocimiento de causa y deben corresponder a sus prioridades particulares; 

Párrafo 23. Los pueblos indígenas tienen derecho a definir, organizar y 
poner en marcha, en la medida de lo posible, tomando en cuenta sus propias 
instituciones, todos los programas de salud y vivienda y cualquier otro 
programa económico y social que les interese; 
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Párrafo 24. Los puehlos indígenas tienen derecho a su propia farmacopea 
y prácticas médicas tradicionales. Por este derecho se entiende el derecho 
a la protección de las plantas medicinales, animales y minerales de interés 
vital. Este derecho no puede interpretarse como una limitación a los sistemas 
de salud indígenas, en caso en que quisieran hacerlos valer; 

Párrafo 25. Los pueblos indígenas tienen el derecho a participar, en 
condiciones de igualdad, con los otros ciudadanos y sin discriminación con­
traria, en la vida política, económica, social y cultural de su Estado y de 
constatar su carácter particular debidamente reflejado en el sistema jurídico 
y en las instituciones política~, socioeconómicas y culturales según el caso, y 
sohre todo a que sean dehidamente reconocidas y respetadas las leyes, 
costumhres y prácticas indígenas; 

Párrafo 26. Los puehlos indígenas tienen derecho a: 
a) participar plenamente en todos los niveles de la administración con 

representantes elegidos por ellos mismos, en la toma y ejecución de deci­
siones concernientes a la~ cuestiones nacionales e internacionales suscep­
tihles de modificar sus derechos, vida y porvenir, 

b) participar, siguiendo los procedimientos apropiados y determinados 
en consulta con ellos, en la elahoración de leyes o medidas administrativas 
susceptihles de afectarlos directamente. 

Los estados tienen la ohligación de ohtener el consentimiento de los 
puehlos indígenas, expresado lihremente y con conocimiento de causa, 
antes de aplicar estas medidas; 

Párrafo 27. [.os puehlos indígenas tienen derecho a la autonomía en las 
cuestiones relativas a sus propios asuntos interiores y locales, principalmen­
te, en educación, información, medios de comunicación masiva, cultura, 
religión, salud, vivienda, empleo, protección social en general, actividades 
económicas, gestión tradicional y otros, administración de la tierra y recur­
sos, el mellio ambiente y acceso de los no miemhros, así como el cobro de 
un impuesto interno para financiar estas instituciones autónomas; 

Párrafo 2R. J .os puehlos indígenas tienen el derecho de decidir laS' 
estructuras de sus instituciones autónomas. de escoger sus miembros según 
sus propios procedimientos y determinar quiénes son, para estos fines. 
miemhros de los puehlos indígenas.l.os estados tienen el dehcrde reconocer 
y respetar la integridad de estas instituciones y sus miemhros; 

Púrra/i> 2<;. I.os puehlos imlígenas tienen el derecho de delCrminar las 
rcspnnsahililladcs de )()s individw)s hacia su pnlpia comunhlad, C(ln rcspct() 
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a los derechos del hombre y libertades fundamentales universalmente 
reconocidos y derechos enunciados en la presente Declaración; 

Párrafo 30. Los pueblos indígenas tienen el derecho de mantener y 
desarrollar los contactos, relaciones y cooperación tradicionales, sobre todo, 
en actividades de carácter económico, social, cultural y espiritual, entre 
pueblos indígenas a través de las fronteras. Los estados deben adoptar 
medidas para facilitar estos contactos; 

Párrafo 31. Los pueblos indígenas tienen el derecho de exigir a los 
estados y sus sucesores que respeten los tratados Y otros acuerdos conclui­
dos con los pueblos indfgenas, y someter las controversias a las instancias 
nacionales o internacionales competentes, conforme a sus fines originales 
o a los de los tribunales; 

Párrafo 32. Los pueblos indígenas tienen el derecho individual y colec­
tivo de acceder a los procedimientos, mutuamente aceptables y equitativos, 
para resolver los conflictos o controversias con los estados y a que las 
decisiones en la materia sean tomadas sin retraso. Estos procedimientos 
preverán, según el caso, el recurso a la negociación, mediación, concilia­
ción, arbitraje o juicio de los tribunales nacionales y, en caso que los 
recursos internos hayan sido agotados, a los mecanismos internacionales y 
regionales de examen de quejas en materia de derechos humanos; 

Párrafo 33. Los estados tienen el deber, en consulta con los pueblos 
indígenas concernientes, de tomar medidas eficaces para garantizar el pleno 
disfrute de los derechos de los pueblos indígenas y otros derechos del 
hombre y libertades fundamentales mencionados en la presente Declaración; 

Párrafo 34. Los derechos enunciados en la presente Declaración consti­
tuyen las normas mínimas necesarias para la sobrevivencia y bienestar de 
los pueblos indfgenas del mundo; 

Párrafo 35. Ninguna disposición de la presente Declaración puede 
interpretarse con el fin de disminuir o extinguir derechos actuales o futuros 
que los pueblos indígenas puedan tener o adquirir; 

Párrafo 36. Los pueblos indígenas tienen derecho a una protección 
especial y a la seguridad en periodo de conflicto armado. Los estados deben 
respetar las normas internacionales de protección a poblaciones civiles en 
situaciones de emergencia y conflicto armado, y abstenerse de: 

a) reclutar a indígenas contra su voluntad en sus fuerzas armadas, en 
particular para utilizarlos contra otros pueblos indígenas, 

b) presionar a los indígenas para que abandonen sus tierras, territorios y 
medios de suhsistencia y reinstalarlos en centro especiales con fines militares; 
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Párrafo 37. Los pueblos indígenas tienen el derecho de preservar y 
desarrollar sus derechos y sistemas jurídicos consuetudinarios cuando éstos 
no sean incompatibles con los derechos del hombre y las libertades funda­
mentales consagradas en los instrumentos internacionales relativos a los 
derechos del hombre; 

Párrafo 38. Los pueblos indígenas no pueden ser presionados para que 
dejen sus tierras y territorios. Si ha lugar a reinstalación, debe hacerse con 
el consentimiento expresado libremente y con conocimiento de causa de los 
pueblos indígenas concernientes y después del acuerdo sobre una indemni­
zación justa y equitativa y, si es posible, con la posibilidad de regresar; 

Párrafo 39. La aplicación de las disposiciones de la presente Declaración 
no debe afectar los derechos y ventajas de los pueblos indígenas interesados 
o de cualquier ciudadano de un Estado en virtud de otras leyes, instru­
mentos o tratados internacionales. 
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rechos humanos. responsahilidad del Estado y la Ley sobre Violacio­
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Curso de deontología de magistratura. Editora Saraiva. 1992. 

Sumario: O juiz e suas atribuicoes funcionais. Introdu~ao á deontolo­
gía da magistratura. José Renato Nalini. O juiz e seus compromissos 
éticos. Ética professional e ética social. Antonio Carlos Alves Braga. O 
juis e os valores dominantes. O desepenho da fun~ao jurisdicional em 
face dos aneseios sociais por justicia. Sydney Sanches. O paradigma de 
juiz conforme a expectativa do tribunal de justicia. Aniceto Lopes 
Aliende. O juiz e o advogado. A imparcialidade. o contradilorio e dire­
cao do precesso. Manuel Alceu Affonso Ferreira. O juiz e o promotor. 
As Atribu~oes constilucionais do ministerio publico e as fun,oes de juiz. 
Claudio Ferraz de Avarenga. Magistratura: deontología. funcao e pode­
res do juiz. Alvaro Lazzarini. Deontología da linguagem do juiz. Sid­
nei Agostinho Beneti. 
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D(AZ POLANCO, Héctor, Autonom{a regional.' La autodeterminaci6n de 
los pueblos indios, Siglo Veintiuno editores, UNAM, Centro de Inves­
tigaciones Interdisciplinarias en Humanidades. 

Sumario: Primera parte: Las identidades excluidas: 1. Formación nacional 
y cuestión étnica. 1. La heterogeneidad étnico-nacional en Europa, 2. 
Formación nacional y grupos étnicos en Hispanoamérica. 3. Integra­
ción nacional y grupos étnicos en Hispanoamérica, 4. Las élites, el Es­
tado y las etnias, 5. Del nacionalismo criollo al centralismo liberal. 1I. 
Política colonial y esclavitud. 1. La esclavitud de los indios. 2. El re­
querimiento y la justa guerra contra los indios. 3. Abolición de la escla­
vitud india. 4. El descalabro de la población indígena. 1I1. El mundo 
del indigenismo colonial. 1. Los intereses encontrados. 2. Las sedicio­
nes de los criollos. 3. Encomienda, repartimiento y servidumbre por 
deuda; y político de la religión. 6. Pueblos de indios y nueva identidad, 
IV. El indigenismo Iiquidicionista de los liberales. 2. El indigenismo 
integracionista: del etnocidio a la etnofagia. 3. El etnicismo: funda­
mento de un nuevo indigenismo. 4. Cuestión étnico-nacional y cambio 
social. Segunda parte: por los caminos de la autonomía. V. Las nuevas 
luchas étnicas y los cambios teóricos-políticos. l. Las nuevas luchas 
nacionales de los grupos étnicos. 2. Los cambios en la perspectiva teó­
rico-política. 3. El replanteo de la cuestión étnico-nacional y la autono­
mía. VI. Fundamentos del sistema autonómico. 1. Autonomía y Estado 
nacional. 2. Autonomía y derechos étnicos. 3. Autonomía y autodeter­
minación. 4. La base territorial. 5. El carácter legal constitucional. 6. 
Las competencias autonómicas. VII. Tres casos de régimen autonómi­
co: URSS, España y Nicaragua. 1. El régimen de autonomía en la 
URSS. 2. Las comunidades autónomas en el Estado español. 3. Las re­
giones autónomas en el Estado español. 3. Las regiones autónomas en 
Nicaragua. VIII. Perspectivas de la autonomía regional. 1. Un caso de re­
forma legal. 2. Una reorganización territorial aplazada. 3. Un caso de 
lucha por la autonomía: el istmo de Tehuantepec. 4. Autonomía: mito y 
realidad. 5. Perspectivas. 
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DIAZ-PoLANCO, Héctor, Documentos sobre las rebeliones indias de 
Tehuantepec y Nexapa (1660-1661), México, CIESAS, 1992. 

Índice: I. Documentos sobre algunas órdenes y situaciones anteriores a 
las rebeliones,1635-1658 (Archivo General de la Nación, México); n. 
Documentos sobre las rebeliones indiás de Nexapa y Tehuantepec, 
1660-1661 (Archivo General de Indias, Sevilla, México (00); III. Do­
cumentos sobre acontecimientos posteriores a la rebelión, 1662-1683 
(Archivo General de la Nación, México). 

DIAZ-POLANCO, Héctor, El fuego de la inohediencia. Autonomía y rebe­
lión india en el ohispado de Oaxaca, México, CIESAS, 1992. 

Índice: 1. Sociedad colonial y rebelión indígena en el obispado de Oa­
xaca; 2. El vigor de la espada restauradora. La represión de las rebelio­
nes indias en Oaxaca (1660-1661); 3. Movimiento polflico indio: La 
"rebelión" de Tehuantepec, 166O-1til'í1; 4. Comercio y rebelión el 
obispado de Oaxaca; 5. Los chontales de Oaxaca. 

FLORES FARFÁN, José Antonio, Sociolillgüís/ica del náltuatl. COllserva­
ción y cambio de la lengua mexicalla en el Al/o Balsas, México, Edi­
ciones de la Casa Chata, 1992. 

Índice: 1. Caracterización sociolingüística general; 2. Discusión del 
marco teórico metodológico; 3. Una primera aproximación al estudio 
de las interferencias náhuatl-español; 4. Ejemplos de la función prag­
mática en lengua náhuatl. 

GONZÁLEZ, Álvaro, y V ÁZQUEZ, Marco Antonio, E/Ilias, desarrollo, re­
cursos y tecllologías en Oaxaca, Oaxaca, CIESAS. 1992. 

Índice: 1. Manejo de recursos naturales; n. Los impactos del desarro­
llo; 111. Tecnologías indígenas. 
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Gramsci y la izquierda europea, Fundación de Investigaciones Marxistas, 
Madrid. 

Sumario: Presentación: Juan Trías Verjarano. Capítulo 1. La construc­
ción de la hegemonía socialista, Rafael Díaz Salazar, José Ma. Laso 
Prieto, Giuseppe Vacca. Capítulo n. Intelectuales y revolución pasiva, 
Rafael Díaz Salazar, Francisco Fernández Buey, Joaquín Sempere. Ca­
pítulo III. Gramsci y la reestructuración del capitalismo, Juan Ramón 
Capella, Jaques Mancina, Ramón Vargas-Machuca. 

OBREGÓN ÁLV AREZ, Alejandro E., Apuntes de jilosojia del derecho, 
Querétaro, Universidad Autónoma de Querétaro (Serie Humanida­
des/Colección Derecho), 1990. 

Índice: Preámbulo. Lección 1, lectura crítica l. Lección 2, lectura críti­
ca 2. Lección 3, lectura crítica 3. Lección 4, lectura crítica 4. Lección 
5, lectura crítica 5. Lección 6, lectura crítica 6. 

ORTIZ SEGURA, Carlos, Historia de la pesca de tiburón en puerto Made­
ro, Chiapas, Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antro­
pología Social, México, 1993. 

Índice: Los pescadores son dueños de espacios y tiempos; "Todo era 
monte, una gran montaña hasta la barra"; "Supieron que el gobierno 
iba a dar tierras"; "La pesca continúa haciéndose en los esteros"; 
"Matábamos hasta 300 tiburones"; La pesca del tiburón cobró auge; 
Los años ochenta; La pesca del tiburón se realiza en 24 horas; El traba­
jo en tierra; El negocio de los permisionarios; Vida cotidiana; Conclu­
siones. 

RODRÍGU~Z SALnAÑA, Marcial, La desaparición de poderes en el estado 
de Guerrero, Universidad Autónoma de Guerrero, 1992. 

Sumario: CapílUlo 1: Los orígenes del federalismo y las relaciones en­
tre los estados y la federación. 1.1. El surgimiento del federalismo. 1.2. 
l.as relaciones entre los estados y la federación. Capítulo 11: El federa­
lismo en México y la relación entre los estados y la federación. 11.1. La 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM



HEMOS RECIBIDO 197 

época precolonial. II.2. La época colonial. II.3. La época de la inde­
pendencia. II.4. Los orígenes del federalismo en México. La instaura­
ción del federalismo en la Constitución de 1824. Capítulo I1I: Origen e 
interpretación de la desaparición de poderes. IJI.1. Delimitación del 
tema. 1Il.2. La desaparición de poderes en el derecho comparado. III.3. 
El senado y la desparición de poderes en México. I1I.4. Los hechos que 
dieron origen a la facultad del senado para declarar la desaparición de 
poderes. III.5. La desaparición de poderes en el constituyente de 1917. 
111.6. Interpretación de la fracción V del artículo 76 constitucional. 
111.7. La Suprema Corte de Justicia de la Nación y la desaparición de 
poderes. Capítulo IV: La Ley reglamentaria de la desaparición de po­
deres y la constitución política de Guerrero. IV.1. La Ley Reglamenta­
ria de la fracción V del artículo 76 constitucional. IV.2. La 
Constitución Política del Estado de Guerrero y la desaparición de po­
deres. Capítulo V: La desaparición de poderes en el estado de Guerrero 
durante la revolución de 1919-1917. V.1. El contexto revolucionario. 
V.2. El origen jurídico fundamental durante la revolución. V.3. La de­
saparición de poderes en 1911. V.4. La desaparición de poderes en 
1913. Capítulo VI: La desaparición de poderes en 1918 durante el go­
bierno del general Silvestre G. Mariscal. VI.l. Antecedentes y orígenes 
del conflicto. VI.2. El fuero del general Silvestre G. Mariscal. VI.3. La 
intervención presidencial. VI.4. El juicio militar al general Silvestre G. 
Mariscal. VI.5. La defensa local del general Silvestre G. Mariscal. Ca­
pítulo VII: La desaparición de poderes en 1935, durante el gobierno del 
general Gabriel R. Guevara. VII.I Los antecedentes y orígenes del 
conflicto. VII.2. El caso en la Cámara de senadores. VII.3. El dicta­
men. VII. Capítulo VIII: La desaparición de poderes en 1941, durante 
el gobierno del general Alberto F. Berber. VIII.1. Los antecedentes y 
orígenes del conflicto. VIII.2. El caso en la Cámara de Senadores. 
VIII.3. La prórroga del mandato al gobernador provisional Carlos Ca­
rranco Cardoso. Capítulo IX: La desparición de poderes en 1954, du­
rante el gohierno del Lic. Alejandro Gómez Maganda. IX.I. Los 
antecedentes y orígenes del connicto. IX.2. La gestión guhernamental 
de Raúl Cahallero Aburto. IX.3. Los orígenes y causas del connicto. 
IX.4. Las violaciones constitucionales. Capítulo X: La desaparición de 
poderes en 1960, durante el gohierno del general Raúl Cahallero Abur­
too X.I. Antecedentes. X.2. La gestión guhernamental de Raúl Caballe-
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ro Aburto. X.3. Los orfgenes y causas del conflicto. XA. El caso en la 
Cámara de Diputados. X.5. El caso en la Cámara de Senadores. Capí­
tulo XI: La desaparición de poderes en 1975, durante el gobierno del 
Lic. Israel Nogueda Otero. XI.I. Los antecedentes y orígenes del con­
flicto. XI.2. El caso en la Comisión Permanente del Congreso de la 
Unión. X1.3. La denuncia en contra de Israel Nogueda Otero. 

SÁNCHEZ B., Esther, Antropología jurídica, Sociedad Antropológica de 
Colombia. 

Contenido: Primera parte: Mirada desde la antropología. l. Melicio Ca­
yapú Dagua. Está preso mi sargento. Estado de normas, Estado de rup­
turas. Esther Sánchez B. 

SARRE IGUIÑlZ, Miguel, Guía del Policía, México, Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, 1992. 

Contenido: Presentación. Introducción. Capítulo I: Importancia y fun­
ciones de la policía. Capítulo II: La policía y los derechos humanos. 
Capítulo III: Los derechos del policía. Capítulo IV: Las obligaciones 
del policía. V: La responsabilidad de los miembros de la policía. Ane­
xos. Ejercicios didácticos. 

Seguridad personal: un asalto al tema, Caracas, Ediciones IESA,1991. 

Sumario: Introducción: J. C. Navarro y R. Pérez Perdomo. Capítulo 1. 
Seguridad personal: percepciones y realidades. Una nota acerca de la 
cobertura de la inseguridad en la prensa venezolana: J. C. Navarro y R. 
Pérez Perdomo. Comentarios: Maritza Montero, Roberto Briceño 
León, Frederick Klindt. Capítulo 2. Las instituciones de la seguridad: 
¿ Cuáles son los problemas?, Rogelio Pérez Perdomo. Comentarios: 
Sofía Cardot de Briceño, Henry Bencid, Fernando Fernández. Capítulo 
3, La inseguridad en Venezuela: un enfoque de políticas públicas, Juan 
Carlos Navarro. Comentarios: Franklin Chaparro, Javier Elechiguerra, 
Carmelo Moreno. Capítulo 4, El Estado y la seguridad de los ciudada­
nos, Nerio Rausseo. Comentarios: Lolita Aniyar de Castro, Gloria Ca­
priles, Rosa del Olmo, Tosca Hernández, Gonzalo Bajares. Capítulo 5, 
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La seguridad personal en los centros urbanos: el caso canadiense, José 
María Rico. 

W ANDERLEI RODRIGUES, Horácio, Ensino jurídico e direito alternativo, 
Silo Paulo, Editora académica, 1993. 

Sumário: Capftulo 1. Por onde comecar? (Alguns breves "a prioris" 
históricos e contextuais); Capítulo 2. (De) Formacao jurídica para que 
(m)? (Da Crise do mercado de trabalho as Crises de identidade e Legi­
timidade); Capftulo 3. A reforma que nunca aconteceu; Capítulo 4. A 
Reprodrucao da (de) formacao Simbólica, (Questocs didáctico-pedagó­
gicas e administrativas); Capítulo 5. Ensino do Direito para que(m)? 
(A crise do paradigma polftico-ideológico); Capítulo 6. O direito erra­
do que se conhece e ensina (A crise do paradigma Epistemológico); 
Capítulo 7. Ensino jurídico com qual Direito? (A crítica do direito e 
seus pressupostos); Capítulo R. Por que Direito alternativo? (A insufi­
ciencia da crítica jurídica tradicional); Capítulo 9. É possivcl conhecer 
direito o direito?; Capítulo 10. O Discurso do Ensino e o Ensino do 
Discurso. 

REVISTAS 

Beyolld Law (Más allá del Derecha), publicado por ILSA, núm. 1, 1991. 

Sumario: Editors Introducction, Fernando Rojas and Jeff C1ark. I.Arti­
eles: Introduction to the articles, Víctor Moncayo. The Crisis of and 
Alternatives to the State judicial Monopoly at the end of the 20th Cen­
tury: Exploratory Notes on the Colombian Case, German Palacio. The 
National Tribunal of Latifundios Crimcs. A. Civilian Response to save 
Violence and Impunity, T. Miguel Pressburger and María Teresa de 
Araujo. Revolulion and Criminal Justice: The Cuban Experiment, 
1959-1983 (Conclusion), Adclc Van der Plas. n. Rcviews: Alternatives 
Uses al' Law: Summaries 01' Articles. Sistema judicial y derechos hu­
manos en Colombia. Espacios internacionales para la justicia Colom­
biana. Ejecuciones arbitrarias en Colombia. III. Rullctin Board: 
Addresses and brief descriptions of sorne leading alternative legal ser­
vices in Latin America. 
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Delito y Sociedad, Revista de Ciencias Sociales, Buenos Aires, año 1, 
núm. 1, primer semestre de 1992. 

Sumario: Presentación en sociedad de la revista Delito y Sociedad por 
Juan Pegoraro. La justificación imposible. Historia de la pena. Entre 
justicia y utilidad, Massimo Pavarini. Libertad Asistida: una alternativa 
posible, Alcira Daroqui. La gaceta de la moralidad: El castigo, la eco­
nofiÚa y los procesos hegemónicos de control social, Darío Melossi. La 
cárcel, factores de criminalización y reincidencias, Sergio M. Shock­
lender. La pena indeterminada. Centro Universitario Devoto. Entrevis­
tas: Marta Laferriere "La supervivencia y la libertad". Edduardo Silva 
"Ahora estoy preso por haberlo estado". Michel Foucault "Entrevista 
con un golfo arrepentido". Comentario de libros: "De los delitos y de 
las penas", por Matías Bruera. "Ladrones Profesionales", por V anina 
Gruart. Documentos: Carta del Jefe Piel Roja. Estadísticas. Proyecto 
CINAP. Proyecto CUD. 

El Otro Derecho, Bogotá, 1988. 

Sumario: Debates: Comparaciones entre las tendencias de los servicios 
legales en Norteamérica, Europa y América Latina, primera parte, Fer­
nando Rojas Hurtado. Una concepción metodológica del uso alternati­
vo del derecho, Manuel Jacques. Reflexiones sobre el uso alternativo 
del derecho, Jesús Antonio Muñoz GÓmes. Derechos humanos, calidad 
de vida y protección del ambiente, Imelda Gutiérrez Correal. Reflexio­
nes. Comunidad campesina y servicios jurídicos (descripción y análisis 
de una experiencia en una región de Colombia), Pablo Emilio Angari­
ta. Colombia: Campesinos por la tierra toca tener fuerza, Edgar ArdUa. 
Reseñas: Los abogados y la democracia en América Latina. Informe al 
Congreso sobre los sucesos de los penales por nuestra igualdad ante la 
ley. 

El Otro Derecho, Bogotá, núm. 3, julio 1989. 

Sumario: Debates: ¿qué es ILSA, hacia dónde va? Servicios legales y 
relaciones capitalistas: un ensayo sobre los servicios jurídicos popula­
res y la práctica legal crítica, German Palacio. Servicios legales y dere-
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chos de los pueblos indígenas de Chile, Eduardo Castillo Vigouroux. 
Reflexiones: La violencia policial en la época de la democracia, equipo 
Jurídico de CELS Coordinador: Octavio Corsen. Reseñas: Derecho pe­
nal y derechos humanos. El cambio de la niebla. As Hidrelectricas do 
xingu e os povos ondígenas. 

El Olro Derecho, Bogotá, núm. 5, 1990. 

Sumario: Debates: El poder judicial frente a los conflictos colectivos, 
José Eduardo Faría. Acerca de la crítica jurídica, Óscar Correas. Des­
congelando la realidad legal: una aproximación crítica al derecho, Robert 
W. Gordon. Reflexiones: Marginados y conflicto social, Guillermo A. 
Villegas. Reseñas: Marginados y conflicto social. El derecho y sus re­
alidades. Investigación y enseñanza de la sociología jurídica. El dere­
cho sin máscaras. 

El Olro Derecho, Bogotá, núm. 6, 1990. 

Sumario: Presentación: Derecho insurgente. El derecho de los oprimi­
dos, Daniel Rocha. Debates: Los pobres y el uso del derecho, Jesús 
Antonio de la Torre Rangel. Derecho insurgente: el derecho de los 
oprimidos, Miguel Pressburguer. El derecho encontrado en la lucha, 
Osvaldo de Alencar Rocha. El Perú entre dos senderos, Carlos J. Cho­
poco. La producción social del derecho, Eduardo Rodríguez M. Refle­
xiones: La negociación de Urabá una experiencia nueva en la 
contratación colectiva industrial, Julio Enrique Soler Barón. Reseñas: 
El camino de la niebla. Legislación y salud mental. 

El Olro Derecho, Bogotá, núm. 7, 1991. 

Sumario: Debates: Eficacia simbólica y eficacia instrumental del dere­
cho, Mauricio Garela. Pluralismo jurídico, movimientos sociales y 
prácticas alternativas, Antonio Carlos Wolkmer. La justicia es palos de 
ruana (1), Leopoldo Múnera Ruiz. Conocimientos, moralidad y espe­
ranza: el pensamiento social de Chomsky, Joshua Cohen y Joel Ro­
gers. Reflexiones: Tierras de negro, tierras de santo, tierras de indio, 
Alfredo Wagner Berno de Almeida. Reseñas: Sistema judicial y dere-
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chos humanos en Colombia. Espacios internacionales para la justicia 
colombiana. Ejecuciones arbitrarias en Colombia. 

El Ofro Derecho, Bogotá, núm. 8, 1991. 

Sumario: Debates: El principio de igualdad ante la ley, Alda Facio. De­
rechos reproductivos como derechos de las mujeres, Sonia Correa. La 
convención de la ONU y la mujer, María Isabel Plata. La convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer. Su implementación y uso alternativo en el Paraguay, Esther 
Prieto, Gloria Rubín y Pelusa Elizeche. Programa derechos de la mu­
jer. La convención sobre la eliminación de todas las formas de discri­
minación contra la mujer y el ordenamiento jurídico peruano, Silvia 
Loli E. - Gladys Acosta V. La convención como instrumento jurídico 
en la despenalización del aborto por violación: posibilidades, Violeta 
Bermúdez Valdivia. Reflexiones: La convención como un arma para la 
defensa de nuestra imagen en la publicidad, Rossana Favero GÓmez. 
Experiencias: Corporación Casa de la Mujer. Experiencia legal en el 
proyecto Casa de la Mujer. Colectivo Casa de la Mujer. Balance de la 
relación de la mujer con el Estado brasilero (1988-1990): el caso del 
Consejo Nacional de los Derechos de la Mujer, CNDM, Sonia Wright. 
Balance de una experiencia: atención integral a la mujer en la casa de la 
mujer de Maracaibo, Beatriz Borjas. Notas acerca de un proceso de 
educación popular para los derechos de la mujer preparado por Maoma 
Viezer. Presentado por Sussana Kalckman. Informe de acciones a par­
tir de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discri­
minación contra la mujer, Silvia Loli, Gladys Acosta. Reseñas: A 
propósito de Virginia Wolf. El sexo inútil. Viaje en lOmo a la mujer. 

El Ofro Derecho, Bogotá, núm. 9,1991. 

Sumario: Debates: Desarrollo económico, deuda y derechos humanos: 
Un desarrollo sostenible para África?, Sigrun r. Skogly. r. Agencias de de­
sarrollo internacional, derechos humanos y proyectos de desarrollo hu­
mano, James C. N. Paul. La acción jurídica radical. Aporte al trabajo 
jurídico popular de América l.atina en los 90, Edgar Ardila A. Raza, na­
cionalismo y persistencia del sufrimiento: El uso americano del con-

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM



liEMOS RECIBIDO 203 

cepto «raza» desanima los reclamos de grupos subordinados, Williamson 
B. C. Chango Reflexiones: La muerte viaja en patrullero, Laura Gin­
gold. Reseñas: Cocaína and CO., un mercado ilegal por dentro. 

El Otro Derecho, Bogotá, núm. 10, 1992. 

Sumario: Debates. Usos y riesgos de categorías conceptuales: ¿convie­
ne seguir empleando la expresión "uso alternativo del derecho"?, Ro­
berto Bergali. La ocupación de inmuebles ¿delito o derecho? El delito 
de invasión/el derecho de posesión, Germán Silva. n. Agencias de de­
sarrollo internacional, derechos humanos y proyectos de desarrollo hu­
mano, James C. N. Paul. Indicios: Hacia una nueva racionalidad 
jurídica en el derecho colectivo del trabajo, Óscar José Dueñas Ruiz. 
Derechos humanos y trabajo internacional. A propósito de la Subcomi­
sión de la Naciones Unidas para la Prevención de la Discriminación y 
la Protección de las Minorías, Germán Palacio. Reseñas: Justicia Inase­
quible. Programa de la Administración de Justicia de los Estados Uni­
dos de Latinoamérica. 

Mielllras Tanto, Barcelona, Puhlicaciones de Ciencias Sociales, núm. 29. 

Sumario: Notas editoriales: el insumiso y el ministro. Las amenazas a 
los derechos laborales. ¿Ahora todos somos ecologistas? Respuestas al 
cambio climático por Juan Carlos Rodríguez Murillo (AEDENAT). 
Esbozo de una sociedad ecológicamente compatible por Lester R. 
Brown, Christopher Flavin y Sandra Postel. Tasas de impuestos ver­
des: una herramienta de política ecológica por Jorge Riechman. Espa­
ña: la inmigración inesperada por Antonio Izquierdo Escribano. 
Expansión exterior y deterioro interno: la dialéctica del poder mundial 
de los Estados Unidos por James Petras. Documentos: salvemos al pla­
neta. Correo de lectores. Poesía practicable: ocho poemas entrometidos 
por Fernando Beltrán. 
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Notas preliminares, Barcelona, Publicación bimestral de Ciencias Socia­
les, núm. 47. 

Sumario: Algunas acotaciones al debate sobre proyectos económicos 
alternativos por Albert Recio. Autorretratos del pintor en soledad por 
Josep Torrell. Una lectura de «Americanismo y fordismo» de Grarnsci 
por Juan Ramón Capella. Energías sucias, energías limpias por Eric 
Tello. Reseñas: El penúltimo catecismo conservador por Aurelio Arteta. 
El proyecto de Gramsci por Juan Carlos González. Problemas de legitima­
ción en el Estado social por Antonio Giménez Merino. Documentos: De­
claración de México. II Encuentro de movimientos y partidos polfticos 
del Foro de Sao Paulo. Poesía practicable. Cinco poemas por Gonzalo 
Rojas. 

Notas preliminares, Barcelona, Publicación bimestral de Ciencias Socia­
les, núm. 48. 

Sumario: Construirnos como sujeto, construirnos en medida del mundo 
por Grupo Giulia Adinolfi. Reflexiones sobre el movimiento feminista 
de los años 80-90 por Montserrat Cervera, María Morón, Carmela Pé­
rez, M. Jesús Pinto, El Safareig. Referencia sexual y representación 
por Claudia Mancina. Hongos HObbesianos, setas venenosas por Celia 
Amorós. Liberación del consumo, o politización de la vida cotidiana 
por María Mies. ¿Es el sexo para el género como la raza para la eterni­
dad? por Verena Stolcke. La globalización de la economía y el trabajo 
de las mujeres por Lourdes Benería. Mirada prohibida, sonido segado 
por Assia Adinolfi. Apuntes sobre la historia de las mujeres por Giulia 
Adinolfi. Documentos: Intervención de Vandana Shiva en la IV Feria 
del Libro Feminista. Alternativas de sociedad como respuesta a la cri­
sis ecológica. Poesía practicable por Teresa Agustín. Correo de lecto­
res. El extremista discreto, si eres vasco, nunca dejes atún fresco en el 
coche. 
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